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INTRODUCCIÓN 

Una de las características básicas del proceso de integración comunitaria ini­
ciado en la década de los cincuenta bajo la inspiración funcionalista de la Declara­
ción Schuman es su concepción como un proceso abierto. Abierto hacia afuera, res­
pecto a los Estados que, siempre que cumplan unos requisitos mínimos, concretados 
en la existencia de un régimen democrático, la garantía de los derechos funda­
mentales y un grado de desarrollo económico capaz de permitir asumir las obliga­
ciones económicas derivadas de los Tratados tendrían el derecho a adherirse a las 
Comunidades Europeas; así se materializó con el Reino Unido, Dinamarca e Irlan­
da en 1973, con Grecia en 1981, con España y Portugal en 1986, con Austria, 
Suecia y Finlandia en 1995 y se habrá de materializar también en un futuro inme­
diato con la incorporación de otros países de la Europa Oriental ( en un primer 
momento, Hungría, República checa, Eslovenia, Polonia y Estonia) y del Medite­
rráneo (Chipre y Malta). E igualmente abierto hacia adentro, pues las Comunidades 
Europeas han experimentado un progresivo proceso de pe1feccionamiento que, a 
través de una docena larga de tratados de reforma, han ido enhebrando una progre­
siva ampliación del abanico competencia! atribuido a ellas y una adecuación del en­
tramado institucional comunitario a las exigencias de una mayor eficacia y demo­
cracia 1• 

En esta línea, el propio TUE, firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992 y en 
vigor desde el 1 de noviembre de 1993 preveía en su artículo N.2 la convocatoria de 
una Conferencia de los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros 
que examinara aquellas disposiciones del tratado que ya anunciaban expresamente 
su modificación. Éstas, amén de la ya citada con carácter general, afectaban fun­
damentalmente a la estructura de pilares del TUE (art. B, quinto guión TUE), a la 
Política Exterior y de Seguridad Común -PESC- (art. J.4-6.º y J.10 TUE), al pro­
cedimiento de codecisión (art. 189B-8 TCE), a la eventual inclusión en el tratado de 
competencias en materia de energía, turismo y protección civil ( declaración 1 al 
Acta final del TUE) y a la cuestión de la jerarquía de los actos normativos comu­
nitarios (Declaración 16 al Acta final del TUE). Posteriormente se fueron aña­
diendo a la agenda otras cuestiones concretas como la reconsideración del número 
de miembros de la Comisión y de la ponderación de votos en el seno del Consejo 
(Consejo Europeo de Bruselas, diciembre de 1993 ), incluida, por supuesto, la fija­
ción del umbral para alcanzar la mayoría cualificada dentro del Consejo (Compro­
miso de Ioannina), la propia cuestión de «comitología» (modus vivendi de 
20.12.1994), así como cualquier otra necesaria para facilitar el funcionamiento 
eficaz de las instituciones de cara a la ampliación (Consejo Europeo de Corfú, junio 
de 1994) 2• 

1 Vid. A. MANGAS MARTÍN, «La dinámica de las revisiones de los Tratados y los déficits estructurales de 
la UE: reflexiones generales críticas», en AA VV, Hacia un nuevo orden internacional y europeo, Tecnos, Ma­
drid, 1993, pp. 1055-1066. 

2 Las conclusiones de los Consejos Europeos de Bruselas de diciembre de 1993 y de Corfú de junio de 
1994 se encuentran respectivamente en Revista de Instituciones Europeas 1/1994, pp. 295-321 y 2/1994, 
pp. 673-702. 
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Mas los redactores del artículo N.2 no previeron que el proceso ratificador del 
TUE fuera a ser hasta tal punto ajetreado que consumiera el ingente capital polí­
tico necesario para compensar el desgaste de afrontar reformas constitucionales de 
relevancia en varios Estados 3 y un preocupante «no» inicial de Dinamarca 4• La 
convocatoria de la CIG es, así, «un pie forzado del Tratado de Maastricht» que 
«llega demasiado pronto»5 y que, en definitiva, cometió el error de imponer «una 
reforma a los tres años de la prevista entrada en vigor de un Tratado tan comple­
jo como fue el TUE y cuya experiencia y frutos se vieron recortados por las ten­
siones y tardanza de su ratificación» 6• No obstante, la reforma, aunque forzada y 
prematura, trataba de dar respuesta adecuada a déficits y carencia que la UE 
arrastraba desde hace tiempo, pero que, aunque endémicos, en los últimos tiempos 
cobraron especial virulencia: adaptar el entramado institucional de manera que 
pueda acoger sin traumas nuevas ampliaciones del número de Estados miem­
bros, acercar la realidad comunitaria a los ciudadanos haciendo su funciona­
miento más eficaz, democrático y transparente, así como reflexionar en tomo al 
futuro de los dos pilares intergubemamentales para acercarlos progresivamente al 
redil comunitario. Como señala Mangas Martín, el desafío de la CIG'96 era «ha­
cer frente a problemas viejos de cara a la supervivencia de la UE ante el desem­
barco de los PECO' s» 7• 

Estas cuestiones integraron el orden del día formal de la Conferencia Intergu­
bemamental y afloraban indudablemente en los principales documentos preparato­
rios de la misma 8, pero se inscriben y, por tanto, se trataron dentro de una reflexión 

3 Además de la refo1ma del art. 13.2 de la Constitución española hubo que reformar también las Consti­
tuciones alemana, francesa y portuguesa. En Francia lo fue a causa de la UEM y el derecho de sufragio pasivo 
en las elecciones locales, vid. J. P. JACQUÉ, «La décision du Conseil Constitutionnel du 9 avril 1992 (Traité sur 
l'Union Européenne)», Revue Trimestríelle de Droit Européen 2/1992, pp. 251 y ss. En Portugal, básicamente, 
por la UEM y el control parlamentario en cuestiones sobre la UE. Y en Alemania la refom1a constitucional no 
pudo evitar un recurso ante el Tribunal Constitucional Federal cuya polémica sentencia (publicada en la Re­
vista de Instituciones Europeas 3/1993, pp. 975-1030) mereció un minucioso tratamiento doctrinal; en espa­
ñol vid. T. STEIN, «La sentencia del Tribunal Constitucional alemán sobre el Tratado de Maastricht», Revista 
de Instituciones Europeas 3/1994, pp. 745-769 (con abundantes referencias a los trabajos elaborados por la 
doctrina alemana en p. 746, nota 3); M. BACIGALUPO, «La constitucionalidad de la Unión Europea en Ale­
mania (la sentencia del Tribunal Constitucional Federal de 12 de octubre de 1993)», Gaceta Jurídica de la CE 
1994, D-21, pp. 7-45. 

4 Sobre las consecuencias e inten-ogantes jurídicos que planteó el problemático «no» en primer referén­
dum danés, vid. A. MANGAS MARTÍN, «Dinamarca y la Unión Europea: análisis jurídico», La ley, 23 de julio 
de 1993; J. MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, «El sistema de reforma de los tratados y la cuestión danesa», Co­
munidad Europea-Aran~adi, marzo 1993, pp. 37-45; E. GusTRUP, «Le traité sur l 'Union Européenne: la ra­
tification du Danemark», Revue de Marché Commun et de/' Union Européenne, 1994, núm. 374, p. 9. 

5 Así lo califica A. REMIRO BROTÓNS, «Consideraciones sobre la Conferencia Intergubemamental de 
1996», en Gaceta Jurídica de la CE y la Competencia, B-11 O, febrero 1996, pp. 7-18 (p.7); también publicado 
en AA VV, Espa1ía 1995-Rejlexiones sobre la Conferencia lntergubemamenral 1996, Secretaría de Estado 
para las Comunidades Europeas, Madrid 1995, pp. 57-84. 

6 Esta afirmación es de A. MANGAS MARTÍN, «Los retos de la UE ante la Conferencia Intergubernamen­
tal de 1996», en AAVV, Los retos de la Unión Europea ante el siglo XXI, UNED-Banco de Comercio, 
Madrid 1997, pp. 1.5-31 (p. 17). 

7 A. MANGAS MARTÍN, «La Conferencia Intergubernamental: el ser o no ser de la Unión Europea en el 
s. XXI», Anuario Jurídico de La Rioja 1996, pp. 255-285 (p. 256). 

8 De entre los documentos preparatorios de la CIG más relevantes, véase La Conferencia Interguberna­
mental de 1996. Bases para una reflexión (2 de marzo de 1995), Secretaría de Estado para las Comunidades 
Europeas, Ministerio de Asuntos Exteriores, Madrid 1995 (también publicado en Gaceta Jurídica de la CE y 
de la Competencia, B-106, septiembre 1995, pp. 41-74); «Inforn1e de etapa del presidente del Grupo de Re­
flexión sobre la CIG de 1996», Gaceta Jurídica de la CE y de la Competencia, B-108, B-106, septiembre 



LA REFORMA INSTITUCIONAL Y LA COOPERACIÓN REFORZADA ... 95 

más global. Pendía, en efecto, el proceso de ampliación comunitaria hacia el Este y 
el Mediterráneo con las consecuencias directas que tendrá sobre las políticas co­
munitarias y su financiación, el decisivo paso a la tercera fase de la UEM, la rene­
gociación del sistema de recursos propios y las perspectivas financieras más allá de 
1999, así como el debate sobre la futura política de defensa común en el marco de la 
UEO. Eso sí, con un consenso generalizado en «no tocar para nada» la regulación 
establecida en Maastricht para la UEM, incluidos el calendario y los criterios de 
convergencia. La CIG debía ser, pues, «un paso más», una «nueva etapa en el 
proceso de integración europea emprendido con la constitución de las Comunidades 
Europeas» para «continuar el proceso de creación de una unión cada vez más es­
trecha entre los pueblos de Europa». 

Con este programa -ambicioso en sus objetivos y necesidades, pero indeter­
minado en los planteamientos concretos- la CIG se abrió en Turín el 29 de marzo 
de 1996. Mas se hizo en un contexto especialmente delicado y comprometido para 
el proceso de integración comunitaria: la entrada en vigor del TUE y, básicamente, 
la puesta en marcha de los preparativos de la UEM habían absorbido y centrado to­
dos los esfuerzos de las instituciones comunitarias y los Estados miembros, ha­
biendo quedado exhausto el capital político requerido para el resto de las reformas 
pendientes; más allá de la moneda única se palpaba la ausencia de un auténtico pro­
yecto político común entre los socios comunitarios; el eje París-Bono, elemento 
crucial en todo impulso integrador, bien por los problemas derivados de la reunifi­
cación alemana, bien por determinadas transformaciones políticas y sociales, atra­
vesaba por un momento de especial enfriamiento, situación que algunos Estados 
poco identificados con el proyecto de integración aprovechaban para favorecer 
una cierta dilución del proceso ... 9 • 

1995, pp. 75-89; «Infom1e del Grupo de Reflexión», Gaceta Jurídica de la CE y de la Competencia, B-108, 
noviembre-diciembre 1995, pp. 63-92; «Presente y futuro de la UE: Líneas generales de un proyecto de re­
visión de los Tratados», CONF.2500/96 (5.2.1996). 

También las instituciones comunitarias y alguno de sus órganos auxiliares elaboraron sendos documentos 
en los que exponían su posición ante la CIG y cuyo contenido en ocasiones ~tal es el caso del Comité de las 
Regiones o el Tribunal de Cuentas~ recoge incluso una propuesta de redacción de los artículos concretos de 
los tratados; vid. de la Comisión, Rapport sur le fo11ctio11ne111ent du traité sur r Union Européenne ( I0.5.1995). 
Brnselas 1995; «Conferencia Intergubernamental 1996: La Comisión se pronuncia sobre el lnfonne Westl'n­
dorp». de 6.12.1995. [P/95/1352: «Reforzar la Unión política y preparar la ampliación», COM (96) 90 final. 
Del Tribunal de Justicia, ,·id. Rapport de la Cour de Justice sur certains aspffls de /'application du traité sur 
I' Union Européenne, Luxemburgo l 995. Del Parlamento Europeo, Resolución de 17.5.1995 sobre el fun­
cionamiento del TUE en la perspectiva de la CIG de 1996-Realización y desa1TOll0 ele la Unión (Rapport 
Bourlanges y Martinl. DOCE C 15 l de 19.6. l 995, pp. 56-67; Resolución ele LU. l 996 que recoge el dictamen 
del PE sobre la convocatoria de la CIG y la evolución de los trabajos del grupo de reflexión y la definición de 
las prioridades políticas del PE con vistas a la CIG (Rapport Dury y Miaj-Weggen), DOCE C 96 de 1.4.1996, 
p. 77-89. Del Tribunal de Cuentas, ,•id. «lnfonne del Tribunal de Cuentas presentado al Grupo de Reflexión 
sobre el funcionamiento del Tratado de la Unión Europea», Luxemburgo, mayo 1995. Por último el Comité 
de las Regiones presentó, por su parte. el «Dictamen sobre la revisión del TUE y del Tratado constitutivos de 
la Comunidad Europea», DOCE C 100 de 2.4.1996, pp. 1-12. 

9 Para profundizar en los preparativos de la C[G puede verse J. V. Lours. «Algunas reflexiones sobre la 
reforma ele l 996». Rerista de !11s1it11cio11es Europeas 1/l 995, pp. 9-42: L Blll.L'dN. «Europa y la Conferencia 
lntergubernamental de 1996», Re1·ista de !ns1i1ucio11es l'uropeas 1/1996. pp. 119-139; M. OREJA AGUIRRE. 
«La revisión del Tratado de la Unión Europea. Los trabajos ele la conferencia lntergubernamental de 1996», 
Europa-Junla, núm. 53, octubre 1996, pp. 5-12: JusTUS Lirs1us. «La Conferencia lntergubemamental de 
l 996». Gac!'/a Jurídica ele la CF _1· la competencia. B-106, septiembre 1995, pp. 5-24 (también publicado en 
francés en la Re\'lll' Trimestriel/e de Droit E11ropée11 1995. pp. 175 ss. e inglés en la Europcan Law Re,•ipw 
3/1995, pp. 235-267 ): A. PIJPERS/G. EDW.-\RS. Thc º96-Agenda and !he Fururc oltlze EU. Londres 1996. 
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No es, por ello, de extrañar que los Jefes de Estado y de Gobierno, con apoyo 
básico en el denominado informe del Grupo de Reflexión -presidido por el espa­
ñol Carlos Westendorp-, con una falta evidente de ambición y proyecto político 
precisaron los temas centrales de discusión en cuestiones tan amplias y vagas 
-aunque obvias por otra parte- como el acercamiento de la actuación comunita­
ria a los ciudadanos, hacer las instituciones comunitarias más democráticas y efi­
caces y reforzar la capacidad externa de la Unión IO_ 

Tras sucesivos aplazamientos de las discusiones sobre los temas clave durante 
las presidencias italiana e irlandesa y una vez abordados efectivamente durante los 
últimos dos meses de la CIG, el Consejo Europeo de Amsterdam en la madrugada 
del 18 de junio de 1997, después de dos días de intensas negociaciones entre los Je­
fes de Estado y de Gobierno, alcanzaba un acuerdo que, una vez superados los pre­
ceptivos retoques jurídicos y terminológicos se firmó formalmente como Tratado el 
2 de octubre de 1997 en la ciudad holandesa de la que ha tomado su nombre y entró 
en vigor, tras su ratificación por todos los Estados miembros, el 1 de mayo de 
1999 11

• Nacía así la última de las reformas de lo que desde una perspectiva material 
bien puede considerarse la Constitución comunitaria 12

• 

De entre las principales aportaciones del Tratado de Amsterdam 13 dos serán los 
aspectos a considerar en el presente trabajo: la tímida reforma institucional realizada 
y la indudable novedad del principio de cooperación reforzada, cuyas repercusiones 
futuras y calado práctico resulta aún difícil de vislumbrar. Quedarán, por tanto, al 
margen otras cuestiones relevantes como los novedosos e interesantes procedi­
mientos de constatación de violaciones graves y persistentes de los derechos fun­
damentales por un Estado miembro y de eventual sanción posterior 14, la inclusión 

10 «Informe del Grupo de reflexión», loe. cit. 
11 Sobre los entresijos de las negociaciones puede consultarse, por todos, M. ÜREJA AGUIRRE, «El desa-

1Tol10 de la CIG», en ib. (dir.), El Tratado de Amsterdam: análisis y comentarios, ed. McGraw Hill, Madrid 
1998, pp. 73-116. 

12 No es éste momento de reproducir la discusión doctrinal planteada, en ocasiones en ténninos bastante es­
tériles, en torno al concepto de Constitución comunitaria y al alcance de la conocida calificación jurisprudencia[ 
como «la carta constitucional de una Comunidad de Derecho». De entre los múltiples trabajos existentes puede 
entresacarse los siguientes: S. CASSESE, «La Constituzione Europea», Quaderni costituzionali 1991. pp. 487-508: 
L. OtEz-PrC.".ZO, «Reflexiones sobre la idea de Constitución europea», Rei'ista de Instituciones Europeas 1993, 
pp. 533-559; D. GRIMoI. «Braucht Europa eine Verfassung'1». Juristenzeitung 1995, pp. 581-586: A. LA PER­
GOLA, «¿Para qué una Constitución de la Unión Europea·1 ». en M. ÜREJ,\ AGUIRRE (dir.), La Constitución eu­
ropea, Madrid 1994, pp. 43-51; H. LECHELER, «Braucht die Europiiischc Union eine Verfassung~», en AAVV. 
Gediichtnisschriftfiir Eberhart Grabitz, ed. C. H. Beck, Múnich 1995, pp. 393-407; A. LA PERGOLA, «¿Para qué 
una Constitución de la Unión Europea». en ibídem, Los nuei•os senderos del federalismo, Centro de Estudios 
Constitucionales, Mad1icl 1994, pp. 181-190; J. V. Lours. «Algunas reflexiones sobre la refom1a de 1996», Re-
1·ista de Instituciones Europeas 1995, pp. 9-42 (especialmente, pp. 21-25 ¿Constitución o Tratado?); J. MARTÍN 
Y PÉREZ DE NANCLARES, «¿Necesita la UE una Constitución? -Reflexiones en torno a una discusión casi es­
téril-», Bole!Ín Europeo de la Universidad de La Rioja 1997, núm. O, pp. 13-21; M. MEDINA, Hacia una Cons­
titución europea, Cuadernos Cátedra J.B. Scott, Universidad ele Valladolid, Valladolid, 1994; T. STEIN «La 
Constitución Europea: pasado. presente y futuro», Anuario Jurídico de La Rioja. 1996, pp. 235-254. 

IJ Un estudio más general sobre las aportaciones del Tratado ele Amsterdam puede encontrarse, entre 
otros, en F. ALDECOA LuzARRAGA. «El Tratado de Amsterdam: un pequefio gran paso en la consolidación del 
modelo ele la Unión», Cuadernos Europeos de Deusto. 1998. núm. 18, pp. 11-46; A. MANGAS MARTÍN. «Es­
tudio preliminar». en ib., Tratado de la Unión Europea. Tratados consti/lltii•os de las Comunidades Europeas 
v otros actos básicos de Derecho Comunitario. Tecnos, 6.' ecl .. Madrid. 1998, pp. 21-52; J. MARTÍN Y PÉREZ 
DE NANCLARES, «Es!uclio preliminar». en ib .. Tratado ele la Unión Europea v Tratado de la Comunidad Eu­
rope(!, IVAP, Ofiate, 1998, pp. 21-45. 

°" \,'id. J. J. LASO PÉREZ. «El Tratado de Amsterdam y el respeto de la democracia y los derechos huma­
nos», Boletín Europeo de la Universidad ele La Rioja. 1998. suplemento núm. 2, pp. 31-42. 



LA REFORMA INSTITUCIONAL Y LA COOPERACIÓN REFORZADA ... 97 

de los principios de no discriminación y de igualdad entre hombre y mujer 15, el giro 
social que supone el nuevo título sobre el empleo 16 o la comunitarización parcial de 
la Cooperación en los Asuntos de Justicia e Interior (CAJI) 17

• 

II. LA (TÍMIDA) REFORMA INSTITUCIONAL: 
EL GRAN FRACASO DE LA CIG 

Una de las razones -si no la razón- de ser de la CIG era, a la sazón, empren­
der una reforma en profundidad de las instituciones comunitarias para reforzar su 
eficacia, carácter democrático y transparencia a la par que adecuarlas a las necesi­
dades de la inminente ampliación y, de paso, solventar cuestiones de calado que ha­
bían ido quedando pendientes en reformas anteriores. Temas como la readaptación 
de la composición del Parlamento Europeo y Comisión -y acaso también del 
Tribunal de Justicia- dentro de unos términos aceptables en una Comunidad que se 
acercará a la treintena de miembros; la resolución de las recurrentes discusiones so­
bre la ponderación del voto y la extensión de los supuestos de votación por mayoría 
cualificada y del procedimiento de codecisión en el seno del Consejo; o aquellos re­
lativos a la simplificación de la «comitología» o de los propios procedimientos le­
gislativos engendraban hasta tal punto la razón de ser de la CIG que el propio In­
forme (Westendorp) del Grupo de Reflexión entendió que «los resultados de la 
Conferencia deberán juzgarse con esa perspectiva» 18

. 

Pues bien, si la CIG hubiese de ser juzgada por los resultados obtenidos en la re­
f01ma institucional tendría asegurada un suspenso sin paliativos. Lo más que se al­
canza en los principales temas es un «acuerdo sobre el desacuerdo» retrasando su 
solución a una futura Conferencia lntergubernamental previa a la adhesión de nue­
vos Estados. Con todo, un balance mesurado de la (tímida) reforma institucional 
exige de un análisis más detallado sobre el alcance de la misma en cada una de las 
instituciones, aunque conviene no perder en ningún momento de vista la peculiari­
dad de la «red» institucional comunitaria 19 en la que por un sistema de «vasos co­
municantes» y por mor del principio de equilibrio institucional las cuestiones par­
tict!lares ele cada institución afecta a vez a las otras. Para ello, una vez que, con 
ocasión de la confirmación del marco institucional único ele la UE, unido a otros in-

15 La inclusión ele este principio en el Tratado vino influenciado por la controversia doctrinal y hasta po­
lítica que desencadenó la polémica jurisprudencia Kalanke (TJCE sentencia de 17. l 0.1995, as. C-450/93 Ka­
lanke, Rec. 1995, p. l-3051 y ss.), posteriormente «matizada» en el asunto Marscha/1 (TJCE sentencia de 
l l.l l.1997, as. 409/95 He/mur Marscha/1, Rec. 1997, p. 1-6363 ss.): en la doctrina vicl.. por tocios, P. ANDRÉS 
SAENZ DE SANTA 1Vl.-\RÍA, «Un paso alrás en la búsqueda ele igualdad entre hombres y mujeres: el asunto Ka­
lanke», La ley-Unión Europea, núm. 3934, pp. 1-2; L. MILLAN MORO, «Igualdad de trato entre hombres y mu­
jeres respecto a la promoción profesional en la jurisprudencia comunitaria: igualclacl fonnal i·ersus igualdad 
sustancial», Re1•ista de Derecho Comunitario Europeo l/l 998, pp. 17:1-204. 

16 \lid. F. ALDEC0A LUZARRAGA, loe. cit. ( «El Tratado de Amsterdam ... ), p. 46. 
17 \lid. A. VALLE GAL VEZ, «La refundación de la libre circulación de personas, Tercer Pilar y Schengen: 

el espacio europeo ele libertad, seguridad y justicia», Revista ele Derecho Comunitario 1-,"uropeo 1998, pp. 41-
78; F. J. C.'<RRER.\ l-lERN.Ár-iDEZ, «La cooperación policial y judicial en materia penal: componente del espacio 
ele libenad, ele seguridad y de justicia», Boletín Europeo de la Uni,·ersidad de La Rioia. 1998, suplemento n.º 
2, pp. 7-16. 

" «Info1me del Grupo de Reflexión», loe. cit., p. 79, punto 77. 
1
" Especialmente recomendable para una visión elemental del «sistema en red» en la tríada instilucional 

Parlamento Europeo-Consejo-Comisión, J. L. QUERMONNE, Le svsteme politiqu€' curopéen, ed. Montchrestien, 
París, 1993. 
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dicios que brinda el Tratado, tengamos ocasión de inducir una personalidad jurídi­
ca implícita de la UE que supere el delator silencio reiterado del Tratado ( 1 ), se pro­
cederá a diseccionar y valorar el alcance de las reformas concretas de cada institu­
ción: se comenzará por el Parlamento Europeo, el único beneficiado de la reforma 
(2), para continuar con el Consejo, el cual mantiene su statu quo intergubernamen­
tal (3), la Comisión, en permanente lucha por consolidar su dimensión supranacio­
nal y reforzar su perfil político (4) y el Tribunal de Justicia, que mantendrá sus fun­
ciones de Tribunal Constitucional comunitario frente al intento de algunos Estados 
por diluir este perfil (5); se concluirá el capítulo institucional con unos breves 
apuntes que recojan las lógicas adaptaciones del Tribunal de Cuentas a la condición 
de institución que goza desde el TUE (6). Como ineludible complemento al estudio 
de las instituciones en sentido estricto, se examinará brevemente el mantenimiento 
de la nebulosa posición del Consejo Europeo (7) y las modificaciones, también de 
carácter menor, que experimentan los órganos auxiliares (8), tanto el Comité de las 
Regiones como el Consejo Económico y Social. 

l. El marco institucional único y la (falta de) personalidad jurídica 
de la Unión Europea 

El Tratado de Amsterdam no ha introducido ninguna modificación en la previ­
sión del antiguo artículo C TUE de que «la Unión tendrá un marco institucional úni­
co» (art. 3 TUE), si bien al detenninar en el Parlamento Europeo, el Consejo, la Co­
misión y el Tribunal de Justicia, previstos en el antiguo artículo E, se le ha añadido, 
con toda lógica en consonancia con lo previsto en el TCE, el Tribunal de Cuentas 
(art. 5 TUE). Nada se modifica tampoco respecto al Consejo Europeo previsto en el 
marco de la UE (art. 4 TUE, antiguo art. D) sin correlativo en la letra de los tratados 
constitutivos de las Comunidades Europeas. Tampoco podrá considerarse una mo­
dificación del principio del marco institucional único la diferente formación que, 
con toda lógica, tendrá el Consejo -no así el resto de instituciones- según sea la 
participación de cada Estado en los supuestos de cooperación reforzada 20

. 

Tampoco se observa ninguna novedad respecto a la falta de personalidad ju­
rídica de la Unión. A pesar de las críticas doctrinales y distorsiones prácticas que 
ha planteado la falta de personalidad jurídica de la UE 21 y pese a que tanto los 
proyectos de la presidencia irlandesa 22 como neerlandesa 23 recogían la atribución 
de personalidad jurídica a la Unión, no se logró la unanimidad requerida 24

. Con 
todo, a pesar de ese silencio y como quiera que nos encontramos ante una cuestión 
especialmente espinosa y susceptible de interpretaciones no unívocas, no estaría 

' 0 Vid. infra III. 2. 
" Esta falta de personalidad jurídica de la Unión ha sido durísimamente criticada por la doctrina. Por en­

tresacar algún ejemplo especialmente llamativo, la situación actual es, para algunos, «ridícula y da pie ara­
zonamientos chusco-teológicos que Els Joglars podrían dramatizar con éxito», lo cual «es cada vez más in­
tolerable» y «obliga frecuentemente a ficciones absurdas», A. REMIRO BROTÓNS. loe. cit. 
(«Consideraciones ... »), p. 8. 

22 CONF/2500/96 de 5.12.1996, pp. 91 ss. 
" CONF/2500/96. adclenda de 20.3.1997, pp. 47 ss. 
" Algunas delegaciones --eufemismo que casi siempre encubre a la misma delegación- defendieron 

que la falta de una personalidad jurídica de la Unión no limitaba la capacidad de'acción de la Unión. por lo 
que rechazaban frontalmente una modificación del Tratado en ese sentido. vid. CONF/2500/96 de 
5.12.1996, p. 94. 
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de más plantearse con carácter previo al análisis de las reformas institucionales 
concretas la cuestión de si no podría -o acaso debería- concluirse del principio 
del marco institucional único en conexión con otros indicios que suministra tanto 
el propio Tratado como la práctica derivada del lustro de existencia de la UE la re­
ferida personalidad jurídica de la Unión. Se trataría, pues, de desenmarañar entre 
el articulado del TUE y la práctica internacional de la UE si concurren los ele­
mentos que, en lo básico, reclama la doctrina más solvente para poder hablar de 
una organización internacional: base jurídica convencional, composición esta­
tal, cierta estructura orgánica propia y la manifestación de una voluntad autó­
noma 25. 

En realidad, este tipo de polémica en tomo a la personalidad jurídica de una 
organización internacional no es exclusiva de la UE. Existen, en efecto, buen nú­
mero de organizaciones internacionales, cuyos Tratados fundacionales no les 
atribuyen expresamente personalidad jurídica, v.gr. la mismísima ONU 26

, sin 
que a partir de este dato haya de deducirse que carezcan de ella. Más bien habrá 
que analizar cuidadosamente el contenido de su tratado fundacional para ver si de 
él se podría extraer tal personalidad jurídica 27

; habrá que realizar una interpreta­
ción teleológica que detennine si existen indicios que puedan conducir a concluir 
una personalidad jurídica implícita a la regulación jurídica y práctica de esa «or­
ganización internacional». El propio Tribunal Internacional de Justicia, en suco­
nocido dictamen consultivo de 11 de abril de 1949 sobre la reparación de los da­
ños sufridos a raíz de la muerte del mediador de la ONU en Palestina, estableció 
con meridiana claridad que la Organización en cuestión, «estaba destinada a ejer­
cer funciones y a gozar de derechos -y así lo ha hecho- que no pueden expli­
carse más que si la Organización posee en amplia medida personalidad interna­
cional y la capacidad de obrar en el plano internacional». En consecuencia, «el 
Tribunal llega a la conclusión de que la Organización es una persona internacio­
nal», lo que significa que «es un sujeto de Derecho Internacional que tiene capa­
cidad para ser titular de derechos y deberes internacionales» por lo que en el 

25 Cfr. al respecto G. ABI-SAAB, «La notion d'organisation internationale: essai de synthese» en ibídem 
(ed.), Le concept d'Organisation !11tema1ionale. UNESCO, París 1980, pp. 9-25. En el mismo sentido, BET­
TATI recoge los tres elementos fundamentales (composición esencialmente interestatal, otigen puramente con­
vencional, estructura orgánica pennanente distinta ele la ele los Estados miembros). a los qne aüacle la exis­
tencia de una personalidad jurídica internacional (M. BElTATI. Le droit des orga11isa1ions internationales, 
Pres ses Universitaires de France, París, 1987. pp. 12-2 l ). P.-\STOR constata, en este mismo orden de ideas, la 
existencia de seis elementos: el carácter interestatal. el carücter voluntario, la existencia de un sistema per­
manente de órganos, la voluntad autónoma en el prnceso de adopción de decisiones, una competencia propia 
en detenninadas mate1ias señaladas en el Tratado y la cooperación internacional institucionalizada (J. A. PAS­
TOR RIDRUEJO, Curso de Derecho !111emacio11al P1íh/ico _,. Orga11i:acio11es /n1cmacio11ales, Tecnos, 6.' cd., 
Madrid, 1996, pp. 691-695). 

26 Por contra, existen también otras organizaciones internacionales cuyos tratados fundacionales les atri­
buyen expresamente tal personalicla jurídica. Así. por ejemplo, el art. 45 del Convenio constitutivo del Ban­
co Europeo de Reconstrucción y Desarrollo ele 29.5.1990 pre,·é que el «Banco tendrá personalidad jurídica 
plena y, en paiticular, plena capacidad para celebrar contratos. adquirir o enajenar bienes muebles o inmuebles 
y entablar procesos judiciales». Otras organizaciones internacionales matizan y la refieren únicamente a la di­
mensión estatal, sin que por eso se excluya su intervención en el ámbito intemacion,11: por ejemplo, el art. XV 
del Estatuto del Organismo Internacional de Energía Atómica ele 28. l 0.1980 prevé que el «Organismo gozará 
en el territorio ele cada uno de sus miembros ele la capacidad jurídica y( ... ) que sean necesarios para el ejer­
cicio de sus funciones». 

27 En este sentido, con toda rotundidad, ,·id. l. SEIDL-HOHENVELDERN/G. Lorn1,. Das Rec/1t der lmerna­
rionalen Organisarionen cinsch!iesslich der S11¡muwrio11a/c11 Gemeinschajien. ed. Car! Heymanns, 6.' ecl., Co­
lonia, 1996, p. 48, apelo. 326. 
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caso en cuestión «tiene capacidad para prevalerse de estos derechos por vía de re­
clamación internacional» 28 • 

En efecto, trasladando esta vía interpretativa al ámbito que nos ocupa 29 , la UE 
posee, en primer lugar, una estructura institucional que, a la vista de la sede de su 
regulación, artículo 3 del TUE, es propia y que en modo alguno puede considerarse 
que toma prestada de las Comunidades Europeas. Cumple, por tanto, la primera de 
las características básicas de toda organización internacional: cuenta con una es­
tructura organizativa propia a través de la que manifiesta hacia el exterior la vo­
luntad de la Unión, la cual no forzosamente tiene por qué estar cubierta por la de los 
Estados 30. Piénsese, por poner un simple ejemplo, que la Presidencia asumirá en 
materia de PESC «la representación de la Unión» (art. 18.1 TUE, antiguo art. 
J.8.1) contando, para ello, con la asistencia de un Secretario General del Consejo 
que ejercerá las funciones de Alto Representante de la PESC (art. 18.3 TUE, ex art. 
J.8.3 TUE y art. 207.2 TCE) y siendo responsable de la ejecución de las decisiones 
adoptadas al amparo de la PESC. 

En segundo lugar, el origen de la UE se encuentra en un Tratado internacional, 
el TUE, reformado por el Tratado de Amsterdam 31 , cuyo artículo 2 (antiguo art. B) 
determina sus objetivos, y a partir del que podría deducirse que la UE a través del 
marco institucional actúa en nombre propio como titular de derechos y obligaciones 
tanto en el ámbito internacional como en el propio de los Estados. Máxime cuando 
el referido Tratado de Amsterdam prevé expresamente que «la Unión se dotará de 
los medios necesarios para alcanzar sus objetivos y para llevar a cabo sus políticas» 
(art. 6.4. TUE, antiguo art. F.4 ). 

En tercer lugar, está claramente integrada por Estados. Hasta el punto que la ad­
hesión de éstos a las Comunidades Europeas se realiza mediante un procedimiento 

28 CIJ, Rerneil 1949, p. 178; cfr. también, con anterioridad, dictamen del TPJI núm. 14 de 8 de diciembre 
de 1927 en el que el entonces Tribunal Pennanente de Justicia Internacional también aceptó la personalidad 
jurídica implícita de la Comisión Europea del Danubio. 

29 En la doctrina se encuentran posiciones a favor y en contra de la consideración ele una personalidad 
jurídica (inducida) de la UE. Aunque sigue siendo indudablemente mayoriiario el sector doctrinal que, a 
partir del silencio del Tratado y de la expresa negativa ele los Estados (duefios y sefiores ele los Tratados) 
a incluir expresamente la atribución ele la personalidad jurídica, no faltan autores que. incluso antes del 
Tratado ele Amsterdam, se mostraban defensores de la existencia ele la misma, l'ic/. A. VON BoGDANDY M. 
NETTESHEMrM, «Die Verschmelzung cler Europfüschen Gemeinschaften in cler Europaischen Union: 
Ein einheitlicher Verband mit eigener Rechtsordnung». Europarecht 1996. pp. 3-26: ib.: «Die Versch­
melzung cler Europaischen Gemeinschaften in der Europaischen Union». Neue J11ristische Woche11schrift 
1995, pp. 2324-2328; O. DóRR, «Zur Rechtsnatur der Europaischen Union». Europarecht. 1995, 
pp. 344-348; G. RESS, «Ist die Europaische Union eine juristische Person'),,_ Suplemento Europarecht, 
1995, pp. 27-40. 

Tras el Tratado ele Amsterdam, \'id. M. PÉREZ GüNZÁLEZ/N. STOFFEL VALLOTTON. «La cuestión de la na­
turaleza jurídica de la Unión: el problema de la personalidad _jurídica». en M. OREJA AGUIRRE (dir.). op. cit. ( El 
Tratado de A.msterdam: análisis ... ), pp. 187-200 (pp. 188-190); M. ZULEEG. «Die Organisationsstruktur der 
Europáischen Union --Eine Analyse der Klammerbestimmungen des Vertrags von Amsterdam-», en A. VON 
BOGDANDY/C.-D. EHLERMANN (eds.), Konsolic/ierung und Kohiirem des Prinuirrechts nach Amsterdam. Su­
plemento de Europarecht 2/1998, pp. 151-163. 

30 Vid. M. ZcLEEG, «Die Organisationsstruktur cler Europaischen Union -Eine Analyse der Klammer­
bestimmungen des Vertrags von Amsterdam-», en A. VON BoGDANDY/C.-D. EHLERMANN (eds.). op. cit. 
(Ko11solidieru11g 1111d Kohiire1E des .. ). p. 152. 

'' Recuérdese a este respecto la interesante controversia planteada en la doctrin~ iusinternacionalista en 
tomo al carácter de organización internacional de la OSCE. _la cual carece stricto sensu de un tratado inter­
nacional_ fundacional más allá del Acta Final de Helsinki de 1.8.1975, la Cana De París para una nueva Europa 
de 21.11.1990 o el Documento de Budapest de 6.12.1994. 
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común de adhesión a ellas y a la propia UE (art. 49 TUE, antiguo art. 0) 32 y no ac­
ceden a cada una de las Comunidades y a los pilares en particular 33• Es más, el pro­
pio TUE prevé expresamente como uno de los objetivos de la Unión «afirmar su 
identidad en el ámbito internacional» (art. 2 TUE) 34• Se supone que frente a la de 
sus Estados miembros, máxime cuando se circunscribe particularmente a la «reali­
zación de una política exterior y de seguridad común que incluya la definición pro­
gresiva de una política de defensa común que podría conducir a una defensa co­
mún». Más aún. El Tratado de Amsterdam incluye de forma explícita la exigencia 
de que la UE respete «la identidad nacional de sus Estados miembros» (art. 6.3. 
TUE) 35 • 

Ciertamente, en cuarto lugar, a las Comunidades Europeas se les reconoce ex­
presamente personalidad jurídica propia en sus respectivos Tratados fundacionales 
(arts. 6 TCECA, 184 TCEEA y 281 TCE, antiguo art. 210) y constituyen, como ta­
les, el fundamento de la UE (art. 1 in fine TUE, antiguo art. A). Pero, a nuestro jui­
cio, ya no puede predicarse una división radical entre las Comunidades Europeas y 
la UE hasta el punto de que esta última únicamente extienda su actuación al se­
gundo y tercer pilar 36. Las Comunidades Europeas forman parte de ella y, como el 
propio Tratado señala a renglón seguido, la Unión se ve completada con las políti­
cas y formas de cooperación establecidas por el TUE, esto es, la PESC y la CAJI. 
Resulta difícilmente imaginable, pues, hacer compatible el marco institucional 
único con tal división. Recuérdese, v.gr., como otra manifestación particular de la 
unidad, que el Consejo Europeo se prevé en el marco de la UE (art. 4TUE, antiguo 
art. D) y no en el del TCE, si bien debe su existencia fáctica con anterioridad a la de 
la propia UE, actúa también en el ámbito del pilar comunitario definiendo las 
orientaciones políticas generales y dándole los impulsos que precise, rinde cuentas 
al Parlamento Europeo después de cada una de sus reuniones y le presenta un in­
forme escrito anual relativo a los progresos realizados (art. 4 TUE, antiguo art. D) e 
incluso en ocasiones el Consejo, como institución de la Comunidad Europea, se reu­
ne en formación de Jefes de Estado y Gobierno (por ej. arts. 7.1. TUE y 121 TCE 
antiguos arts. F. l TUE y 109J TCE) 37

• De hecho, hasta hay referencias explícitas al 
Consejo Europeo dentro del TCE (art. 99.2 TCE , antiguo art. 103.2). No parece, 
pues, concebible una división entre Unión Europea y Comunidades Europeas cuan­
do éstas son el fundamento ele aquélla y cuando la Unión se ve completada con las 

" Antes del TUE se requería. conforme a lo previsto en los antiguos arts. 98 TCECA, 237 TCEE y 203 
TCEEA, la adhesión particular a cada una de las tres Comunidades Europeas. 

·'
3 A. MANGAS M . .\RTÍN, «EL TUE: análisis de su estructura», Gaceta Jurídica de la CE. 1992. 0-17, pp. 

13-62 (pp. 60-61 ). 
'" Énfasis añadido. 
" Énfasis añadido. 
16 En favor ele una consideración de las tres Comunidades Europeas como organizaciones internacionales 

institucionalmente separadas de la Unión se pronunciaban, con ocasión de la finna del TUE, V. CONSTANTI­
NESC0. «La structure clu Traité de l 'Union Européenne», Cahiers de Droit Européen. 3-4/1992, pp. 251-284 
(p. 265); D. CURTIN. ,,The Constitutional Structure of the Union: A Europa of bits and Pieces», Common Mar­
ker Law Review. 2/1993, pp. 17-69 (p. 23). MANGAS MARTÍN consideraba en 1992 que las tres Comunidades 
Europeas eran lo tangible y la UE «una idea de síntesis», «la concepción global y coherente de un proyecto 
cuya realización plena deberá proseguirse», A MANGAS MARTÍN: loe. cil. («El TUE: análisis ... »), p. 29. Aún 
hoy hay buen número de autores que propugnan tal separación: vid. a título ele ejemplo por su rotundidad M. 
PECHSTEIN/CH. KoE:---IG, Die Europiiische Union. Die \!errráge von Maastrichl und Amsterdam, Ed. Mohr, 2.' 
ed .. Múnich. 1998. pp. 27-78. especialmente pp. 50 ss. 

" Vid. injí-a Il.7. 
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políticas en los pilares extracomunitarios: si son su fundamento no cabe situarlas 
fuera de la Unión y si se ve completada es porque las Comunidades Europeas 
también forman parte de ella. Por otro lado, defender una división en el sentido 
apuntado conduciría a tener que atribuir las acciones que, en el marco de los dos pi­
lares extracomunitarios, emprendieran las instituciones de la UE previstas en el 
artículo 5 TUE (antiguo art. E) a los Estados signatarios del mismo y no a la UE 
como tal 38

• 

Y, por último, en relación con la falta de un treaty making power en el ámbito 
de los pilares extracomunitarios, por paradójico que resulte a la vista de la negativa 
a reconocer personalidad jurídica expresa a la Unión, el Tratado de Amsterdam ha 
atribuido al Consejo competencia expresa para celebrar por unanimidad acuerdos 
«con uno o varios Estados u organizaciones internacionales» en los ámbitos de la 
PESC (art. 24 TUE, antiguo art. J.14) y de la CAJI (art. 38 TUE, antiguo art. 
K.10), se supone que en nombre de la Unión. Ciertamente, una Declaración de las 
adoptadas por la Conferencia prevé que estas disposiciones del TUE «y cualquier 
acuerdo resultante de las mismas no llevarán implícito ningún traspaso de compe­
tencias de los Estados miembros a la Unión Europea» 39

• Su afirmación es, empero, 
superflua. De la letra del Tratado se infiere con toda nitidez un poder evidente de 
actuación de una institución de la Unión, el Consejo, en materias de un ámbito pro­
pio de la Unión. Cuestión diferente es que se precise, en todo caso, la unanimidad y 
que, como recoge el propio Tratado, «ningún acuerdo será vinculante para un Es­
tado miembro cuyo representante en el Consejo declare que tiene que ajustarse a las 
exigencias de su propio procedimiento constitucional», sin perjuicio de que «los res­
tantes miembros del Consejo podrán acordar que el acuerdo se les aplique provi­
sionalmente». En definitiva, lo único que se hace es completar de forma expresa lo 
que lentamente se abría camino como práctica internacional: algunos Estados rele­
vantes de la comunidad internacional ya habían comenzado a reconocer a la Unión 
como un «ente» diferente a los Estados que la componen; la UE, aunque obvia­
mente careciese del treaty making power y crease una gran confusión nacional e in­
ternacional, ha adquirido de manera indiscutible compromisos unilaterales (exis­
tencia de enviados especiales de la UE a Oriente Medio y Bosnia, administración de 
la ciudad de Móstar) 40

; e incluso veladamente ha adquirido ciertos compromisos o 
«acuerdos informales» -ii. 

Esto es, nos encontramos ante un ente creado por un Tratado internacional, in­
tegrado por Estados y dotado de un marco institucional propio, al que se le enco­
miendan unos objetivos. Podríamos concluir. pues, que estaríamos ante una aso­
ciación voluntaria de Estados establecida por acuerdo internacional, dotada de 
órganos permanentes. propios e independientes, encargados de gestionar unos in­
tereses colectivos y capaces de expresar una voluntad distinta de la de sus micm-

18 Vid. en este mismo sentido A. V0N B0GDANDY/M. NEHESHEIM. ioc. cit. («Die Verschmelzaung der...»). 
En sentido contrario. P. MANIN. Les Comm1111a11tés Européennes-L' U11io11 Européenne. ed. Pedone. 3.' ed .. Pa­
rís. l997, pp 42-43: M. PECHSTEIN/OL KüENIG, op. cit. (Die Europaische Union ... ), pp. 79-80, apdos. l43-lcJ.4. 

19 Declaración núm. 4 adoptada por la Conferencia sobre los artículos J.14 y K.10 del TUE. 
00 Resulta de especial interés recordar. por ejemplo, la existencia ele un memorándum ele acuerdo sobre la 

administración de la ciudad ele Móstar. fim1aclo el 5 de julio ele 1994 por los tres miembros de la troika. un re­
presentante de la Comisión. el presidente del Consejo de la UEO. las autoridades de la federación croato-mu­
sulmana y el alcalde de Móstar. 

,. M. PÉREZ GoNZ..\LEZ/N. STOFFEL VALLOHON. loe. cil. ( «La cuestión de la naturaleza jurídica ... »). pp. 
188-190. 
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bros 42
• Pero (teóricamente) sin personalidad jurídica 43

, provocado por -como 
apuntaba Remiro Brotóns antes del comienzo de la CIG- «una actitud pusilánime 
respecto a la responsabilidad derivada de actos con base en los pilares de coopera­
ción intergubemamental» 44• 

A la vista de estos argumentos, a pesar del criticable silencio del Tratado --en 
realidad, no le atribuye expresamente personalidad jurídica a la UE pero tampoco se 
la niega- bien podría afirmarse que, en la línea de la argumentación que utilizó en 
1949 el Tribunal Internacional de Justicia, cabe concluir que concurren los sufi­
cientes indicios como para poder concluir que la UE es una organización interna­
cional con una (implícita) personalidad jurídica propia. Y, en modo alguno, empe­
ce esta afirmación el hecho de que las Comunidades Europeas cuenten, por su 
lado, con su propia personalidad jurídica. También el Banco Central Europeo (art. 
107.2 TCE, antiguo art. 106.2) o el Banco Europeo de Inversiones (art. 266 TCE, 
antiguo art. 198D) gozan de personalidad jurídica propia indiscutida y se insertan 
dentro de la CE sin que nadie ponga en tela de juicio la personalidad jurídica de 
ésta. 

Con todo, en aras a la transparencia y a la seguridad jurídica, resultaría reco­
mendable que en futuras reformas se optara definitivamente por la clara definición 
de una Unión Europea que, al estilo de lo previsto en el artículo 6 del fallido Pro­
yecto Spinelli de Constitución 45 o del propio proyecto de artículo A TUE presen­
tado por la presidencia neerlandesa a la CIG'96, sucediera a las tres Comunidades 
Europeas como sujeto de Derecho Internacional con un reconocimiento explícito de 
su personalidad jurídica internacional única y de su plena capacidad tanto en el pla­
no interno como en el externo. 

2. El Parlamento Europeo: el gran beneficiado de la reforma 

2.1. Aspectos organizativos: composición, sedes y procedimiento electoral 

Tres eran las demandas básicas que se planteaban a la CIG: adaptar el número 
máximo de diputados a una cifra que no lo convirtiera en inoperativo tras la am­
pliación, solucionar la recurrente cuestión de la diáspora de sus sedes y solventar la 
espinosa cuestión del procedimiento electoral uniforn1e 46

. 

41 Hemos utilizado en esta definición la que aporta SOBRINO HEREDIA para definir una organización in­
ternacional, vid. J. M. S0BR[N0 HEREDIA, «Las organizaciones internacionales: generalidades», en M. DíEZ DE 
VELASC0 VALLEJO. Las organi2aciones internacionales, Tecnos, 9.ª ed .. Madrid, 1995, pp. 31-49 (p. 37). 

41 Llegados a este extremo quizá convenga recordar la crítica que QuADRl recogía en 1964 en contestación 
a aquel sector doctrinal que exigía expresamente el requisito del reconocimiento de una personalidad jurídi­
ca expresa a las organizaciones internacionales (R. QuADRr, en Recueil des Cours de /'Académie de Droit In-
1ernational 1964. pp. 372 y ss. ). 

44 A. REMIRO BR0TÓNS. loe. cit. («Consideraciones ... »). p. 8. 
45 DOCE C 77 de 19.3.1984. p. 87. Un comentario de este precepto se encuentra en F. CAP0TORTr/M. 

HILF/J. P. JACQUÉ, «Le traité d'Union européenne. Commentaire clu projet adopté par le Parlement européen 
le 14 février 1984». ULB, Bruselas. 1985. También disponible en inglés (The European Union Treaty ... , Ox­
ford, 1986) y en alemán (Der Vcrlrag :ur Gründung der Europdischen Un ion. Baclen-Baden. 1986). 

46 Resolución de 17.5.1995 sobre el funcionamiento del TUE en la perspectiva ele la CIG ele 1996-Rea­
lización y desanollo ele la Unión. cil.: Resolución de 13,3. l 996 que recoge el dictamen del PE sobre la con­
vocatoria ele la CIG y la evolución ele los trabajos del grupo ele reflexión y la definición ele las prioridades po­
líticas del PE con vistas a la CIG. cil. 
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Así, el Tratado de Amsterdam, siguiendo la propuesta realizada por el propio 
Parlamento de cara a la adhesión de nuevos Estados miembros 47

, ha establecido que 
su número de miembros no excederá de setecientos (art. 189 TCE, antiguo art. 137), 
cifra que resulta aceptable 48 y mantendrá la funcionalidad y eficacia del PE futuro 49• 

La determinación, por contra, de los criterios para el reparto futuro de esos escaños 
por Estados se deja abierta al desarrollo futuro, estableciéndose, de manera excesi­
vamente genérica e inconcreta, como único límite el «garantizar una representación 
adecuada de los pueblos de los Estados reunidos en la Comunidad» (art. 190.2 TCE, 
antiguo art. 138.2). Parece obvio que, llegado el momento, habrá de disminuir el nú­
mero total de diputados de los actuales Estados miembros para «hacer hueco» a los 
nuevos procedentes de los países del Este. No obstante, la concreción de lo que haya 
de entenderse por «adecuada» se difiere, pues, al momento de la negociación de las 
futuras adhesiones sin que forzosamente signifique que haya que fijar el reparto 
conforme a los lógicos criterios objetivos derivados del diferente peso de la pobla­
ción en unos y otros Estados. Más bien podría estar pensándose, como apunta 
Mangas Martín, en introducir «la distorsionadora idea de la igualdad soberana 
para garantizar el número de eurodiputados en los Estados medios y pequeños que 
tengan en cuenta el fraccionamiento de las fuerzas políticas a fin de que las diversas 
ideologías políticas estén representadas» 50, lo que lógicamente supondría, en la mis­
ma línea que veremos más adelante al tratar el voto ponderado en el Consejo, más 
privilegios para los Estados medios y pequeños. 

Respecto a las sedes, se mantiene en un protocolo 51 el dispendio de una ab­
surda diáspora en la que la Secretaría General y los servicios se sitúan en Lu­
xemburgo, donde no se reúne nunca ni el Pleno ni las Comisiones, las Comisiones 
lo hacen en Bruselas, donde no encuentran el apoyo cercano de sus servicios y Se­
cretaría, y las sesiones del pleno en Estrasburgo, pero con algunas sesiones en 
Bruselas. Todo ello con todo el «trajín» de personal y material -por no hacer 
mención al despilfarro económico----- que acarrea. El citado protocolo se limita, por 
tanto, a confirmar la anquilosada Decisión de 8 de abril de 1965 52 sin lograr su­
perar el atrincheramiento de algún Estado. En definitiva, irracional desde la pers­
pectiva de la «eficacia» e hipócrita frente a otras medidas ahorradoras para frenar 
el gasto, al parecer sólo de la Comisión o de los fondos destinados a los Estados 
miembros. 

47 Resolución del PE de 17.5.1995 sobre el funcionamiento del TUE en la perspectiva de la CIG de 1996-
Realización y desarrollo de la Unión, cit., apdo. 23. 

48 Recuérdese que ni los Parlamentos de los Estados federales ni los de los Estados con mayor población 
suelen superar la cifra de seiscientos diputados. Así el Congreso de los Diputados español tiene 350 diputa­
dos, el Bundestag alemán --el más abultado de los existentes en los Estados miembros de la UE- tiene 662, 
la House o{Representatives de los Estados Unidos de América, 435, la House o{ Representatives australiana, 
148, la Cámara dos Deputados brasileña. 503. 

49 La doctrina más solvente situaba en 600 la cifra ideal y en 700 el umbral a partir del que se convertiría 
en una carga financiera sin contrapartida de utilidad política, ,·id., MANGAS MARTÍN, A., loe. cit. ( «La Con­
ferencia Intergubemamental: el ser o no ser. .. »), pp. 273-274. 

50 A. MANGAS MARTÍN, «La refom1a institucional en el Tratado de Amsterclam», Revista de Derecho Co­
munitario Europeo 1998, pp. 7-40 (p. 10). 

51 Protocolo núm. 12 anejo al TUE y a los Tratados constitutivos de la CE, CECA y CEEA sobre fijación 
de las sedes de las instituciones y de detenninados organismos y servicios de las Comunidades Europeas y 
EUROPOL 

" Decisión 67 /446/CEEE y 67 /30/Euratom de los representantes de los gobiernos de los Estados miem­
bros relativas a la instalación provisional ele detenninadas instituciones y de determinados servicios ele la Co­
munidad, ]OC En.'' 152 de 13.7.1967, pp. l8-20. 
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En relación con el procedimiento electoral, el Tratado encomendaba al Parla­
mento Europeo la tarea de elaborar un proyecto encaminado a hacer posible su elec­
ción por sufragio universal directo, conforme a un procedimiento "uniforme en todos 
los Estados miembros. Pero a la vista de la imposibilidad de salvar las divergencias 
existentes entre los Estados -básicamente la negativa del Reino Unido a renunciar 
a su peculiar sistema electoral mayoritario-, el Tratado de Amsterdam, en sintonía 
con la concepción manifestada en el informe Gucht del PE 53 , ha incluido la posi­
bilidad de elaborar el citado proyecto «de acuerdo con principios comunes a todos 
los Estados miembros» (art. 190.4 TCE, antiguo art. 138.4). Qué ha de entenderse 
por tales principios no se concreta. No obstante, podría parecer lógico que, además 
del sistema de escrutinio, englobara también la circunscripción electoral sobre 
base regional y no estatal, al menos en aquellos Estados con regiones con compe­
tencias legislativas propias 54

• 

Por otro lado, el Tratado de Amsterdam encomienda, con toda lógica, al Parla­
mento Europeo establecer el estatuto y las condiciones generales de ejercicio de las 
funciones de sus miembros. Lo somete, empero, al dictamen previo de la Comisión 
(preceptivo pero no vinculante), lo que puede resultar lógico, y a la aprobación por 
unanimidad del Consejo, lo que nos parece a todas luces desproporcionado. 

2.2. Los procedimientos legislativos 

La entrada en vigor del TUE trajo consigo un sistema de procedimientos deci­
sorios «innecesariamente complicado» en el que la participación del Parlamento Eu­
ropeo se había convertido en una «selva» 55 o «intrincado laberinto» 56 con una 
multiplicidad de procedimientos de participación ( consulta, concertación, coopera­
ción, codecisión, dictamen conforme, presupuestario) --con sus variantes según se 
exija unanimidad o la correspondiente mayoría- y con criterios arbitrarios a la hora 
de asignar uno u otro procedimiento a cada competencia comunitaria, basados úni­
camente en el consenso político logrado en cada caso por los Estados 57• Hasta tal 
punto era complejo que, como ya se ha señalado hasta la saciedad, una misma po­
lítica como la de Medio Ambiente preveía hasta tres procedimientos diferentes 
según fuese el acto a adoptar. 

Se imponía, así, a la CIG la necesidad de mejorar la democracia, la transparen­
cia y la eficacia en los complejos, variados y en ocasiones opacos procedimientos 
legislativos 58 : reducir el número de procedimientos a tres (codecisión, dictamen 

53 Doc. A3-152/91 de 29.5.1991. En este informe ya se consideraba que la noción de procedimiento elec­
toral uniforme recogida en el tratado permitía ser entendida como una «armonización de los elementos 
esenciales» y no como un auténtico código o ley electoral comunitaria. 

54 En este sentido se pronuncia la Asamblea de las Regiones de Europa, vid. art. 12.9 de la Declaración so­
bre el Regionalismo en Europa de 4.12.1996 («La ley electoral que rige las elecciones al Parlamento Europeo 
preverá la circunscripción regional en aquellos Estados que cuenten con estructuras políticas o administrati­
vas descentralizadas»); en el mismo sentido A. REMIRO BROTÓNS, loe. cit., «Consideraciones ... », p. 11. 

55 Este calificativo lo utiliza A. MANGAS MARTÍN, loe. cit., «La reforma institucional...», p. 13. 
56 Así lo considera N. NAVARRO BATISTA, «El sistema institucional en el Tratado de Amsterdam», Bole­

tín Europeo de la Universidad de La Rioja, 1998, suplemento n.º 2, pp. 17-30 (p. 18). 
57 Vid., por todos, J. DÍEZ-HOCHLEITNER, «La reforma institucional de las Comunidades Europeas acordada 

en Maastricht», Gaceta Jurídica de la CE y de la Competencia, 1992, D-18, pp. 9-96 (pp. 19-20). 
58 Además de los documentos preparatorios de la CIG'96 puede verse a propósito de las deficiencias y sus 

correspondientes propuestas de mejora la Resolución del PE de 7.4.1992 sobre los resultados de las Confe-
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consultivo y dictamen conforme), haciendo desaparecer la cooperación; ampliar el 
ámbito de utilización del procedimiento de codecisión a la par que se simplificase su 
complejidad actual; e incrementar la participación del Parlamento Europeo en los 
procedimientos en que aún sigue relegado a la mera consulta. El alcance de la re­
forma ha sido desigual, según los casos, pero en todo caso significativo. 

a) La (práctica) desaparición del procedimiento de cooperación 

El Tratado de Amsterdam no ha derogado formalmente el procedimiento de coo­
peración previsto en el artículo 252 TCE (antiguo art. 189C) pues, al existir con­
senso en «no tocar» nada de lo relativo a la UEM, pervive aún para la adopción del 
procedimiento de supervisión multilateral de las políticas económicas de los Estados 
miembros (art. 99.5 TCE, antiguo art. 103.5), la adopción de las definiciones ne­
cesarias para la aplicación de la prohibición de acceso privilegiado a las entidades 
financieras (art. 102.2 TCE, antiguo art. 104.2) y de la prohibición de descubiertos 
y otros compromisos (art. 103. 2 TCE, antiguo art. 104B.2), así como la adopción 
de medidas para armonizar los valores nominales y especificaciones técnicas de to­
das las monedas destinadas a la circulación (art. 106.2 TCE, antiguo art. 105.2). 

Todos los demás supuestos pasarán, sin embargo, a regirse por el procedimien­
to de codecisión. Con ello se «c9ndena a muerte» a un procedimiento que fue in­
troducido en 1987 por el Acta Unica Europea (AUE) con la intención de incre­
mentar la participación del Parlamanto Europeo en los procedimientos decisorios en 
pro de colmar el criticado déficit democrático existente con anterioridad y que ha 
cumplido con éxito una función de transición de la consulta a la codecisión, de la re­
legación absoluta del Parlamento en el procedimiento legislativo a su práctica 
equiparación con el Consejo como colegislador. El Tratado de Amsterdam retoma, 
así, la senda abierta por el AUE y completada por el TUE, en el camino hacia un 
poder legislativo simétricamente bicéfalo. 

b) La extensión y simplificación del procedimiento de codecisión 

El procedimiento de codecisión, introducido por el TUE, tomó el testigo que le 
entregaba el procedimiento de cooperación y elevó los poderes del Parlamento 
Europeo hasta «casi» equipararlos a los del Consejo. Pero el resultado fue, a juicio 
de reputada doctrina, un procedimiento «largo y atrabiliario, que no cohonesta[ba] 
con la necesidad de dotar de la máxima eficacia a las instituciones en el ejercicio de 
sus funciones» 59, un «chef-d'oeuvre de complexité» 60 «exponente de la estulticia 
euroburocrática» 61 • Desde la perspectiva de la transparencia y la eficacia se impo­
nía, por tanto, en la CIG su simplificación 62• Y desde la perspectiva del incremen-

rencias Intergubemamentales, DOCE C 125 de 18.5.1992, pp. 81-87; Resolución del PE de 17.11.1993 sobre 
la democracia, la transparencia y la subsidiariedad, DOCE C 329 de 6.12.1993, p. 132. 

59 De esta manera lo calificaba J. DíEz-HOCHLEITNER, loe. cit. ( «La reforma institucional...»), p. 24. 
60 La afirmación procede de Ph. MANIN, op. cit. (Les Communautés ... ), p. 239, apdo. 455. 
61 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit., «La reforma institucional...», p. 16. 
62 Vid in extenso sobre esta y otras cuestiones parejas C. REICH, «Le traité d' Amsterdam et le champ d' ap­

plication de la procédure de codécision», Revue du Marché Commun et del' Union Européenne, n.º 413, di­
ciembre 1997, pp. 665-669. 
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to de la democracia se imponía su extensión con criterios coherentes, máxime 
cuando el propio TUE preveía expresamente tal posiblidad sobre la base de un in­
forme que la Comisión debía presentar al Consejo a más tardar en 1996 (antiguo art. 
189B.8 TCE). A partir de este informe 63, cuyas propuestas de extensión de la co­
decisión se basaba en el criterio legislativo del acto a adoptar (basarse directa­
mente en el Tratado, tratarse de un acto obligatorio, determinar los elementos 
esenciales de la acción comunitaria en un ámbito determinado y ser su aplicación de 
alcance general), el PE emitió a finales de 1996 una Resolución que respaldaba el 
citado informe. Lo calificaba como «el único enfoque políticamente coherente», a la 
vez que hacía resaltar algunas imprecisiones ( elevado subjetivismo en algunos ca­
sos y generalidad en otros conceptos como el «alcance general»), determinadas la­
gunas (debería incluir los actos de naturaleza legislativa que actualmente dependen 
del tercer pilar) y restricciones injustificadas (por ej. en materia de ciudadanía, 
competencia, visados, UEM, redes transeuropeas, industria, investigación, TPI y lu­
cha contra el fraude) 64

• 

La CIG decidió ampliar el ámbito del procedimiento de codecisión a 23 nuevas 
materias. Ocho lo serán de nuevo cuño 65

, mientras el resto lo integran tanto las ma­
terias reguladas anteriormente por cooperación como otras sobre las que antes recaía 
la necesidad de dictamen conforme 66• El avance es, a nuestro juicio, más que rele­
vante. Las principales decisiones comunitarias se adoptarán, pues, mediante el 
procedimiento de codecisión, el más democrático de todos los existentes. No obs­
tante, subsisten algunas deficiencias: existen aún normas de marcado carácter le­
gislativo sobre las que no rige el procedimiento de codecisión, bien porque se siga 
manteniendo la consulta, lo que resulta escandaloso en supuestos tan sobresalientes 
como la revisión de los Tratados (art. 48 TUE, antiguo art. N) 67 o en la capital cláu-

63 Informe de la Comisión con arreglo al artículo 189B.8 TCE sobre el ámbito de aplicación de la code­
cisión, junio 1996, SEC (96)1225-C4-0464/96. 

64 Resolución de 14.11.1996 sobre el informe de la Comisión con arreglo al apartado 8 del artículo 
189B del Tratado de la CE sobre el ámbito de aplicación de la codecisión (Rapport Bourlanges y De Gio­
vanni), DOCE C 362 de 2.12.1996, pp. 267-270, especialmente p. 268, apdos. 2 (apreciación global) y 3 (im­
presiones). Sobre esta misma materia vid. también Resolución de 18.4.1991 sobre la naturaleza de los actos 
comunitarios, DOCE C 129 de 20.5.1991, p. 136; Resolución de 17.5.1995, cit. (Rapport Bourlanges y 
Martín), pp. 64-65, apdo. 30; Resolución de 13.3.1996, cit. (Rapport Dury y Maij-Weggen), p. 87, apdo. 21.6. 

65 Medidas de fomento del empleo (art. 129 TCE, antiguo art. 109R), medidas destinadas a fortalecer la 
cooperación aduanera (art. 135 TCE, antiguo art. 116), medidas para garantizar la aplicación del principio de 
igualdad de oportunidades e igualdad de trato para hombres y mujeres (art. 141.3 TCE, antiguo art. 119.3), 
medidas sobre salud pública (art. 152.4 TCE, antiguo art. 129.4), determinación de los límites y principios 
para el acceso a los documentos comunitarios (art. 255.2 TCE, antiguo art. 191A.2), medidas de prevención 
y lucha contra el fraude a los intereses financieros de la Comunidad (art. 280.3 TCE, antiguo art. 209A.3), la 
elaboración de estadísticas (art. 285.l TCE, antiguo art. 213A) y el establecimiento de un organismo de vi­
gilancia independiente (art. 286.2 TCE, antiguo art. 213B.2). 

66 El resto lo integran tanto las materias reguladas anteriormente por cooperación, como otras sobre las 
que antes recaía la necesidad de dictamen conforme, como era el caso de la ciudadanía (art. 18 TCE, antiguo 
8A), o el procedimiento de consulta, la seguridad social para los trajadores y sus derechohabientes (art. 42 
TCE, antiguo art. 51) y la coordinación de las disposiciones de los Estados miembros relativas al acceso y 
ejercicio de actividades no asalariadas (arts. 46.2 y 47.2 TCE, antiguos arts. 56.2 y 57.2). Asimismo, una vez 
superado un período transitorio de cinco años, el Consejo decidirá por unanimidad que también se rija por el 
procedimiento de codecisión todos o parte de los nuevos ámbitos sobre visados, asilo, inmigración y otras po­
líticas relacionadas con la libre circulación de personas (art. 67.1 TCE ex art. 730.1). Entre tanto, lo hará por 
unanimidad, a propuesta de la Comisión o a iniciativa de un Estado miembro, tras consultar al PE. 

67 Podría pensarse que la dimensión democrática se ve salvada con la posterior ratificación por los Esta­
dos miembros conforme a sus normas constitucionales internas, en el caso español mediante la Ley Orgánica 
prevista en el artículo 93 de la Constitución. Ciertamente, habría participación de los representantes de los ciu-



108 JOSÉ MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES 

sula de imprevisión (art. 308 TCE, antiguo art. 235), bien porque se exija el des­
proporcionado dictamen conforme 68• Y hay normas que se tramitan por el proce­
dimiento de codecisión sin tener carácter legislativo, como sería las decisiones de 
aplicación relativa al Fondo Social Europeo (art. 148 TCE antiguo art. 125), el es­
tablecimiento de orientaciones y otras medidas concernientes a las redes transeu­
ropeas (art. 156 TCE, antiguo art. 129D), las decisiones de aplicación relativas al 
FEDER (art. 162 TCE, antiguo art. 130E) o los mismos programas complementa­
rios y normas de ejecución del programa marco plurianual (art. 172 TCE antiguo 
art. 130). El avance resulta, así, tímido en la falta de reconducción de un mayor nú­
mero de supuestos hacia la codecisión, justificable «transitoriamente» en los su­
puestos de la UEM por el ya citado acuerdo de «no tocar nada» de ella, pero criti­
cable en el resto de supuestos netamente legislativos porque desvirtúa el sentido 
originario y natural de este peculiar procedimiento que únicamente permite al PE 
«aprobar» o «rechazar» en bloque la propuesta 69• 

En relación con la necesaria simplificación, la doctrina había reclamado, amén 
de aligerar su estridente y laberíntica redacción, tres reformas concretas: la radical 
eliminación de la necesidad de duplicar el pronunciamiento negativo del PE para 
poder rechazar la posición común del Consejo; la eliminación de la superflua tercera 
lectura en caso de no prosperar la conciliación; y clarificar el ámbito de debate del 
Comité de Conciliación para evitar que la representación del PE pudiese plantear 
--como ha ocurrido en alguna ocasión- demandas no respaldadas por el Pleno. 

El Tratado de Amsterdam no ha simplificado en absoluto la inútil complejidad 
del aún enrevesado precepto. Pero sí ha recogido las tres propuestas concretas de re­
forma. En la primera lectura se podrá aprobar el acto normativo si el PE no plantea 
ninguna enmienda o si, en el supuesto de hacerlo, el Consejo las acepta directa­
mente (art. 251.2 TCE, ex art. 189B.2). En la segunda lectura el PE podrá rechazar 
directamente la posición común del Consejo (ib.) y el Comité de Conciliación 
examinará la posición común del Consejo únicamente «sobre la base de las en­
miendas propuestas por el PE» (art. 251.4 in fine TCE, ex art. 189B.4). 

Además, en relación con los plazos (3 meses y 6 semanas) tanto el PE como el 
Consejo, separadamente, podrán ampliarlos (en 1 mes y 2 semanas respectiva­
mente) 70 sin necesidad de que exista el anterior mutuo acuerdo (art. 251.7 TCE, an­
tiguo art. 189B.7). No obstante, mediante una Declaración se «insta al PE, al Con­
sejo y a la Comisión a que se esfuercen al máximo para conseguir que el 
procedimiento de codecisión transcurra lo más rápidamente posible» de manera que 
el recurso a la ampliación de plazos prevista en el artículo 251.7 TCE «sólo debería 

dadanos de los Estados de la Unión democráticamente elegidos, pero en el nivel inadecuado. Si existe un PE 
democráticamente elegido y «compuesto por los representantes de los pueblos de los Estados reunidos en la 
Comunidad», lógico parece que sea él el que tenga ocasión de intervenir, como lo hacen las otras institucio­
nes comunitarias en su ámbito en la «fase comunitaria» del proceso de reforma. Defender lo contrario, además 
de un síntoma de desconfianza manifiesta ante el PE, es también confundir los ámbitos de actuación de cada 
cual. 

68 Vid. infra II, 2.2, e). 
69 Vid. in extenso, N. NAVARRO BATISTA, Parlamento Europeo y poder normativo en la Unión Europea, 

Ediciones Universidad de Salamanca, 2.ª ed., Salamanca 1997. 
70 Tres meses para el PE en primera lectura desde la comunicación de la posición común; tres meses para 

el Consejo en segunda lectura desde la recepción de las enmiendas del PE; seis semanas para la convocatoria 
del Comité de Conciliación desde la no aprobación de las enmiendas por el Consejo; seis semanas para la 
aprobación de un texto conjunto en conciliación; y seis semanas para la adopción del-acto en cuestión con­
forme al texto conjunto por el Consejo y el PE. 
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considerarse cuando fuera estrictamente necesario», fijándose como objetivo que el 
período real entre la segunda lectura del PE y el resultado del comité de Concilia­
ción «no debería ser superior a nueve meses en ningún caso» 71 • 

El avance es, por tanto, insuficiente desde la dimensión de la simplificación y 
eficiacia, pero sustancial en la vertiente democrática con una ya plena equiparación 
entre PE y Consejo como «colegisladores». Con todo, de un análisis más porme­
norizado, podría observarse, como hace Mangas Martín, aún un cierto desequilibrio 
velado en favor del Consejo en los diferentes juegos de mayoría exigidos. Al PE se 
le sigue exigiendo, en efecto, una mayoría absoluta de sus miembros --difícil de 
conseguir a la vista del elevado absentismo parlamentario- para rechazar o pro­
poner enmiendas a la posición común del Consejo (art. 251.2. by c ). Sin embargo, 
a la hora de buscar el respaldo del PE a un texto conjunto en el seno del Comité de 
Conciliación basta la mayoría simple de los representantes del PE. Lo propio ocurre 
con la mayoría necesaria en el PE para adoptar el acto aprobado por el Comité de 
Conciliación pues basta la-más fácil de conseguir- mayoría absoluta, no de los 
miembros sino de los votos emitidos. Frente a la inamovible mayoría cualificada del 
Consejo -sólo vota por la unanimidad en el supuesto de dictamen negativo de la 
Comisión a las enmiendas del PE- parece como si al PE se le quisiera favorecer la 
adopción de acuerdos que respalden la posición del Consejo y dificultar la adopción 
de acuerdos que se opongan o enmienden la postura del mismo 72• Y en cualquier 
caso el procedimiento sigue siendo excesivamente largo 73• 

e) El mantenimiento del dictamen conforme 

El AUE introdujo el procedimiento legislativo del dictamen conforme del PE, 
según el cual, bien por mayoría absoluta de los miembros (dictamen conforme re­
forzado), bien por mayoría de los votos emitidos (dictamen conforme no reforzado 
o light), según los casos, el PE autoriza la celebración de un Tratado internacional 74

, 

al estilo de lo que ocurre en nuestro Derecho interno con los artículos 93 y 94.1 de 
la Constitución. Regía, en aquel momento, para supuestos de adhesión de nuevos 
Estados a la Comunidad (el entonces art. 237 TCE) y la celebración de acuerdos de 
asociación con Estados terceros (art. 238 TCE). El TUE, por su parte, lo mantuvo 
para la adhesión de nuevos Estados como dictamen conforme reforzado ( art. O 
TUE) y lo amplió a otros supuestos 75 • 

71 Declaración adoptada por la Conferencia núm. 34 sobre el respeto de los plazos en el procedimiento de 
codecisión. 

72 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La Conferencia Intergubemamental: el ser»), p. 281. 
73 P. MANIN, op. cit. (Les Communautés ... ), p. 240, apdo. 455 in fine. 
74 Cfr. A. MANGAS MARTÍN/O. J. LIÑÁN NOGUERAS, Instituciones y Derecho de la Unión Europea, Ed. 

McGraw Hill, Madrid, 1996, pp. 190-191. 
75 Disposiciones para facilitar el derecho de ciudadanía a la libre circulación y residencia (art. 8A.2 TCE), 

creación del Fondo de cohesión y establecimiento de los principios básicos de los fondos estructurales (art. 
130D TCE), supervisión de las entidades financieras por el BCE (art. 105.6), en el procedimiento encamina­
do a modificar algunas disposiciones básicas de los Estatutos del SEBC (art. 106.5) y en la autorización de al­
gunos acuerdos internacionales por la Comunidad (art. 228 TCE), concretamente los de asociación (art. 
238) y aquellos que creen un marco institucional específico al organizar procedimientos de cooperación, 
acuerdos que tengan implicaciones presupuestarias importantes para la Comunidad y los acuerdos que im­
pliquen la modificación de un acto previamente aprobado por el procedimiento de codecisión (art. 228.3 
TCE), todos ellos con el carácter de dictamen conforme no reforzado, así como también para la aprobación del 
procedimiento electoral uniforme, en este caso como dictamen conforme reforzado (art. 138.4 TCE). 
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En la CIG la doctrina reclamaba una reconducción de la mayor parte de los su­
puestos anteriores a la codecisión 76 y el destierro del dictamen conforme a su «há­
bitat natural» de los acuerdos internacionales entendidos en su sentido más amplio, 
esto es, los previstos en el artículo 228.3 TCE, la adhesión de nuevos Estados (art. 
O TUE) y su extensión a la revisión de los Tratados (art. N TUE). El Tratado de 
Amsterdam, sin embargo, se ha limitado a eliminar el dictamen conforme, para 
transferirlo a la codecisión, en la adopción de medidas para facilitar el derecho de 
ciudadanía a la libre circulación y residencia (art. 18.2 TCE, antiguo art. 8A). Se 
mantiene en los restantes supuestos, se amplía al nuevo procedimiento de consta-· 
tación de una violación grave y persistente de los derechos fundamentales por un 
Estado miembro (art. 7.1 TUE, ex art. F.1) y, por contra, se sigue relegando al PE en 
el procedimiento de revisión a la mera--e insuficiente- consulta (art. 48 TUE, an­
tiguo art. N TUE). 

d) El mantenimiento de la falta de iniciativa legislativa 

Es ya tradicional que el PE aproveche la CIG o sus (fallidos) documentos de 
propuestas constitucionales para reclamar un derecho de iniciativa propio que lime 
el omnímodo monopolio de la Comisión 77• Como tradicional es también que los Es­
tados rechacen tal propuesta más allá de pequeños «brindis al sol» como el que rea­
lizó el TUE al regular el derecho de evocación (art. 192 TCE, antiguo art. 138B). 

En esta ocasión, sin embargo, el tema perdió fuelle y quedó silenciado por el PE 
-quizá dando de antemano por perdida la batalla o quizá porque el empeño no 
compensa en la práctica parlamentaria contemporánea-, si bien existieron posi­
ciones doctrinales y algún Estado que reclamaban con carácter general compartir la 
iniciativa legislativa con la Comisión o al menos en determinadas materias espe­
cialmente sensibles 78 • Como era previsible, el Tratado de Amsterdam no ha intro­
ducido ninguna novedad, lo que, a nuestro juicio, resulta hasta comprensible a la 
vista del peculiar equilibrio institucional del Tratado, particularmente, la posición de 
la otra institución colegisladora, y de la propia experiencia existente en los Estados, 
donde los proyectos de ley han reducido a la mínima expresión la existencia de pro­
puestas de ley 79

• 

2.3. Los poderes de control a la Comisión 

El control al ejecutivo, junto a las funciones legislativa y presupuestaria, es una 
de las atribuciones típicas de todo Parlamento. En la CE el control se ejerce ya fren­
te a la Comisión con una notable amplitud, especialmente desde el TUE: comisio­
nes de investigación (art. 138C TCE), moción de censura (art. 144 TCE) y votación 

16 Vid. supra, II, 2.2, b). 
77 Vid. art. Proyecto Spinelli; art. 32 Informe Herman. 
78 Un resumen de las diferentes características que podrían tener las posibilidades de iniciativas del PE 

(derecho de iniciativa legislativa general compartida con la Comisión, derecho de iniciativa subsidiario en caso 
de carencia de la Comisión o derecho de iniciativa en las materias de mayor incidencia política), se encuentra 
en A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La CIG: El ser o no ser de ... »), pp. 274-277. Con todo, la autora no mues­
tra excesiva pasión en su defensa y relativiza los efectos de la misma. 

19 Vid. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La reforma institucional...»), p. 12. 
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de confianza de la Comisión (art. 158.2), preguntas (orales, escritas y tumo de 
preguntas), informe general anual de la Comisión (art. 143 TCE) y sectoriales en 
materia social (art. 122 TCE), cohesión económica y social (art. 130B), ciudadanía 
(art. 8E TCE), agricultura y competencia. 

Con ocasión de la CIG se planteó, igualmente, desarrollar aún más el catálogo 
de poderes de control que ostenta el PE frente a la Comisión. Un sector doctrinal re­
clamaba, por una parte, el reforzamiento político en el nombramiento del presidente 
de la Comisión mediante su aprobación por el PE y, por otra parte, relativizar la res­
ponsabilidad política colegiada manteniendo la moción de censura (aunque por 
mayoría absoluta de los miembros del PE y no la doble mayoría de dos tercios de 
los votos emitidos que represente, a su vez, la mayoría de los miembros del Parla­
mento) e introduciendo la posibilidad de una «reprobación» parlamentaria indivi­
dualizada por mayoría absoluta 80. 

El Tratado de Amsterdam establece, respecto al nombramiento del presidente de 
la Comisión, la aprobación por el PE de la personalidad que los Gobiernos de los 
Estados miembros propongan de común acuerdo (art. 214.2 TCE, ex art. 158.2). Se 
institucionaliza jurídicamente el «respaldo informal» que prestaba el PE anterio­
mente 81

, lo que, sin duda, afianza el control político del PE sobre la Comisión y re­
fuerza el elemento democrático en el entramado institucional comunitario. A la vez 
que, a diferencia de las dudas que podía plantear el us,o parlamentario anterior, cla­
rifica las consecuencias jurídicas de la desaprobación parlamentaria: los gobiernos 
de los Estados miembros estarían jurídicamente obligados a designar otra persona. 
Nada se modifica, sin embargo, respecto de la responsabilidad política colegiada. A 
nuestro juicio, con buen criterio. La mayoría exigida para la moción de censura es 
ciertamente elevada, pero ello es lógico en un instrumento tan drástico como obligar 
a renunciar colectivamente a sus miembros. Si ha de concebirse como ultima ratio, 
también su mecanismo de actuación habrá de ser particularmente estricto. Sobre 
todo si se tiene en cuenta el riesgo de vacío y provisionalidad que podría acarrear el 
panorama de una moción de censura que resultase relativamente sencilla de alcan­
zar. Máxime si no se trata, como ocurre en los sistemas constitucionales español o 
alemán, de una moción constructiva. Y lo propio cabe decir de la posibilidad de re­
probación parlamentaria individualizada. La idea es ciertamente tentadora e indu­
dablemente democratizadora y dinámica. Incluso un acicate para la mejora y más 
efectiva actuación de los comisarios. Pero, a nuestro entender, tal posibilidad casa­
ría mal con el carácter colegiado de la institución de la que son miembros los co­
misarios y, por tanto, poco funcional. Cierto que se proponía que la «reprobación» 
no conllevase formalmente su cese 82• Pero parece evidente que no resultaría políti­
camente viable la permanencia en el cargo de un comisario formalmente «reproba­
do» por el PE tras un procedimiento ad hoc 83. Por otro, la experiencia de la moción 

80 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La CIG: El ser o no ser ... »), pp. 268-269. 
81 El Reglamento interno del PE (DOCE L 293 de 7.12.1995) preveía que una vez que los gobiernos de 

los Estados miembros hayan alcanzado un acuerdo sobre la designación de presidente de la Comisión el pre­
sidente del PE «invitará al candidato propuesto a realizar una declaración ante el PE» seguida de un debate 
(art. 32.1), tras el cual el PE «aprobará o rechazará la candidatura propuesta por mayoría de los votos emiti­
dos» (art. 32.2). Así se hizo el 21 de julio de 1994 se utilizó este procedimiento con el actual presidente de la 
Comisión, Jacques Santer. 

82 A. MANGAS MARTÍN, loc.cit. ( «El ser o no ser...»), p. 269. 
83 Agencia EUROPE de 8.1.199, pp. 2-3. Con independencia de los motivos (reales) de la petición de di­

misión, parece indudable la existencia de una velada «marea de fondo» subyacente a la saña que sufrieron esos 
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de censura planteada en enero de 1999, en la que se reclamaba la dimisión de dos de 
sus comisarios y que desencadenó en marzo del mismo año la dimisión en bloque 
tras la presentación del informe del «grupo de sabios», muestra a las claras los ries­
gos de instrumentalización política e inestabilidad que puede acarrear. Aparte de 
que la práctica constitucional comparada tampoco es rica en este tipo de ejemplos. 

2.4. La (no) participación en la comitología 

Es bien conocida la crítica masiva que ha sufrido el mecanismo diseñado por la 
controvertida Decisión de 13 de julio de 1987 84 para el control por los comités crea­
dos por el Consejo de las competencias de ejecución que tiene encomendadas la Co­
misión por atribución de aquél (art. 145 TCE). Pero aquí, al tratar la posición del 
PE, no viene a colación la cuestión por su absurda complejidad o por la descon­
fianza que trasluce el Consejo frente a la Comisión, sino porque en la ejecución por 
la Comisión de los actos adoptados conjuntamente por el Consejo y el PE median­
te el procedimiento de codecisión no encuentra anclaje en el Tratado la solución ha­
llada de facto en un modus vivendi de 1994 85 para evitar que el Parlamento queda­
se relegado 86• 

El Tratado de Amsterdam incluye, así, una Declaración a través de la cual la 
Conferencia invita a la Comisión a que, para finales de 1998 a más tardar, presente 
al Consejo una propuesta formal de modificación de la Decisión referida de 1987 87

• 

2.5. El impulso a la participación de los Parlamentos nacionales 

La participación de los Parlamentos nacionales en el proceso decisorio comu­
nitario se ha limitado hasta el momento a su facultad para autorizar o rechazar de 
plano la celebración de los Tratados constitutivos, sus reformas (art. 48 TUE, anti­
guo art. N), los Tratados de adhesión de nuevos miembros (art. 49 TUE, ex art. O), 
los denominados «convenios comunitarios» (art. 293 TCE, ex art. 220), los conve­
nios en materias de cooperación en asuntos de interior y justicia (antiguo art. 
K.3.2c TUE) o los convenios mixtos entre la Comunidad y sus Estados. Existe tam­
bién, en el marco del TCE, decisiones del Consejo que recomiendan su adopción a 
los Estados conforme a sus normas constitucionales tales como las disposiciones en­
caminadas a completar el estatuto de ciudadanía comunitaria (art. 22 in fine TCE, ex 
art. SE), la adopción de un procedimiento electoral uniforme al PE (art. 190.4 
TCE, ex art. 138.4) o la adopción del sistema de recursos propios (art. 269 TCE, an­
tiguo art. 201) y en los que en buena lógica la aprobación interna estatal corres­
ponderá a sus respectivos Parlamentos. 

comisarios, alguno de los cuales, por cierto, fueron posteriormente exonerados de responsabilidad en el in­
forme emitido por el «gupo de sabios» por encargo del PE. 

84 DOCE L 197 de 18.7.1987, pp. 33-35. 
85 Modus vivendi de 20.12.1994 entre el PE, el Consejo y la Comisión relativo a los medidas de ejecución 

de los actos adoptados según el procedimiento contemplado en el artículo 189B TCE, DOCE C 102 de 
4.4.1996, pp. 1-2. 

86 Vid. C. BLUMANN, «Le Parlement européen et la comitologie: une complication pour la CIG de 1996», 
Revue Trimestrielle de Droit Européen 1996, p. 17. 

87 Declaración adoptada por la Conferencia núm. 31 relativa a la Decisión del Consejo de 13 de julio de 
1987. 
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Más allá de esta participación, derivada de la exigencia de ratificación del Tra­
tado o de la adopción de decisiones en materias sobre las que no existe competencia 
suficiente, los Parlamentos nacionales se encuentran totalmente relegados del pro­
ceso comunitario de toma de decisiones, sumiéndoles en una situación de frustra­
ción 88

• De ahí que en la doctrina surgieran propuestas de crear un sistema parla­
mentario europeo basado en un papel creciente de los Parlamentos nacionales en 
colaboración con el PE 89 y que ya en Maastricht se considerase la conveniencia de 
fomentar, dentro de lo que se ha dado en denominar por la doctrina la «función in­
teractiva» del PE 90, una mayor participación de los Parlamentos nacionales en las 
actividades de la UE, especialmente en la intensificación de los contactos y del in­
tercambio de información con el PE 91 • La CIG'96, al erigir en básico el objetivo de 
reforzar la legitimidad democrática de la Unión, reasume esta tarea al son marcado 
por la delegación francesa 92

• 

Sin embargo, el avance que trae consigo el Tratado de Amsterdam se limita a un 
modesto protocolo que recoge la obligación de comunicar puntualmente los docu­
mentos de consulta de la Comisión (libros blancos, libros verdes y comunicaciones) 
y sus propuestas legislativas, dejando transcurrir al menos un plazo de seis semanas 
entre la fecha de transmisión de la propuesta al PE y al Consejo y la inclusión de di­
cha propuesta en el orden del día del Consejo 93 • La elevación formal del instru­
mento regulador ( de declaración al Acta Final del TUE en Maastricht a protocolo 
con el Tratado de Amsterdam) permite pensar, al hilo de su regulación, en la posi­
bilidad de un recurso por omisión en supuestos de incumplimiento de esta obliga­
ción de comunicación 94 • La modestia de la obligación (mera comunicación), la in­
determinación de la excepción posible ( «salvo por motivos de urgencia») y la 
obviedad del plazo (raramente transcurren en la práctica menos de esas seis sema­
nas entre la propuesta de la Comisión y su discusión por el Consejo) convierten, 
empero, en tímido el avance. 

Por otro lado, el mismo protocolo «oficializa» la Conferencia de Órganos Es­
pecializados en Asuntos Europeos (COSAC), creada en París en noviembre de 
1989 y compuesta por representantes de los órganos especializados de los Parla­
mentos nacionales, asignándole la facultad de poder tratar y dirigir a las institucio­
nes de la UE cualquier contribución que juzgue conveniente, si bien, obviamente, 
son de carácter informal y no vinculan ni prejuzgan en absoluto la posición de los 
Parlamentos respectivos 95

• 

88 Sobre esta cuestión, vid. M. TEL6, «Démocratie intemationale et démocratie supranationale en Europe», 
en AAVV, Démocratie et construction européenne, ULB, Bruselas, 1995, pp. 1-70, p. 31. 

89 Como postura tendente a favorecer la activación de los poderes parlamentarios nacionales y regio­
nales, vid. J. M. FERRY, «Souveranité et représentation», en AAVV, op. cit. (Démocratie et construc­
tion ... ), pp. 91-98. 

90 J. V. LOUIS, «Algunas reflexiones sobre la reforma de 1996», Revista de Instituciones Europeas 
1/1995, pp. 9-42, p. 14, nota 13. 

91 Declaraciones 13 y 14 al Acta final del TUE relativas al cometido de los Parlamentos nacionales de la 
UE y a la Conferencia de los Parlamentos. 

92 Cfr. M. C. BONAMOUR, «Les relations parlement européen et parlements nationaux a la veille de la Con­
férence intergouvemementale de 1996», Revue du marché commun et del' Union européenne, 1995, núm. 
393, pp. 637-646; M. WESTLAKE, «The European Parliament, the National Parliaments and the 1996 Inter­
govemmental Conference», Political Quarterly 1/1995, pp. 59-73; 

93 Protocolo núm. 13 anejo al TUE y a los Tratados constitutivos de las Comunidades Europeas sobre el 
cometido de los Parlamentos nacionales en la UE. 

94 Vid. C. BLUMANN, loe. cit. («Aspects institutionnels ... »), p. 740. 
95 Protocolo núm. 13, loe. cit., puntos 4 a 7. 
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Con todo, a nuestro entender, la cuestión de fondo no puede ser, en modo al­
guno, la conveniencia de crear en el ya suficientemente enmarañado paisaje insti­
tucional comunitario un nuevo órgano que al estilo del Senado europeo propuesto 
por Francia representara en el entramado comunitario a los Parlamentos nacionales. 
Ni, mucho menos, concretar en los Tratados mecanismos de control parlamentario 
interno a sus gobiernos por su actuación comunitaria, pues es una cuestión que ata­
ñe única y exclusivamente a la organización y prácticas constitucionales de cada Es­
tado: 

Se trata, más bien, de evitar que los gobiernos nacionales ejerzan en el seno del 
Consejo -la institución con un verdadero déficit democrático- competencias le­
gislativas que no poseen en sus respectivos Estados; de evitar que «hurten» a sus 
Parlamentos nacionales competencias que no asume correlativamente el PE 96 y re­
forzar a la vez el ius standi del PE ante el TJCE no sólo en los recursos de anulación 
y omisión, sino también v.gr. en la posibilidad de petición de dictamen consultivo al 
TJCE sobre la compatibilidad de cualquier acuerdo internacional previsto en el Tra­
tado (art. 300.6 TCE, antiguo art. 228.6). La democracia parlamentaria de la Unión 
quedaría plenamente salvada con simples mecanismos eficaces y transparentes de 
información a los Parlamentos nacionales siempre que el PE, a la sazón elegido por 
sufragio universal directo, recuperase -al menos en plena equiparación legislativa 
con el Consejo- las competencias que pierden aquéllos, siempre que el PE dispu­
siera de un mayor poder de control político y judicial sobre el Consejo y éste re­
presentara a la población en su ponderación de voto de manera más democrática y 
proporcional a la actual. Avanzar en otra vía equivale, a nuestro juicio, a debilitar 
-cuando no a poner en duda- la posición del PE y del propio proceso de inte­
gración. 

3. El Consejo: en torno al mantenimiento 
de su statu quo intergubernamental 

3.1. Aspectos organizativos y de funcionamiento: 
el COREPER y su Secretario General 

Una primera modificación, aunque de carácter menor, es la que, en la línea de 
reforzar la posición del COREPER en su función de preparar las reuniones del Con­
sejo, le permite adoptar decisiones de procedimiento en aquellos casos que se esta­
blezcan en su reglamento interno (art. 207.1 TCE, ex art. 151.1). Por tanto, se le per­
mite de iure la adopción formal de unos acuerdos que de facto venían ya siendo 
ejercidos 97

• 

Por otro lado, en relación con las variadas propuestas sobre la presidencia en­
caminadas, v.gr., a lograr una presidencia electiva de duración mayor o la disocia­
ción entre la presidencia de la Unión y la de las instituciones poco ha avanzado el 
Tratado de Amsterdam. Se reviste al Secretario General del Consejo, nombrado por 
unanimidad por el mismo Consejo, como Alto Representante de la PESC (art. 
207.2 TCE y art.18.3 TUE) cuya función será la de asistir al Consejo en cuestiones 

96 Vid. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La Conferencia Intergubemamental: el ser ... »), p. 284. 
97 Cfr. actual art. 19 del Reglamento interno del Consejo, Decisión del Consejo de 6.12.1993, DOCE L 

304 de 10.12.1993, pp. 1-7. 
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propias del ámbito de la PESC, en particular contribuyendo a la formulación, pre­
paración y puesta en práctica de las decisiones políticas y, cuando proceda, en 
nombre del Consejo y a petición de la Presidencia, dirigiendo el diálogo político con 
terceros (art. 26 TUE). Para apoyarle en las tareas propias de la Secretaría 98 se pre­
vé en el Tratado de Amsterdam el nombramiento por el Consejo, también por una­
nimidad, de un Secretario General adjunto responsable de la gestión de la Secreta­
ría General. Con ello, además de una previsible división del trabajo entre la 
actividad comunitaria ordinaria y la propia de la PESC, parece adivinarse el deseo 
de mejorar la coordinación d~l Consejo en los ámbitos de las Comunidades y de la 
PESC 99 • 

Por último, en relación con la troika, desaparece de su formación el Estado que 
ocupó la última presidencia para pasar a estar formada por la Presidencia, que se­
guirá asumiendo la representación de la Unión, y la asistencia del Alto Represen­
tante de la PESC, la Comisión y, en sus caso, el representante del Estado miembro 
que vaya a desempeñar la siguiente presidencia (art. 18 TUE). 

No se han abordado, sin embargo, otras cuestiones de no menor calado de cara 
a la futura ampliación como la de la rotación de la presidencia y la búsqueda de me­
canismos eficaces que garanticen una mejor continuidad y coordinación de los 
trabajos y líneas de actuación del Consejo bajo las diferentes presidencias. Es lógi­
co que cada Estado imprima su personal impronta al período de su presidencia, pero 
no parece aceptable que el destino del funcionamiento semestral de buena parte de 
la actividad pueda depender del particular talante de cada una de ellas. 

3.2. La ponderación del voto: el verdadero déficit democrático 

Respecto a las reformas que se debían hacer en el entorno del Consejo existía 
consenso generalizado en la necesidad de eliminar -o al menos atemperar- el 
verdadero déficit democrático que supone la actual ponderación de votos para al­
canzar el umbral de la mayoría cualificada 100

. Por poner el típico ejemplo de libro: 
mientras un voto de los diez que corresponden a Alemania en el Consejo está res­
paldado por 8 millones de habitantes, un mismo voto de esa institución en manos de 
Luxemburgo representa apenas a 200.000 habitantes. El equilibrio inicial de una Eu­
ropa de seis Estados miembros ha degenerado con la aplicación mecánica de unos 
criterios pensados para un equilibrio entre tres Estados grandes (Alemania, Francia, 
Italia) y tres Estados pequeños (Bélgica, Luxemburgo y Países Bajos) a los actuales 
15 Estados miembros en un predominio de los Estados pequeños y medianos sobre 
los grandes y, lo que es más grave, con un desprecio absoluto a las más elementales 
reglas de representación de la población 101

• 

98 Cfr. art. 21 del Reglamento interno del Consejo. 
99 N. NAVARRO BATISTA, loe. cit. ( «El sistema institucional...»), p. 25. 
100 A. MANGAS MARTÍN: «Democracia y eficacia en la UE ampliada: el restablecimiento de los equilibrios 

globales en el sistema de votaciones en el Consejo», Gaceta Jurídica de la CE, B-112, abril 1996, pp. 7 ss. 
101 Mientras un voto de Luxemburgo representa a 211.850 habitantes, el de Alemania representa a 

8.206.020 habitantes. Entre estos extremos, ordenados de mayor a menor distorsión en la representatividad, se 
encuentran el Reino Unido (un voto representa a 5.908.360), Francia (5.872.260), Italia (5.756.280), España 
(4.918.488), Países Bajos (3.130.020), Suecia (2.211.900); Grecia (2.101.520), Bélgica (2.038.460), Austria 
(2.018.750), Portugal (l.991.460), Dinamarca (1.764.967), Finlandia (1.715.767), Irlanda (1.230.967). 
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El Tratado de Amsterdam, de manera vergonzante, se ha limitado a incluir un 
protocolo que, admitiendo la existencia de un serio problema, lo posterga para una 
futura reforma, lo que equivale a mantener el Compromiso de Ioaninna hasta que 
«al menos un año antes de que el número de Estados miembros de la UE exceda 
de veinte, se convocará una conferencia de representantes de los gobiernos de los 
Estados miembros con el fin de efectuar una revisión global de las disposiciones 
de los Tratados sobre la composición y el funcionamiento de las instituciones» 102

• 

Se anticipa, en esta misma línea, que la reforma futura podría optar entre las dos 
posibilidades que ya se plantearon ante la CIG, bien «mediante una nueva ponde­
ración de los votos o bien mediante una doble mayoría, teniendo en cuenta todos 
los aspectos pertinentes, en especial la compensación a aquellos Estados miembros 
que renuncien a la posibilidad de designar un segundo miembro de la Comi­
sión» 103

• 

Pese a la acuciante necesidad de reforma y pese a la existencia de propuestas 
bien trabadas para articular el nuevo sistema de mayorías 104, la actitud apática y ne­
gligente del Tratado de Amsterdad lo hace ya, sin más, merecedor de la más seve­
ra de las reprobaciones. 

3.3. La (insuficiente) extensión de los supuestos de decisión 
por mayoría cualificada 

No conviene olvidar que, pese a que la forma de votación por mayoría -sea 
simple o cualificada- se prevé desde los orígenes en los Tratados como la fórmu­
la general (art. 148 TCE, art. 28 TCECA y art. 118 TCEEA), la «excepcional» pre­
visión de la unanimidad en múltiples supuestos ha sido durante buen tiempo la ver­
dadera regla general. Desde el Tratado de Roma hasta Amsterdam cada reforma ha 
significado una dura pugna por ir erosionando la roca de la unanimidad y abrir el 
sistema de la mayoría cualificada con ponderación de votos (62 votos sobre 87 lo 
que equivale al 71,7 % de los votos) 105 --el sistema de mayoría simple es pura­
mente testimonial 106

-, si bien buena prueba de la afectación de intereses de los Es­
tados y la resistencia de éstos al trasvase de supuestos de la unanimidad a la mayo­
ría cualificada son el Compromiso de Luxemburgo o el más reciente, aunque no 
menos controvertido, Compromiso de Ioaninna. O incluso la propia reforma de 
Amsterdam. 

102 Protocolo núm. 11 sobre las instituciones en la perspectiva de la ampliación de la UE, art. 2. 
103 lb., art. l. 
104 Vid. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («Democracia y eficacia ... ); C. DEUBNER/J. JANNING, «Zur Reform 

des Abstimmungsverfahrens im Rat der Europaischen Union: Überlegungen und Modellrechnungen», Inte­
gration 3/1996, pp. 146-158. 

105 Es sabido que en aquellos supuestos -los menos- en los que el Consejo decide por mayoría cuali­
ficada sin que medie la ordinaria propuesta de la Comisión esos 62 votos han de representar la votación fa­
vorable de al menos 10 Estados miembros. En el resto de supuestos, es irrelevante el número de Estados a que 
represente. Bien entendido que si el Consejo decide modificar la propuesta de la Comisión requerirá la una­
nimidad (art. 189A TCE). Se observará, pues, la alargada sombra que proyecta la Comisión sobre las deci­
siones del Consejo una vez presentada una propuesta que, por añadidura, puede modificar en cualquier mo­
mento en tanto no se haya pronunciado el Consejo. 

106 En el marco del TCE se prevé tan sólo para la aprobación del reglamento interno del Consejo (art. 
151.3), la petición a la Comisión que realice estudios y que le someta las propuestas pertinentes (art. 152), el 
establecimiento de los estatutos de los comités previstos en los tratados (art. 153) y el establecimiento de las 
condiciones y los límites para que la comisión recabe informaciones y realice las comprobaGiones necesarias 
(art. 213 TCE). 
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Evidentemente cada vez es más difícil alcanzar la unanimidad a 15 y lo será aún 
más a 20 ó 27, por lo que las más elementales reglas de la eficacia en el deseo de 
evitar una creciente paralización en la toma de decisiones por interesados bloqueos 
individualizados -por no hacer mención a su mejor compatibilidad con el método 
de integración comunitaria frente al intergubemamental o de cooperación entre 
Estados- recomendaba una extensión generalizada de las decisiones por mayoría 
cualificada 107

• Era opinión generalizada la conveniencia de circunscribir la unani­
midad tan sólo a las decisiones comunitarias de carácter constitucional, esto es, bá­
sicamente la revisión de los tratados (art. N TUE), la adhesión de nuevos Estados 
miembros (art. O TUE), el sistema electoral uniforme (art. 138 TCE), la decisión 
sobre el sistema de recursos propios de la Comunidad (art. 201 TCE), la cláusula de 
imprevisión (art. 235 TCE) y acaso también algunas decisiones de los pilares ex­
tracomunitarios como las de carácter militar en el ámbito de la PESC o algunas 
otras especialmente sensibles de la CAJI en materia penal 108 • Con todo y a pesar de 
que, salvo el Reino Unido, todos los Estados aceptaban en el inicio de la CIG con 
mayor o menor convencimiento lo razonable de una cierta limitación de la unani­
midad, la realidad es que, bien por la generalizada y contagiosa tozudez británica, 
bien por los intereses particulares de algunos Estados (v.gr. Luxemburgo en mate­
ria de fiscalidad, España en Medio Ambiente, Alemania en cultura y otros en ma­
teria social o de investigación), bien por la vinculación indisoluble del tema con la 
resolución del «déficil democrático» que provoca en el seno del Consejo la actual 
ponderación de votos, los resultados han sido más bien pobres. 

Tan sólo cuatro de las 22 materias que anteriormente requerían la unanimidad 
han pasado con el Tratado de Amsterdam a regirse por la mayoría cualificada: la 
aprobación de directivas para la coordinación de las disposiciones nacionales en ma­
teria de derecho de establecimiento (art. 46.2 TCE, antiguo art. 56.2), la aprobación 
del programa marco plurianual de I+D (art. 166.1 TCE, antiguo art. 1301.1), la 
adopción de disposiciones para la creación de empresas comunes u otras estructuras 
necesarias para la correcta ejecución de los programas de investigación y desarrollo 
teconológico (art. 172 TCE, antiguo art. 1300) y la fijación de las condiciones de 
aplicación del Tratado a las regiones ultraperiféricas (art. 299.2 TCE, antiguo art. 
227.2). Igualmente casi una decena de las nuevas materias introducidas por el Tra­
tado de Amsterdarn se regirán por mayoría cualificada 109• 

to7 Resulta esclarecedor y sintomático que hasta el propio Consejo, aunque fuese en «voz baja», se de­
cantase por esta posición en los prolegómenos de la CIG, Informe del Consejo sobre el funcionamiento del 
TUE, Bruselas, 1995, punto 19. Obviamente tanto el PE como la Comisión se pronunciaban explícitamente en 
favor de una extensión generalizada de la mayoría cualificada, Resolución del PE de. 13.3.1996 sobre la con­
vocatoria de la CIG, cit., punto 21; Informe de la Comisión para el Grupo de reflexión, cit., puntos 55 y 122. 

ws Vid. Dictamen de la Comisión, cit., punto 31. En la doctrina vid., por todos, F. F0NSECA MORILLO, «El 
Consejo», en M. ÜREJA AGUIRRE (dir.), El Tratado de Amsterdam: análisis y comentarios, McGraw Hill, Ma­
drid, 1998, pp. 452-482, especialmente pp. 461-462; A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La Conferencia Inter­
gubemamental: el ser ... »), p. 279. 

109 La decisión de suspender determinados derechos a los Estados que violen grave y persistentemente de­
rechos fundamentales (art. 7.2 TUE, ex art. F.1.2); las acciones comunes, posiciones comunes u otras deci­
siones basadas en una estrategia común o decisiones que apliquen una acción común o una posición común en 
el ámbito de la PESC (art. 23.2 TUE, ex art. J.13.2); la autorización para la realización de cooperaciones re­
forzadas en su marco horizontal (art. 40.2 TUE, ex art. K.12.2) o comunitario (art. 11.2 TCE, ex art. 5A.2); el 
establecimiento de orientaciones (art. 128.2 TCE, ex art. 109Q.2) y medidas de fomento del empleo (art. 129 
TCE, ex art. 109R); la adopción de medidas destinadas a favorecer la cooperación aduanera (art. 135 TCE, ex 
art. 116); las medidas para garantizar la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
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Ahora bien, además de mantenerse la unanimidad de forma desmesurada, en 57 
supuestos, entre los que, junto a las normas de carácter esencial (revisión, adhesión, 
cláusula de imprevisión y sistema de recursos propios), se siguen incluyendo ma­
terias de Derecho derivado como la ciudadanía, la fiscalidad, la política de trans­
portes, el régimen de ayudas públicas, la política comercial común, medio ambiente, 
cultura, acuerdos de asociación o armamento, el Tratado de Amsterdam ha previs­
to el mecanismo de unanimidad para algún supuesto de nuevo cuño. Tal es el caso 
del procedimiento de constatación de una violación grave y persistente de los de­
rechos fundamentales por un Estado (art. 7 TUE, ex art. F.1), las decisiones en ma­
teria de visados, asilo e inmigración (art. 67 TCE, ex art. 730) 110

, la extensión del 
ámbito de la política comercial común a los servicios y la propiedad intelectual (art. 
133.5 TCE, ex art. 113.5). 

El balance es, por tanto, decepcionante. Ciertamente buen número de las deci­
siones comunitarias se adoptan ya por mayoría cualificada, pero es excesivamente 
elevado el número de ámbitos que quedan «rehenes» de los intereses particulares 
-por muy relevantes que éstos sean y comprensibles las resistencias naciona­
les- de un único Estado. Máxime cuando puede tener un carácter tan escasamen­
te constitucional y a la vez tan estrechamente ligado al adecuado funcionamiento 
del mercado único como son, por ejemplo, la adopción de medidas para evitar la do­
ble fiscalidad de empresas existente aún en algún Estado miembro, las medidas para 
hacer desaparecer las distorsiones que aún plantea el régimen de los impuestos in­
directos o la fiscalidad del medio ambiente 111

• No menos distorsionador es, a nues­
tro juicio, mantener la exigencia de la unanimidad en materias que como la cultura 
se rige, sin embargo, por el procedimiento de codecisión, al que por definición pa­
rece consustancial la decisión en el Consejo por mayoría cualificada 112

• 

Es más, la propia «juridificación» en los Tratados de los mecanismos de coo­
peración reforzada existentes otrora fuera de ellos, incluso en el marco del propio 
TCE, es buen reconocimiento implícito de la creciente imposibilidad de adoptar 
acuerdos por unanimidad con el consiguiente riesgo de paralización a la par que 
ofrecer nuevas soluciones que permitan adoptar decisiones a 8 ó más Estados a los 
que posteriof11}ente «puedan» sumarse el resto. 

Y propuestas consecuentes para arrinconar la unanimidad sin poner en riesgo los 
intereses vitales de los Estados no faltan. Desde hace tiempo la doctrina más repu­
tada ha planteado propuestas razonables en las que determinadas decisiones espe­
cialmente sensibles y -hoy podría añadirse- sobre las que no cupiese en el futuro 
la cooperación reforzada podrían aplicarse determinadas mayorías supercualificadas 

(art. 141.3 TCE, ex art. 119.3); la determinación de los principios generales y los límites que regulen el acceso 
a los documentos comunitarios (art. 255.2 TCE, ex art. 191.A.2); la fijación de medidas de prevención y lucha 
contra el fraude a los intereses financieros de la Comunidad (art. 280.4 TCE, ex art. 209A); la elaboración de 
estadísticas (art. 285 TCE, ex art. 213A); la creación de un organismo independiente de vigilancia para la pro­
tección de los datos personales (art. 286 TCE, ex art. 213B); y la suspensión de determinados derechos deri­
vados de la aplicación del Tratado por violación grave y persistente de los derechos fundamentales en un Es­
tado miembro. 

11° Cierto que se limita a un período inicial de cinco años, tras el cual el Consejo por unanimidad podrá 
decidir que todo o parte de este ámbito se rija por la mayoría cualificada. 

111 Cfr. M. PETITE, «Le traité d'Amsterdam: ambition et réalisme», Revue du Marché Unique Européen 
3/1997, pp. 17-52, especialmente p. 44. 

112 Vid. J. MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, «La atribución de competencia en materia cultural (art. 128 
TCE)», Revista de Instituciones Europeas 1/1995, pp. 171-189, en especial pp. 177-178. 
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(por ej. 5/6 de los Estados) que representen a la vez a una elevada mayoría de lapo­
blación (por ej. 5/6 de la población) 113

• 

Con todo, a nuestro entender, la regla de la unanimidad debería tender a quedar 
totalmente relegada. Incluso en el ámbito especialmente sensible de la revisión 
constitucional de los Tratados debería ser residual y reservadas al estricto núcleo 
duro de normas constitucionales relativas a los principios y objetivos generales, la 
adhesión de nuevos Estados y la ampliación de las atribuciones expresas de com­
petencias comunitarias. Obviamente, ello precisaría una adecuada inserción del 
PE en el procedimiento de revisión, la fijación de elevadas mayorías supercualifi­
cadas que asegurasen el más amplio consenso posible en determinados ámbitos 
«sensibles» y, sobre todo, el convencimiento de «todos» los Estados miembros en el 
deseo de fortalecer un proceso de integración en el que el modelo de decisión por 
consenso de «mínimo común denominador» para el avance ha tocado techo y el 
riesgo de dilución derivado de la unanimidad es evidente. 

4. La Comisión: sobre la dialéctica intergubernamentalidad 
versus supranacionalidad 

La Comisión, con sus conocidas competencias de ser guardiana de los Trata­
dos, disponer de la iniciativa legislativa y tener encomendadas competencias de 
ejecución, es el más claro exponente supranacional del entramado institucional co­
munitario: sus miembros ejercen «sus funciones con absoluta independencia y en 
interés general de la Comunidad» (art. 213.2 TCE, antiguo art. 157.2). Sin em­
bargo, desde hace algún tiempo este elemento supranacional libra un pugna abier­
ta con el elemento intergubemamental de los Estados miembros -sobre todo, con 
algunos Estados claramente contrarios al, según ellos, omnímodo poder de la 
Comisión- representados en el Consejo. En ocasiones con batallas ganadas 
como el control estrecho de su competencia de ejecución -por delegación del 
Consejo-- a través de los comités, el mantenimiento de al menos un comisario por 
cada uno de los Estados miembros, el control político indirecto a través del man­
tenimiento de trabas a la intervención del PE en los nombramientos o la difumi­
nación del carácter colegiado por la falta de suficiente perfil político de su presi­
dente sobre los comisarios. Y en otras ocasiones con batallas en ciernes: intentos 
por limitar su «monopolio» de iniciativa legislativa, defendiendo la presentación 
de modificaciones a su propuesta o propugnando su fallecimiento si no es adop­
tada en un plazo determinado; diluir su estructura interna fraccionándola en 
«agencias» sectoriales y aligerando lo que sin excesivo rigor se denomina excesiva 
«eurocracia» 114; o delimitando al máximo los elementos reglados de su (amplio) 
margen de discrecionalidad en aspectos como su potestad sancionadora, de control 
en el cumplimiento de los Tratados y otras. 

Esta tensión entre el mantenimiento de su supranacionalidad y la penetración de 
aspectos integubemamentales ha estado también presente en la CIG'96 y, de hecho, 
sirve como catalizador para explicar la falta de resultados (totalmente) satisfactorios. 
Los temas centrales eran tres: la determinación del número máximo de miembros de 

113 Vid., en particular, A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («Democracia y eficacia ... »), pp. 8-10. 
114 Quizá sea útil recordar que el número total de funcionarios de la Comisión no supera las 17 .000 per­

sonas. 
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la Comisión para, tras futuras adhesiones, mantenerlo en unos límites mínima­
mente operativos dentro de una institución de carácter colegiado que desea actuar 
bajo parámetros de eficacia; reforzar la dimensión política de la Comisión con 
una ampliación del papel del PE en el nombramiento de su presidente y miembros; 
e idear mecanismos de mayor control sobre ella en cuestiones como su excesivo 
margen de discrecionalidad en el control del cumplimiento del Derecho Comuni­
tario. 

La resolución de la recurrente cuestión de la composición se ha diferido una 
vez más. En la misma línea del Tratado de Maastricht --en aquella ocasión, ante la 
perspectiva de ampliación de la UE a Austria, Finlandia, Suecia y Noruega, la 
Conferencia convino que los Estados miembros estudiarían la cuestión relativa al 
número de miembros de la Comisión «a más tardar a finales de 1992» 115

- ahora 
el casi imperceptible paso hacia adelante se concreta en que en la fecha de entrada 
en vigor de la primera ampliación «la Comisión comprenderá un nacional de 
cada uno de los Estados miembros»-. Triunfo parcial, por tanto, de la intergu­
bemamentalidad frente a la supranacionalidad. Y aun eso concatenado a la reso­
lución de su problema hermano, esto es condicionado a que antes de esa misma fe­
cha «se haya modificado la ponderación de votos en el Consejo de una manera 
aceptable para todos los Estados miembros» 116, «bien mediante una nueva pon­
deración de los votos o bien mediante una doble mayoría, teniendo en cuenta todos 
los aspectos pertinentes, en especial la compensación a aquellos Estados miembros 
que renuncien a la posibilidad de designar un segundo miembro de la Comisión». 
Y por añadidura el pretendido término a que se somete la toma de decisión defi­
nitiva se hace depender a su vez de otro hecho no menos etéreo como es la fecha 
de la próxima ampliación: la nueva conferencia que resuelva definitivamente este 
tema -aplazado en Maastricht y nuevamente aplazado en Amsterdam- se con­
vocará «al menos un año antes de que el número de Estados miembros de la 
Unión Europea exceda de veinte» 117

• Dicho de otro modo, se abre paso la inter­
gubemamentalidad de un miembro por cada Estado al estilo de la existente -ahí 
con plena lógica- en el Consejo frente a las propuestas más supranacionales de 
idear figuras conexas como la de «comisarios adjuntos» o mecanismos rotatorios 
al estilo de los existentes para los Abogados Generales 118

, más acordes con la con­
cepción subyacente y a las funciones atribuidas a esta institución de carácter co­
legiado; y se prima la provisionalidad frente a la eficacia, a la vez que la demo­
cratización de la ponderación de votos en el seno del Consejo es «comprada a 
plazos» por los Estados más perjudicados (los grandes) fijando el pago aplazado en 
la renuncia a su segundo comisario y la aceptación de mantener un comisario por 
cada Estado. Se vislumbra la bilateralidad del acuerdo entre Estados grandes y pe­
queños/medianos, mas no asoma el sinalagma de las prestaciones. Y mucho menos 
el término: si no hay acuerdo en la ponderación de voto del Consejo ni hay refor­
ma de la composición de la Comisión ni tampoco ampliación; y podría, al menos 
teóricamente, producirse una primera ampliación de cuatro o cinco Estados (por 

115 Así se expresaba la Declaración anexa al TUE relativa al número de miembros de la Comisión y el 
Parlamento. 

116 En estos términos se pronuncia el artículo 1 del Protocolo núm. 11 anejo al TUE y a los Tratados cons­
titutivos de la CE, CECA y CEEA. 

117 Ibídem, art. 2. 
118 Cfr. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La CIG: el ser o no ser. .. »), pp. 272-273; ib.: loe. cit. («.ta refor­

ma institucional...»), p. 30; P. MANIN, op. cit. (Les Communautés ... ), p. 177, apdo. 294 in fine. 
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ejemplo, Polonia, Hungría, República checa y Estonia) sin revisión global de las 
cuestiones institucionales e incluso, en ausencia del referido acuerdo, sobrepasar 
ya los 20 miembros 119• 

Más exitoso es el resultado en el intento de reforzar la dimensión política del PE 
apuntalando su papel de control. Como ya se ha indicado al tratar esta institu­
ción 120

, el PE habrá de aprobar la personalidad que los gobiernos de los Estados 
miembros propongan de común acuerdo para presidente de la Comisión (art. 214.2 
TCE, ex art. 158.2). Se refuerza, igualmente, el perfil político del presidente de la 
Comisión y con ello el carácter más coherente y eficaz de su funcionamiento inter­
no, al establecerse que los restantes comisarios serán designados por los Gobiernos 
de los Estados miembros de común acuerdo con el presidente anteriormente desig­
nado por esos mismos Gobiernos y aprobado por el PE (ib.), de lo que se deduce la 
facultad de la Comisión para rechazar candidatos propuestos por los Estados. Se 
atribuye, igualmente, al Presidente la función de orientar políticamente la acción de 
la Comisión (art. 219 TCE, ex 163). Es de esperar que con ello se destierre la per­
niciosa disonancia cacofónica en que se ha convertido en los últimos años por falta 
de batuta una orquesta en la que cada miembro actúa ya como «solista» con parti­
tura propia. 

En esta línea, no faltan ya propuestas -como la que en mayo de 1998 presentó 
Jacques Delors- de reforzar en la práctica aún más el perfil político del Presiden­
te de la Comisión -lo que es tanto como reforzar el papel de la propia institución­
haciendo que el candidato a Presidente encabezara ya las listas que presentasen los 
partidos políticos en las elecciones al PE 121

• Tal propuesta, unida al refuerzo de la 
figura del Presidente, encarna un abierto camino hacia una comisión «presidencia­
lista» claramente emparentada con un «gobierno comunitario» independiente de los 
Estados -más allá de la mera participación en su designación- y controlado en su 
investidura (votación de confianza), acción de gobierno (comisiones temporales de 
investigación, preguntas, informes generales y sectoriales ... ) y cese (moción de 
censura) por el PE. Bien podría, pues, pensarse de lege ferenda en un «gobierno co­
munitario» independiente designado conjuntamente entre las dos cámaras del sis­
tema parlamentario bicameral, Consejo (de representación territorial de los Estados) 
y PE (de representación democrática de los pueblos), y controlado políticamente por 
este último. La distancia, en realidad, no es grande y el avance democrático sería vi­
sible y ejemplificador para quienes aún critican con insistencia el «enorme» poder 
de la «eurocracia» comunitaria. 

Por último, en relación con el diseño de mecanismos que limen el poder de la 
Comisión en su elevado margen de discrecionalidad para el control del cumpli­
miento del Derecho Comunitario Europeo e incluso de su «monopolio» en la 

119 Cfr. P. MANIN, op. cit. (Les Communautés ... ), p. 177, apdo. 294. 
120 Vid. supra II.2.3. 
121 Agence EUROPE, Documents, de 27.5.1998, pp. 1-5. El objetivo de la propuesta es una llamada a «po­

litizar el debate europeo», reforzar la dimensión y legitimidad del presidente y ligar más directamente la elec­
ción del presidente de la Comisión al PE. La propuesta concreta consiste en que cada formación política eu­
ropea designaría un candidato a la presidencia de la Comisión y declararía que en caso de victoria, esto es si 
se constituye en grupo mayoritario en el seno del PE, acordarían conceder su voto (de confianza) a una Co­
misión presidida por ese candidato (p. 3, apdo. 5). Con este nuevo procedimiento, perfectamente compatible 
con el actual Derecho Comunitario a juicio de Jacques Delors, se podrían integrar una serie de piezas hasta 
ahora desconectadas: elección de candidato, campaña electoral de los partidos políticos, voto particular, de­
cisión del Consejo, confirmación del PE (p. 4, apdo. 14). 
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iniciativa legislativa no hay modificaciones sustanciales. Ciertamente existe un 
amplio margen de apreciación en la potestad de la Comisión para interponer un re­
curso de incumplimiento contra un Estado. Expresiones como <<podrá recurrir al 
Tribunal de Justicia» atenúa notablemente los elementos reglados derivados de su 
obligación de «velar» por la aplicación del Tratado (art. 211 TCE, antiguo art. 
155) y del aparente deber de persecución de toda violación del Derecho Comuni­
tario Europeo que se derivaría del mismo artículo 226 (antiguo art. 169) al prever 
que si la Comisión estimare que un Estado miembro há incumplido alguna de sus 
obligaciones «emitirá un dictamen motivado al respecto» 122

• Momento de actua­
ción, condiciones, consideración de determinados elementos de naturaleza políti­
ca o la imposibilidad de una aplicación mecánica queda, en efecto, en manos de la 
Comisión. Mas, aunque este plano de discrecionalidad jurídica, ciertamente cierra 
la posibilidad de un recurso de omisión (art. 230 TCE, antiguo art. 175), resulta di­
fícilmente imaginable un recurso contra la Comisión interpuesto por un particular 
por daños derivados por la inactividad de la Comisión (art. 288 TCE, antiguo art. 
215) 123 y relega la posición de los particulares (mero derecho de queja mediante 
denuncia), se compensa parcialmente con la responsabilidad política que adquie­
re frente al PE. 

Más preocupante es la espita que se abre en el hasta ahora monolítico derecho 
de iniciativa legislativa al empezar a compartirlo con los Estados en determinados 
supuestos del nuevo título sobre visados, asilo, inmigración y otras políticas rela­
cionadas con la libre circulación de las personas (arts. 61 a 69 TCE, ex arts. 731 a 
73Q), si bien únicamente durante un período transitorio inicial de cinco años. 
Transcurrido dicho tiempo el Consejo decidirá a propuesta de la Comisión, limi­
tándose ésta a «estudiar» cualquier petición que le haga un Estado miembro para 
que presente una propuesta al Consejo (art. 67 TCE, ex art. 730). 

5. El Tribunal de Justicia: a propósito de su supervivencia 
como Tribunal Constitucional comunitario 

5.1. Aspectos generales 

Nada ha adoptado el Tratado de Amsterdam respecto a las demandas de limitar 
su número de jueces para evitar que se convierta en un ente asambleario 124 --cier-

122 Actualmente ese deber genérico de actuación es aceptado por la doctrina con amplio consenso 
como derivación de la formulación «imperativa» del primer inciso del citado artículo. Como también se acep­
ta la existencia de un margen de discrecionalidad en la determinación del momento y condiciones de pre­
sentación; W. MucH, «La Commission, gardienne des traités», en AAVV, La Commission et l' élargissement 
del' Europe, Bruselas, 1974, pp. 85 ss. (p. 92); B. ÜRTLEPP, Das Vertragasverletzungsverfahren als Instru­
ment zur Sicherung der Legalitiit im Europiiischen Gemeinschaftsrecht, ed. Nomos, Baden-Baden, 1986, pp. 
75-76. En sentido contrario, vid. P. CAHIER, «Le recours en constatation de manquement des Etats membres 
devant la Cour de Justice des Communautés Européennes», Cahiers de Droit Européen, 1967, pp. 123 ss. 
(pp. 144-146). 

123 Con todo, desde una temprana jurisprudencia el Tribunal de Justicia no ha terminado de excluir to­
talmente esta posibilidad, vid. por ejemplo sentencia de 28.4.1971, as. 4/69 Lütticke!Comisión, Rec. 1971, pp. 
325 ss. (pp. 336-337, ftos. 5-8). 

124 Recuérdese que el número de jueces de los Tribunales constitucionales nacionales apenas supera en 
ninguna previsión constitucional nacional la docena. Así a título de ejemplo, Alemania: 16 (con dos senados 
independientes de ocho jueces); Austria 14 y seis suplentes (art. 147 de su Constitución); España: 12 (art. 159 
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to que el propio Tribunal ponía poco entusiasmo en la cuestión- , ni la ampliación 
de seis a nueve años del mandato (improrrogable) de jueces y abogados generales 
para garantizar su independencia 125

• Tampoco se han modificado los rígidos me­
canismos de los recursos de anulación y omisión para facilitar el acceso directo de 
los particulares al Tribunal. 

Por otro lado, la progresiva evolución del sistema jurisdiccional comunitario ha­
cia la conversión material del TJCE en una corte suprema y constitucional 126

. co­
munitaria, unido a las consecuencias que provocó la jurisprudencia F actortame y 
Francovich sobre la responsabilidad del Estado por incumplimiento del Derecho 
Comunitario, ha aflorado en los últimos tiempos una correosa reacción de algunos 
Estados que pretenden erosionar esas competencias judiciales de naturaleza cons­
titucional 127

• El Tratado de Amsterdam, pese a ciertas discusiones en el seno de la 
CIG, mantiene íntegramente su posición e incluso mejora las «omisiones olvidadi­
zas» de Maastricht -pero aseguradas vía jurisprudencia! 128

- al otorgarle también 
competencia expresa para el control judicial de los actos de las instituciones co­
munitarias por violación de derechos fundamentales (art. 46 d) TUE ex art. L d) en 
relación con el art. 6.2 TUE, ex art. F.2). Igualmente el Tratado de Amsterdam ex­
tiende su jurisdicción respecto a las nuevas disposiciones sobre cooperación refor­
zada (art. 46 c) TUE, ex art. L c) 129• 

Se detectan, empero, ciertas fisuras en el mismísimo pilar comunitario. 

5.2. Fisuras en el pilar comunitario 

En efecto, aunque con carácter general se acepta la jurisdicción del Tribunal de 
Justicia respecto a las nuevas disposiciones sobre visados, asilo, inmigración y 
otras políticas relacionadas con la libre circulación de personas (arts. 61 a 69 
TCE, ex arts. 731 a 73Q), se prevé en realidad un régimen particular para el plan­
teamiento de cuestiones prejudiciales sobre esta materia y la inclusión de un nue­
vo recurso ad hoc. 

Constitución de 1978); Francia: 9 y los antiguos presidentes de la República que son miembros vitalicios (arts. 
56 y 57 Constitución); Grecia: 11 y en deteminados conflictos participan también dos profesores numerarios 
de Derecho de una Facultad de Derecho del país por sorteo (art. 100.2 de la Constitución); Italia: 15 (art. 135 
de la Constitución); Portugal: 13 (art. 224 de la Constitución). 

125 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La Conferencia Intergubemamental: el ser. .. »), p. 272; ib., loe. cit. («La 
refo1ma institucional...»), pp. 32-33. 

126 Vid. J. L. DA CRUZ VILA\'.A, «L'évolution du systeme jurisdictionnel communautaire avant et apres 
Maastricht», en AA VV, Festschrift für Ulrich Everling, Nomos, Baden-Baden, 1995, vol. 1, pp. 181-
203, especialmente p. 127; J. MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, op. cit. (El sistema de competencias .. .), pp. 
97-101. 

127 Como competencias de carácter constitucional podrían considerarse al menos la cuestión prejudicial 
(art. 234 TCE, antiguo art. 177), el control previo de constitucionalidad comunitaria de los acuerdos interna­
cionales previstos por la comunidad (art. 300.6 TCE, antiguo art. 228.6) o el recurso de anulación por falta de 
competencia comunitaria como conflicto de competencia para la delimitación del campo competencia! de la 
CE frente a los Estados (art. 230 TCE, antiguo art. 173). 

128 Es bien conocida, como botón de muestra, la protección jurisdiccional que el TJCE ha prestado en ma­
teria de derechos fundamentales, a partir de la «guerra» declarada por los Tribunales Constitucionales alemán 
e italiano, por vía pretoriana, especialmente con la jurisprudencia mantenida en las sentencias del TJCE de 
12.11.1969, as. 29/69, Stauder, Rec. 1969, p. 425, fto. 7; sentencia de 17.12.1970, as.11nOinternationale Han­
delsgesellschaft y Rec. 1970, p. 1135, fto. 3; sentencia de 14.5.1974, as. 4/73 Nold., Rec. 1974, p. 508, fto. 13. 

129 Vid. infra II.2.2. 
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a) Peculiaridades de la cuestión prejudicial en materia de visados, 
asilo, inmigración y otras políticas relacionadas 
con la libertad de circulación de personas 

Respecto a la cuestión prejudicial en el ámbito comunitario del nuevo espacio de 
libertad, seguridad y justicia, dos son las restricciones que se introducen, una de ca­
rácter formal y otra material. Desde la perspectiva de la interposición, únicamente es 
planteable por órganos jurisdiccionales nacionales «cuyas decisiones no sean sus­
ceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno», quedando cerrada, por 
tanto, para el resto de órganos jurisdiccionales nacionales; y aún aquellos «si esti­
man necesaria una decisión al respecto para poder emitir su fallo» (art. 68.lTCE, ex 
art. 73P.l). Primafacie podría parecer deducirse de esa formulación un pretendido 
carácter potestativo velado 130• A nuestro juicio, si.'1 embargo, no resulta aceptable tal 
interpretación: los órganos jurisdiccionales de última instancia sí están obligados a 
plantear cuestión prejudicial, no pudiéndose deducir de la redacción del precepto 
ninguna cláusula de carácter potestativo. En este mismo sentido, para autores como 
Valle Gálvez, resulta irrelevante a los efectos de la aplicación de la jurisprudencia 
del TJCE sobre la obligatoriedad del reenvío prejudicial por los órganos jurisdic­
cionales respecto de los que no quepa posterior recurso, la diferencia de redacción 
entre el antiguo artículo 177 ( «estará obligado») y el artículo 73P. l («pedirá»), por 
lo que esos órganos jurisdiccionales de última instancia deben hacer suya la obli­
gación del artículo 177 párrafo tercero de plantear cuestión prejudicial 131

• Tal pos­
tura nos parece perfectamente defendible y acorde con el Tratado. El posterior 
condicionamiento al hecho de que estime «necesaria una decisión al respecto para 
poder emitir su fallo» no sería base suficiente para predicar la consideración del ar­
tículo 73P.1 TCE como lex specialis del artículo 177 en cuanto a la obligación de 
los órganos jurisdiccionales que agoten vía y, por ende, propugnar el carácter po­
testativ9 del planteamiento de la cuestión prejudicial por estos órganos jurisdiccio­
nales. Unicamente podrá eludirse el planteamiento de la cuestión prejudicial si «la 
correcta aplicación del Derecho Comunitario [ en este caso el contenido en ese título 
IV] puede imponerse con tal evidencia que no deje lugar a ninguna duda razonable 
sobre la manernde resolver la cuestión planteada» con el convencimiento añadido 
de que idéntica evidencia --el Tribunal habla de «estricta identidad»- «se im­
pondrá igualmente a los órganos jurisdiccionales nacionales de los otros Estados 
miembros y al Tribunal de Justicia» 132• Y difícilmente lo será mientras no exista una 
jurisprudencia clara y consolidada sobre este nuevo título. 

Desde la perspectiva material se excluye de plano toda competencia del TJCE vía 
prejudicial respecto a las medidas o decisiones encaminadas a garantizar la ausencia 
de controles sobre las personas, el cruce de las fronteras exteriores y el libre des­
plazamiento de los nacionales de terceros Estados que sean «relativos al manteni­
miento del orden público y a la salvaguardia de la seguridad interior» (art. 68.2 TCE, 

130 En este sentido parece decantarse N. ST0FFEL V AL0TT0N, «El Tribunal de Justicia», en M. OREJA 

AGUIRRE (dir.), op. cit. (El Tratado de Amsterdam .... ), pp. 503-522, especialmente p. 519 infine-520. 
131 A. VALLE GÁLVEZ, «La refundación de la libre circulación de personas, tercer pilar y Schengen: el es­

pacio europeo de libertad, seguridad y justicia», Revista de Derecho Comunitario Europeo 1/1998, pp. 41-78 
(pp. 64-65, nota 94). En el mismo sentido, L. N. GüNZÁLEZ ALONSO, «La jurisdicción comunitaria en el nue­
vo espacio de libertad, seguridad y justicia», Revista de Derecho Comunitario Europeo, 1998, pp. 501-545 
(p. 518). 

132 TJCE sentencia de 6.10.1982, as. 283/81 CILFIT, Rec. 1982, pp. 3415 ss. (p. 3430, fto. 16). 



LA REFORMA INSTITUCIONAL Y LA COOPERACIÓN REFORZADA ... 125 

ex art. 73P.2 en relación con el art. 62 TCE, ex art. 73J). Ambos conceptos, como 
cláusulas limitativas que son, habrán de ser interpretadas de forma restrictiva. Sensu 
contrario, sí caben todas las demás cuestiones prejudiciales, sean de interpretación o 
validez, sobre materias propias del nuevo título IV del TCE, siempre que resulte ne­
cesaria una decisión al respecto del TJCE para poder emitir el fallo. 

Las peculiaridades de la cuestión prejudicial en este ámbito pueden encontrar 
una explicación práctica en el deseo de evitar el colapso del Tribunal de Justicia 
ante un previsible aluvión de reenvíos. Supone, empero, una primera fisura de la 
consolidada colaboración entre los órganos jurisdiccionales nacionales y el Tribunal 
de Justicia dentro del pilar comunitario y encarna un riesgo como efecto preceden­
te para limitar en un futuro la jurisdicción del TJCE sobre otras materias. 

b) El nuevo recurso en interés del Derecho Comunitario 

El Tratado de Amsterdam, para asegurar una adecuada interpretación uniforme 
de esta compleja materia y como compensación a las limitaciones previstas respecto 
a la cuestión prejudicial, ha instaurado un nuevo recurso de interpretación en interés 
de Derecho cuya legitimidad activa radica en el Consejo, la Comisión o un Estado 
miembro 133• Estos podrán pedir al Tribunal de Justicia que «se pronuncie sobre una 
cuestión de interpretación» del referido nuevo título «o de actos de las instituciones 
comunitarias basadas» en él . En consonancia con la naturaleza consultiva de este 
nuevo recurso, el fallo «no se aplicará a sentencias de órganos jurisdiccionales de 
los Estados miembros que tengan fuerza de cosa juzgada» (art. 68.3 TCE, ex art. 
73P.3). Se trata, pues, de un recurso de interpretación y no de validez, si bien ello no 
excluye el eventual uso, en su caso, del recurso de anulación, eso sí dentro del pla­
zo genérico de dos meses 134 y obviamente marcará la línea interpretativa futura. 

A nuestro entender, el hecho de que el procedimiento legislativo usual previsto 
en esta materia sea el de consulta a iniciativa de la Comisión o de un Estado --en 
los cinco primeros años- (art. 67 TCE, ex art. 730) no justifica-como tampoco 
se justifica en la jurisidicción consultiva internacional del art. 300.6 TCE- que el 
PE quede totalmente relegado en una materia tan sensible como ésta. 

5.3. La extensión de la jurisdicción del TJCE al tercer pilar: 
un caso de jurisdicción voluntaria 

El Tratado de Amsterdam trae consigo también la introducción de un cierto con­
trol judicial sobre el tercer pilar. Control aún embrionario y con profundas limita­
ciones, pero novedoso en cualquier caso. El nuevo sistema jurisdiccional ad hoc se 
articula en tomo a un reenvío prejudicial con condiciones propias, un recurso de 
anulación restringido y un mecanismo de arreglo de controversias. 

La cuestión prejudicial propia del tercer pilar (art. 35 TUE, ex art. K.7) se inserta 
al estilo de las ya existentes con carácter particular en protocolos a convenios rea-

133 Obsérvese que se trata de los mismos actores legitimados para activar la jurisdicción consultiva del 
TJCE sobre la compatibilidad de cualquier acuerdo internacional previsto por la comunidad con las disposi­
ciones del Tratado (art. 300.6 TCE, antiguo art. 228.6). 

134 Cfr. N. STOFFEL VALOITON, loe. cit. («El Tribunal de Justicia ... »), pp. 520-521. 
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!izados en el marco de la CAJI en una jurisdicción de carácter voluntario que re­
quiere la previa formulación de una Declaración de cada Estado aceptando expre­
samente esta competencia del Tribunal de Justicia. Tal jurisdicción la podrá reco­
nocer cada Estado -«a la carta»- bien para todos sus órganos jurisdiccionales, 
bien sólo para los de última instancia 135

• Mas únicamente cabrá la apreciación ju­
risdiccional prejudicial sobre la validez e interpretación de las decisiones marco, las 
decisiones y sobre la interpretación de los convenios celebrados al amparo de ese 
tercer pilar, así como sobre la validez e interpretación de sus medidas de aplicación. 
No sobre el resto de instrumentos de acción previstos en el tercer pilar. Y, en todo 
caso, quedan fuera de todo control-con la indeterminación propia de una cláusu­
la tan abierta como la prevista- las «operaciones efectuadas por la policía u otros 
servicios con funciones coercitivas de un Estado miembro, ni sobre el ejercicio de 
las responsabilidades que incumben a los Estados miembros respecto al manteni­
miento del orden público y la salvaguardia de la seguridad interior» 136• Por otro 
lado, como señala Martínez Lage, a la vista de que ni las decisiones marco ni las de­
cisiones son susceptibles de tener efecto directo la posibilidad de plantear cuestión 
prejudicial quedaría, en todo caso, limitada a supuestos de colisión con una norma 
nacional, no pudiéndose plantear en ausencia de norma nacional aplicable 137

• 

En otro orden de cosas, el recurso de anulación propio previsto en el tercer pilar 
como jurisdicción obligatoria se circunscribe únicamente a la legalidad (por los mo­
tivos genéricos del pilar comunitario de incompetencia, vicios sustanciales de for­
ma, violación del Derecho Comunitario o desviación de poder) y en el plazo ordi­
nario ( dos meses) de las decisiones marco y de las decisiones, y únicamente podrán 
ser interpuestos por un Estado miembro o la Comisión (art. 35.6 TUE, ex art. 
K.7.6). Se excluye, por tanto, al Consejo, al PE y a las personas físicas o jurídicas. 
Para algunos autores no es de descartar que, como ya ocurriera anteriormente con el 
silencio del TCE respecto a la legitimidad del PE, el TJCE inteprete este precepto 
en el futuro en el mismo sentido ampliador 138• Con todo, esta hipotética extensión 
jurisprudencia! analógica debería reducirse al ámbito de sus competencias y lo 
cierto es que el ámbito competencia! del PE en este tercer pilar, más allá de su tenue 
participación consultiva ( art. 39 .1 TUE, ex art. K.11.1) o de recepción de informa­
ción sobre los trabajos en curso ( art. 39 .2 TUE, ex art. K.11.2) es más que limitada. 

135 La Declaración núm. 10 adoptada por la Conferencia aclara que los Estados tienen la posibilidad de 
exigir mediante legislación interna la obligación de plantear esta cuestión por los órganos jurisdiccionales na­
cionales cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno. 

136 En el caso español la Ley Orgánica 9/1998, de 16 de diciembre, por la que se autoriza la ratificación 
por España del Tratado de Amsterdam (BOE núm. 301 de 17.12.1998, pp. 42266-42267), contiene en su dis­
posición adicional única la declaración por la que el Reino de España «acepta la competencia del Tribunal de 
Justicia para pronunciarse con carácter prejudicial con arreglo a lo previsto en el artículo K.7, párrafo 2 y se­
gún la modalidad prevista en el apartado a) del párrafo 3 del mismo artículo». En cuanto a la posibilidad re­
flejada en la citada Declaración núm. 10, España «se reserva el derecho de establecer en su legislación na­
cional disposiciones con el fin de que, cuando se plantee una cuestión relativa a la validez o a la interpretación 
de uno de los actos mencionados en el apartado 1 de artículo K.7 en un asunto pendiente ante un órgano ju­
risdiccional nacional cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno, di­
cho órgano jurisdiccional esté obligado a remitir el asunto al Tribunal de Justicia». 

137 S. MARTÍNEZ LAGE, «El Tratado de Amsterdam: algunos aspectos jurídicos», Gaceta Jurídica de la CE 
y de la competencia, B-124,junio 1997, pp. 1-3 (p. 3). 

138 F. J. CARRERA HERNÁNDEZ, «La cooperación policial y judicial en materia penal: componente del es­
pacio de libertad, de seguridad y de justicia», Boletín Europeo de la Universidad de La Rioja, 1998, núm. 2, 
feb. 1998, suplemento pp. 7-16 (p. 15). 
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Y una ampliación a las personas físicas o jurídicas sería claramente contra legem e 
incompatible con la redacción del Tratado. 

Por último, se prevé un nuevo mecanismo de arreglo de controversias entre los 
Estados miembros o entre éstos y la Comisión. Cuando se trata de litigios entre 
los Estados miembros a partir de posiciones comunes, decisiones marco o decisio­
nes sobre cooperación policial y judicial en materia penal (art. 34.2 TUE ex art. 
K.6.2), siempre que previamente no se haya logrado un arreglo pacífico de carácter 
político en el plazo de seis meses, el TJCE tendrá jurisdicción obligatoria. El TJCE 
será, igualmente, competente con idéntica jurisdicción obligatoria sobre cualquier li­
tigio entre los Estados miembros y la Comisión relativo a la interpretación o apli­
cación de los convenios celebrados por el Consejo en esta materia y cuya adopción 
haya sido recomendada a los Estados miembros (art. 35.7 TUE, ex art. K.7.7). 

6. El Tribunal de Cuentas: las lógicas adaptaciones 
a su condición de institución 

El Tribunal de Cuentas, creado en 1975 por el Tratado de Bruselas (en vigor 
desde el 1 de junio de 1977) 139

, fue elevado a la consideración de institución por el 
TUE incluyéndolo como tal en el listado del art. 4 TCE y dotándole de regulación 
ad hocen una sección propia del capítulo dedicado a las instituciones (arts. 188A a 
188C TCE). Pero la ascensión institucional se hizo sin gran justificación 140 ya que 
apenas se introdujeron novedades en sus competencias más allá de la presentación 
al Consejo y al PE de una declaración sobre la fiabilidad de las cuentas y la regu­
laridad y legalidad de las correspondientes operaciones y la presentación de infor­
mes especiales 141

• El TUE «olvidó», sin embargo, realizar la misma inclusión for­
mal como institución en el artículo E. 

El Tratado de Amsterdam solventa ahora ese «despiste» (art. 5 TUE, ex art. E) 
y, sin llegar a satisfacer todas las demandas que planteaba esta institución 142

, com­
pleta sus atribuciones con la intención de apuntalar el Tribunal de Cuentas como 
una verdadera institución comunitaria, formal y también materialmente. Así, en la 
línea que ya demandó y no obtuvo del Tratado de Maastricht, se le dota de legiti­
midad activa para interponer recursos de anulación en el ámbito de sus prerrogati­
vas, esto es, en las mismas condiciones que el PE y el BCE (art. 230 párrafo terce­
ro TCE, ex art. 173), pese a que la delegación británica propugnaba su inclusión 
como actor privilegiado y pese a que el propio Tribunal de Cuentas osaba reclamar 

139 Sobre su surgimiento y caracteres, vid. A. MANGAS MARTÍN, «El Tribunal de Cuentas», en E. GARCÍA 
DE ENTERRÍA, GoNZÁLEZ CAMPOS y S. MUÑOZ MACHADO, Tratado de Derecho Comunitario Europeo, Cívitas, 
Madrid, 1986, tomo I, pp. 147-191; C. KoK, The Court of Auditors of the E.C.: The other European Court in 
Luxembourg»; Common Market Law Review 3/1989, pp. 345 ss.; G. ÜRS0NI, La Cour des Comptes des Com­
munautés Européennes, París, 1983. 

140 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («El Tratado de la Unión Europea: análisis ... »), p. 49. 
141 J. DÍEZ-HOCHLEITNER, loe. cit. («La reforma institucional...»), pp. 85-87. 
142 El informe del Tribunal de Cuentas presentado al Grupo de Reflexión, cit., entre los aspectos especí­

ficos de sus competencias reclamaba básicamente lo siguiente: control de los pilares segundo y tercero (apdos. 
2.1. a 2.3), pleno acceso «sobre el terreno» a toda la información necesaria para desarrollar su tarea de fis­
calización sobre los fondos gestionados por cuenta de las Comunidades (apdo. 2.4 a 2.9), participación en el 
procedimiento legislativo sobre determinados proyectos legislativos (apdo. 2.10), mejora de los mecanismos 
para la lucha contra el fraude (apdo. 3.1 a 3.3)-y medios efectivos para lograr la recuperación de lo pagado in­
debidamente (apdo. 3.5). 



128 JOSÉ MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES 

-con propuesta de un nuevo artículo 188C.5 TCE incluida- un ius standi para de­
nunciar «cualquier incumplimiento de los derechos o prerrogativas del Tribunal de 
Cuentas» 143

• 

Además se aprovecha la ocasión para introducir otras adaptaciones lógicas a su 
condición de institución y ciertas mejoras técnicas. En primer lugar, se pretende fa­
cilitar el acceso de los ciudadanos a las cuentas comunitarias y robustecer el prin­
cipio de transparencia en la materia, por lo que se exige la publicación en el DOCE 
de la declaración sobre fiabilidad de las cuentas y la regularidad y legalidad de las 
operaciones correspondientes que ha de presentar al PE y al Consejo (art. 248.1. in 
fine TCE, ex art. 188C.1). 

En segundo lugar, se refuerza sus facultades de control especificándose que en 
el examen de la legalidad y regularidad de los gastos y los ingresos deberá informar 
especialmente de cualquier caso de irregularidad (art. 248.2 TCE ex art. 188C.2), lo 
que debería, por otro lado, resultar más que obvio. No tan obvio y de bastante más 
calado es la extensión de la posibilidad de control en las dependencias de las insti­
tuciones comunitarias a las dependencias de cualquier órgano que gestione ingresos 
o gastos en nombre de la comunidad, así como también en los Estados miembros, 
incluidas las dependencias de cualquier persona física o jurídica que perciba fondos 
del presupuesto. De manera correlativa esos mismos órganos gestores o personas fí­
sicas y jurídicas que reciban fondos del presupuesto comunitario tienen la obliga­
ción de remitir cualquier documento o información que se les reclame (art. 248.3 
TCE ex art. 188C.3). Igualmente, se incluye de forma expresa el principio de coo­
peración entre el Tribunal de Cuentas y las instituciones nacionales de control con 
espíritu de confianza y manteniendo su independencia. 

En tercer lugar, se amplía su ámbito de actuación al control de los ingresos y los 
gastos de la Comunidad gestionados por el BEI -hasta ahora inmune al control en 
defensa de su celosa autonomía-, debiéndose perfilar el derecho de acceso a las in­
formaciones en un acuerdo entre el Tribunal de Cuentas, la Comisión y el propio 
BEI (art. 248.4 TCE ex art. 188C.4) 144

• 

Curiosamente, a diferencia de lo reseñado para el resto de instituciones, no 
afloró durante la CIG una especial demanda de adaptar su número de magistrados 
de cara la ampliación de la UE, aceptándose sin mayor dificultad el aumento de 
miembros. Tampoco se aceptaron otras demandas, apadrinadas por el Reino Unido, 
encaminadas a dotar al Tribunal de Cuentas de competencias decisorias propias para 
la adopción de decisiones vinculantes para sus destinatarios o aquellas que preten­
dían dotarle de legitimación activa general para interponer recursos ante el TJCE 
contra aquellas instituciones -o en algún documento se entreabre incluso la posi­
bilidad de recursos de incumplimmiento contra los Estados- que obstaculizasen el 
adecuado desenvolvimiento de su función de control. 

Se refuerzan, en suma, de forma discreta sus mecanismos de control (interno y 
externo) con el el loable objetivo de mejorar los mecanismos de lucha contra el 
fraude y se da un paso importante en hacer compatible la escrupulosa independen­
cia del BEI con la no exclusión de toda información sobre sus cuentas. 

143 lb., apdo. 2.6. 
144 La Declaración núm. 33 sobre el apartado 3 del artículo 248 invita a mant.mer el Acuerdo tripartito 

existente desde 1992. 
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7. El Consejo Europeo: por encima del bien y del mal 

129 

El Consejo Europeo, institucionalizado en la cumbre de París de 1974, impul­
sado por la Declaración de Stuttgart de 1983 y tenuamente juridificado por el ar­
tículo 2 del AUE, merece desde el Tratado de Maastricht una nebulosa y parca re­
gulación en el artículo D del TUE. A juicio del profesor Liñán Nogueras, esta 
«escasa y poco precisa regulación institucional genera cierta extrañeza si se com­
para con el enorme peso del Consejo Europeo en el desarrollo de la actividad de la 
Unión Europea» 145

, tanto en los pilares extracomunitarios como en el propio pilar 
comunitario. Ciertamente está revestido de un importante papel impulsor y orien­
tador de la política comunitaria y de la Unión, mas su naturaleza jurídica resulta 
controvertida e incluso extraña al equilibrio institucional comunitario, esconde un 
preocupante sustrato intergubemamental, tiende a diluirse con el Consejo cuando 
éste actúa como institución comunitaria en su formación de Jefes de Estado y de 
Gobierno (arts. 109J.2, 3 y 4 y 109K.2) y escapa al control político del PE y judicial 
del TJCE. 

Se detecta, eso sí, un primer paso tenue -muy tenue- hacia un cierto control 
jurisdiccional. En efecto, al regularse la cooperación reforzada se prevé la inter­
vención del Consejo Europeo que deberá decidir por unanimidad la concesión de 
autorización a los Estados miembros para establecer entre sí una cooperación re­
forzada en el supuesto que el Consejo le remita el asunto (art. 40.2 TUE, ex art. 
K12.2) 146

• Y el tratado extiende la competencia del Tribunal de Justicia, sin mati­
zación alguna, a los tres primeros apartados del art. 40.1 TUE, esto es, también a la 
intervención del Consejo Europeo. Pero no hay mayor clarificación de su naturale­
za jurídica, competencias o inserción en el marco institucional por lo que, parafra­
seando un comentario que hacía el profesor Remiro antes de la CIG, «sigue flotan­
do por encima de las instituciones» 147

. 

8. Los órganos auxiliares 

8.1. El Comité de las Regiones: o el reino de las ilusiones 

El mal llamado Comité de las Regiones -por su composición híbrida incluye 
también representantes de los entes locales- fue introducido por el TUE a instan­
cia alemana y de la Asamblea de Regiones de Europa como un órgano auxiliar au­
tónomo de carácter consultivo 148 en materia de educación (art. 126), cultura (art. 
128), salud pública (art. 129), redes transeuropeas (art. 129D), política regional (art. 

145 A. MANGAS MARTÍN/D. J. LIÑÁN NOGUERAS, Instituciones y Derecho de la Unión Europea, McGraw 
Hill, Madrid, 1996, p. 57; vid., igualmente, A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («El tratado de la Unión Europea: 
análisis ... »), pp. 52-53. 

146 Vid. infra III. 
147 A. REMIRO BROTÓNS, loe. cit. («Consideraciones ... »), p.11. 
148 Con anterioridad existía un Consejo Consultivo de las Colectividades Regionales y Locales sin base 

expresa en los Tratados, creado por la Comisión como un comité consultivo más adscrito a la DG XVI, De­
cisión 88/847/CEE de 24.6.1988, DOCE L 247 de 6.9.1988, pp. 23-25. En realidad, en el marco comunitario 
el PE había abanderado la iniciativa de solicitar a la Comisión que hiciera oficiales sus relaciones con los re­
presentantes de los entes regionales y locales, Resolución del PE de 13.4.1984, DOCE C 127 de 14.5.1984, 
p. 240. 
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130B, 130D y 130E TCE); en definitiva, políticas de impacto regional o en ámbitos 
en los que las regiones suelen tener competencias 149

• También puede emitir dicta­
·men cuando se lo reclamara el Consejo o la Comisión o por propia iniciativa (art. 
198C). Se le negó, sin embargo, ius standi ante el TJCE. 

Este órgano presentó a la CIG una larguísima «carta a los reyes magos» que no 
escatimaba en peticiones. Algunas razonables y otras no tanto. Nada razonable 
parece perseguir un derecho de iniciativa cuasi-compartido con la Comisón, cuan­
do no lo tiene ni el mismísimo PE 150

, o aspirar a convertirse en institución, al menos 
mientras mantenga su naturaleza meramente consultiva. Poco razonable, e incluso 
contrario a la propia esencia del principio, es reclamar, como ya intentó la delega­
ción alemana en Maastricht, la consideración del principio de subsidiariedad como 
un principio de reparto de competencias entre los niveles comunitario, estatal y re­
gional --e incluso añade el local- 151 • Más razonable sería, por contra, reclamar 
- y, en todo caso, con mejor precisión técnico-jurídica de lo que lo hizo- un ius 
standi no privilegiado ante el TJCE en el marco del recurso de anulación en defen­
sa de sus prerrogativas, esto es, cuando se adopte un acto comunitario sin realizar­
se la preceptiva consulta 152

; claro que el Comité de las Regiones pierde el norte y 
puesto a reclamar, pide su consideración como actor privilegiado, por encima, por 
tanto, del PE y del BCE 153

• Por contra totalmente razonables eran sus demandas de 
ampliar su ámbito material de intervención consultiva, reforzar su autonomía como 
órgano auxiliar permitiéndole entre otras cuestiones adoptar su reglamento interno 
y dotarse de una administración y presupuestos propios. 

Como ocurrió en Maastricht, la posición abiertamente defensora del Comité de 
las Regiones encamada en Bélgica y Alemania, con un respaldo mucho más dis­
creto de Austria, Italia y España, se enfrentó a posturas seriamente reacias a refor­
zar un órgano que representa a unas colectividades regionales de las que muchos 
Estados miembros carecen y frente a las que no todos los Estados muestran igual 
sensibilidad 154

• 

El Tratado de Amsterdam no eleva su rango a institución, no le concede ius 
standi ante el TJCE, no lo asocia de ningún modo a la iniciativa legislativa de la Co­
misión, ni exige el origen electivo de sus miembros. Tampoco se modifica la con­
cepción del principio de subsidiariedad como un criterio para determinar el nivel, 

149 Vid. J. DíEz-HocHLEITNER, loe. cit. («La reforma institucional...»), p. 94. 
150 En realidad habla, en un tono críptico, de «quedar más estrechamente asociado al ejercicio del derecho 

de iniciativa», de manera que -y propone incluir un nuevo artículo 198C TC~ el «comité colaborará y ase­
sorará a la Comisión en la elaboración de programas legislativos y de libros blancos y verdes y en la prepa­
ración de otras iniciativas en materia de políticas que afecten a las competencias de las regiones y entes lo­
cales», Dictamen sobre la revisón del TUE y del Tratado constitutivo de la CE, cit., p. 4 y p. 7 apdo. 9. 

151 Por extraño e insólito que parezca reclamaba que el nuevo artículo 3B configure el principio de sub­
sidiariedad «no únicamente como un criterio de ejercicio de las competencias compartidas entre la Unión y los 
Estados miembros, sino como un criterio de reparto de competencias y responsabilidades entre todos los ni­
veles de gobierno que participan en la Unión Europea» (dictamen, cit., p. 3). Incluso propone una redacción 
nueva del artículo 3B en la que incluye expresamente «las colectividades regionales y locales dotadas de com­
petencia según el derecho interno de los Estados miembros» (p. 6, apdo. 1). 

152 A la vista de las parcas competencias del Comité de las Regiones este recurso no resulta especialmente 
útil. Mucho más útil sería reclamar la legitimación activa de las propias regiones con competencias legislati­
vas propias. En este sentido puede verse nuestro trabajo La posición de las CCAA ante el T JCE -Propuestas 
para una reforma-, IVAP, Oñate, 1996. 

153 Dictamen ... , cit., p. 3 y p. 6. apdo. 2. 
154 Sobre el desarrollo de la CIG en esta materia vid. M. PÉREZ G0NZÁLEZ, «Los otros órganos de la 

Unión», en M. OREJA AGUIRRE (dir.), op. cit. (El Tratado de Amsterdam .. .), pp. 549-558 (p. 552). 
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comunitario o estatal, llamado a ejercer en cada caso las competencias compartidas 
entre la CE y los Estados. No es, por tanto, un criterio de reparto de competen­
cias 155

, es insensato pretender que rija también en las competencias exclusivas 156 y 
no afecta jurídicamente a las regiones 157• La declaración de Alemania, Austria y 
Bélgica sobre la subsidiariedad de la que toma nota la Conferencia no puede tra­
tarse, pues, sino de un criterio interpretativo interno de cada Estado: «la acción de la 
CE, de conformidad con el principio de subisidiariedad, no sólo afecta a los Estados 
miembros sino también a sus entidades, en la medida en que éstas disponen de un 
poder legislativo propio qúe les confiere el derecho constitucional nacional». Efec­
tivamente, las acciones comunitarias «afectan» a los entes subestatales, como tam­
bién afectan a los entes locales o a las personas físicas o jurídicas; ciertamente los 
Estados de corte federal habrán de articular mecanismos internos para asegurar la 
participación de las regiones en la conformación de su voluntad, pero no deja de ser 
una cuestión interna. Desde la perspectiva comunitaria, el reparto de competencias 
y con él su ejercicio conforme al principio de subsidiariedad en el caso de las 
competencias compartidas es una cuestión que atañe tan sólo a la CE en sus rela­
ciones con los Estados, sean unitarios, federales o regionales. Después cada Estado 
articula internamente su competencia o su participación en las instituciones comu-

155 Para profundizar sobre esta cuestión, la cual es aceptada de forma casi unánime por la doctrina, vid. H. 
BRIBOSIA, «Subsidiarité et répartition des compétences entre la Comunauté et ses États meinbres», en Revue 
du Marché Unique Européen 4/1992, pp. 165 ss. (pp.178-179); J. MARTENS DE WILMARS, «Le príncipe de sub­
sidiarité au service d'une Communauté a la dimension des problemes de notre temps», en Revue du Marché 
Unique Européen 4/1992, pp. 189 ss. (pp. 196-197); J. MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, «La incidencia del 
principio de subsidiariedad en el modus operandi de la Comunidad Europea», Anuario Jurídico de La Rioja, 
1995, pp. 95-126 (pp. 112-113); F. L. G. STAUFFENBERG/Ch. LANGENFELD, «Maastricht-ein Forschritt für Eu­
ropa?», en Zeitschrift für Rechtspolitik 1992, pp. 252 ss. (p. 255). 

En sentido contrario se muestran, por ejemplo, ScHMIDHUBER y HITZLER, quienes consideran que el prin­
cipio de subsidiariedad delimita materialmente el ámbito de competencias mismas de la CE y de los Estados, 
P. SCHMIDHUBER/G. HITZLER, «Die Verankerung des Subsidiaritiitsprinzips im EWG-Vertrag», Neue Zeit­
schrift für Ve,waltungsrecht, 1992, pp. 720-725 (p. 725). 

156 Éstas por definición se caracterizan por la obligación de actuar, con plenitud de medios y con exclusión 
del resto de niveles. No precisa, por ello, de ningún principio para determinar el nivel llamado a actuar, pues 
ya está plenamente determinado. Sobre este tipo de competencias vid. J. MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, El 
sistema de competencias de la CE, McGraw Hill, Madrid, 1997, pp.153-158 y pp. 163-207. 

157 El sector doctrinal dominante considera que el principio de subsidiariedad en la redacción vigente «Ac­
túa exclusivamente en las relaciones entre la Comunidad y sus Estados miembros, sin prejuzgar o interferir en 
modo alguno en la forma como cada uno de ellos distribuye internamente sus competencias», A. BorxAREU 
CARRERA, «El principio de subsidiariedad», Revista de Instituciones Europeas 3/1994, pp. 771-808 (p. 783). 

Esta misma posición es mantenida por la Comisión. El parlamentario D. Víctor Arbeloa planteó a la Co­
misión la cuestión en tomo a la extensión del principio de subsidiariedad del artículo 3B TCE y su eventual 
operatividad para proteger los derechos y competencias de las regiones y agrupaciones de regiones (vid. pre­
gunta escrita E-3100, 10 de noviembre de 1993, DOCE C 147 de 30.05.1994, p. 1). La contestación de la Co­
misión fue rotunda y contundente: «el principio de subsidiariedad [ ... ] no afecta[ ... ] a la relación que se en­
table, dentro de cada uno de los Estados miembros, entre las competencias del Estado, por una parte, y las de 
los interlocutores sociales o de las entidades locales, por otra. Dicha relación se rige por los derechos nacio­
nales de los respectivos Estados miembros[ ... ]». La doctrina, sin embargo, no siempre ha defendido esta pos­
tura. Vid. J. BARNEs V ÁZQUEZ, «El principio de subsidiariedad y las regiones europeas. Las Comunidades Au­
tónomas», en ib. (coord.), La Comunidad Europea, la instancia regional y la organización administrativa de 
los Estados miembros, Cívitas, Madrid, 1993, especialmente pp. 561-596; J. L. DE CASTRO RUANO, «El 
principio de subsidiariedad en el Tratado de la Unión Europea: una lectura en clave regional», Gaceta Jurídica 
de la CE y de la competencia, 1995, D-29, pp. 215 ss. (pp. 241-248). Un más amplio tratamiento de la materia 
se encuentra en J. PIÑOL I RuLL/M. PI I SUÑER/M. C!ENFUEGOS, El principi de subsidiarietat i la seva aplica­
ció a les entitats subestatals: consequencies en el desenvolupament de les Comunitats Europees, Instituut 
d'Estudis Autonomics, Barcelona, 1991. 
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nitarias -recuérdese que nada impide v.gr. que el representante de ese Estado en el 
mismísimo Consejo lo sea de una región siempre que quede claro que actúa en 
nombre y prepresentación del Estado y no de la región- como estime oportuno. 

El Tratado de Amsterdam sí añade ciertas mejoras. El PE es incorporado a la 
díada Consejo-Comisión atribuyéndole la posibilidad de consultar al Comité de las 
Regiones cuando lo estime pertinente (art. 265 TCE ex art. 198C). Se refuerza su 
autonomía reconociéndole la potestad de poder adoptar su reglamento interno (art. 
264 TCE ex art. 198B) y desvinculándose definitivamente del Comité Económico y 
Social 158

• Y amplía (notablemente) los supuestos en que resulta preceptivo el dic­
tamen del Comité de las Regiones. Además de preverse con carácter general los ca­
sos «que afectan a la cooperación transfronteriza» entre los que estime oportuno la 
Comisión y el Consejo, se exige con carácter preceptivo en la política de transpor­
te (art. 71.1 TCE ex art. 75.1), empleo (art. 128.2 y 129 TCE ex arts. 109Q.2 y 
109R), política social (art. 137.2 y 3 TCE ex arts. 118. 2 y 3), decisiones de aplica­
ción del Fondo Social Europeo (art. 148 TCE ex art. 125), formación profesional 
(art. 150.4 TCE ex art. 127.4) o medio ambiente (art. 175.3 TCE ex art. 130S.3) 159• 

El Comité de las Regiones había reclamado a la CIG el dictamen preceptivo a todas 
«aquellas políticas comunitarias que los Estados miembros, en todo o en un núme­
ro significativo de ellos, sean gestionadas por las regiones o los entes locales», in­
cluyen entre ellas, además de las ya recogidas en el Tratado de Amsterdam, los ám­
bitos de agricultura, investigación y desarrollo tecnológico, cooperación al 
desarrollo, industria, energía y protección de los consumidores 160• 

En todo caso, pervive en el Comité de las Regiones la «ilusión» de abrirse 
hueco como una futura cámara de representanción territorial que junto a la cámara 
de representanción democrácico-popular, encamada por el PE, configure un sistema 
bicameral comunitario. 

8.2. El Comité Económico y Social 

En la misma línea descrita para el Comité de las Regiones se incluye la posibi­
lidad de que este órgano auxiliar pueda ser consultado no sólo por el Consejo y la 
Comisión, sino también por el PE (art. 262 ex art. 198). 

La exigencia de su dictamen preceptivo no se amplia a ninguno de los ámbitos 
materiales ya existentes en el tratado, si bien se incorpora en las nuevas disposicio­
nes introducidas por el Tratado de Amsterdam en materia de empleo (art. 128.2, 129 
y 137.2 y 3 TCE ex arts. 109Q.2, 109R y 118.2 y 3) y medidas para garantizar la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato para hom­
bres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (art. 141.3 TCE ex art. 119.3). 

De forma más discreta que el Comité de las Regiones, pero no por ello menos 
eficaz, el Comité Económico y Social está plenamente asentado como un órgano au­
xiliar que pretende imbricar la representación de los diferentes sectores de la vida 
económica y social a través de su cometido consultivo en los procedimientos le­
gislativos (democráticos) de la CE y CEEA. 

158 Se deroga así el anterior Protocolo 16 anejo al Tratado de Maastricht. 
159 Vid. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La reforma ... »), p. 38; N. NAVARRO BATISTA, loe. cit. («El siste­

ma institucional...»), p. 29. 
160 Dictamen ... , cit., p. 4. 
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III. LA COOPERACIÓN REFORZADA: 
LA INCÓGNITA DEL TRATADO 

Una vez tratada con cierta profusión el alcance de la reforma institucional, se 
realizará, ya de forma más sucinta, un primer acercamiento al tema que tras los in­
satisfactorios resultados de la CIG se ha erigido en su novedad más vistosa e im­
previsible. Así, una vez situada en el marco comunitario su escasa novedad (1), se 
describirá su regulación en el Tratado (2) antes de tratar de vislumbrar sus posibles 
consecuencias y alcance (3). 

l. La escasa novedad de un tema de moda 

La existencia de mecanismos y claúsulas de flexibilidad en el proceso de inte­
gración europea no es algo que haya traído ex novo el Tratado de Amsterdam a tra­
vés de la ya archiconocida cláusula de la cooperación reforzada 161 • La concepción 
politológica inicial se remonta a la década de los setenta 162

, consolidándose su es­
tudio doctrinal en la década posterior 163

. La propia realidad comunitaria conocía va-

161 De entre los múltiples trabajos existentes sobres esta cláusula en el Tratado de Amsterdam pueden en­
tresacarse los siguientes: J. M. AREILZA CARVAJAL/A. DASTIS QUECED0, «Cooperaciones reforzadas en el Tra­
tado de Amsterdam: ¿misión cumplida?» Gaceta Jurídica de la CE y de la Competencia, D-29, septiembre 
1998, pp. 105-142; A. MANGAS MARTÍN, «La cooperación reforzada en el Tratado de Amsterdam», Comuni­
dad Europea-Aranzadi, oct. 1998, pp. 27-38; F. MARIÑO MENÉNDEZ, «La integración diferenciada. La 
cooperación reforzada», en M. OREJA AGUIRRE (dir.), op. cit. (El tratado de Amsterdam .. .), pp. 603-625; J. 
MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, «La flexibilidad en el Tratado de Amsterdam: especial referencia a la noción 
de cooperación reforzada», Revista de Derecho Comunitario Europeo 1/1998, pp. 205-232. De la doctrina fo­
ránea sobresalen V. CoNSTANTINEsco, «Les clauses de coopération renforcée. Le protocole sur l'application 
des príncipes de subsidiarité et de proportionnalité», Revue Trimestrie/le de Droit Européen, 1997, pp. 751-
767; C. D. EHLERMANN, «Différenciation, flexibilité, coopération renforcée: les nouvelles dispositions du trai­
té d'Amsterdam», Revue du Marché Unique Européen, 1997, pp. 53-90; J. JANNING, «Dynamik in der 
Zwangsjacke-Flexibilitat in der Europaischen Union nach Amsterdam», Integration, 1997, pp. 285-291; G. 
MüLLER-BRANDECK-BROCQUET, «Flexible Integration-eine Chance für die europaische Umweltpolitik?», ln­
tegration, 1997; pp. 292-304; N. ÜST, «Flexibilitat des Gemeinschaftsrechts-Vom Notantrieb zum Vertrags­
prinzip?», Die Offentliche Verwaltung, 1997, pp. 495-503; W. SCHóNFELDER/R. SILBERGERG, «Der Vertrag von 
Amsterdam: Entstehung und erste Bewertung», Integration, 1997, pp. 203-210; W. WESSELS, «Der Amster­
dam Vertrag-Durch Stückwerksreformen zu einer effizienteren, erweiterten und füderalen Union», lntegration, 
1997, pp. 117-135. 

162 Vid. por todos H. E. SCHARRER, «Differenzierte Integration im zeichen der Schlange: Utopie und dog­
ma in Tindemans Vorschlagen zur Wirtschafts-und Wahrungspolitik», en H. ScHNEIDER/W. WESSELS (coord.), 
Auf dem Weg zur Europiiischen Union?, Diskussionsbeitriige zum Tindemans-Bericht, Europa-Union Verlag, 
Bonn, 1977, pp. 145-238; J. V ANDAMME, «Die abgestufte Integration im Tindemans-Bericht», lntegration, 
1978, pp. 83-89. 

163 A título de ejemplo puede consultarse como trabajos más relevantes R. DAHRENDORF, A Third Europe?, 
European University Institute, Florencia, 1979; C. D. EHLERMANN, «How Flexible is Community Law? An 
Unusual Approach to the Concept of Two Speeds», Michigan Law Review, 1984, pp. 1274-1293; C. D. EH­
LERMANN, Rechtliche Überlegungen zum Konzept der Abgestuften Integration, Vortrage, Reden und Berichte 
aus dem Europa-Institut, núm. 46, Saarbrücken, 1985; F. FRANZMEYER, «Erfolgsaussichten der abgestuften In­
tegration in wichtigen Politikbereichen» en AA VV, Integrationskonzepte auf dem Prüfstand, Nomos Ver­
lagsgessellschaft, Baden-Baden, 1983, pp. 79-90; E. GRABm, Abgestufte lntegration: Eine Alternative zum 
herkommlichen /ntegrationskonzept, Ed. Engel, Kehl am Rein 1984; ib.: «Das integrationspolitische Anliegen 
des Abstufungs-Konzeptes und sein Verhaltnis zum rechtlich-institutionellen Gefüge der Gemeinschaft» en 
AA VV, op. cit. (lntegrationskonzepte auf .. .), pp. 67-78; H.-E. SCHARRER, «Abgestufte Integration in der Pra­
xis: Das Europaische Wahrungssystem» en M VV, op. cit. (/ntegrationskonzepte auf .. .), pp. 91-106; H. W A­
LLACE/A. RIDLEY, Europe: The Challenge of Diversity, Royal lnstitute of lnternational Affairs, Londres, 
1985; J. VANDAMME, «Die abgestufte Integration im Tindemans-Bericht», lntegration, 1978, pp. 83-89. 
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riados precedentes de flexibilidad dentro y fuera del marco institucional de la CE y 
la UE. Fuera del referido marco son sobradamente conocidas las cooperaciones ex -
temas en los proyectos de investigación Airbus, Ariane, JET, ESA o Eureka, así 
como el propio acuerdo de Schengen o las diferentes formas de cooperación inter­
gubemamental en los ámbitos de seguridad y defensa (UEO, Eurocorps, Eurofor, 
Euromafor, etc.) 164

. Y dentro de los tratados lo son, por ejemplo, las excepciones 
previstas por el TUE para Dinamarca y el Reino Unido en materia de Unión Eco­
nómica y Monetaria o las recogidas para el Reino Unido respecto al protocolo so­
cial, el protocolo que regula las excepciones en la aplicación del artículo 7 A TCE al 
Reino Unido e Irlanda o la posibilidad de una «cooperación más estrecha entre dos 
o varios Estados miembros a nivel bilateral, en el marco de la UEO o de la Alianza 
Atlántica» (art. J.4-5 TUE) 165

• 

Eso sí su existencia discmTe por un laberinto semántico que, sin contornos 
precisos, incluye conceptos tan dispares como «Europa a diferentes velocidades» 
(no todos los Estados pueden ir franqueando las distintas etapas de la construcción 
europea al mismo ritmo), «Europa a la carta» (bajo la máxima del Pick and Choose 
y sin un destino común), núcleo duro, círculos concéntricos, geometría variable y un 
largo etcétera 166• 

La novedad radica, no obstante, en la reconducción e inclusión expresa por pri­
mera vez en el Tratado de las diferentes formas de flexibilidad en el marco del TUE 
y, lo que resulta más sorprendente, del propio TCE. Esta cooperación, concebida 
obviamente como una facultad de los Estados y no como una obligación, supone 
que, bajo determinadas condiciones, los «Estados miembros que se propongan es­
tablecer entre sí una cooperación reforzada podrán hacer uso de las instituciones, 
procedimientos y mecanismos establecidos en el TUE y en el TCE» (art. 43.1 
TVE ex art K 15-1). La novedad es, pues, su juridificación, su «llamada al orden» 
dentro de la conducta disciplinada del Tratado. 

2. La juridificación de los mecanismos de flexibilidad 

2.1. La reglamentación general horizontal 

El Tratado de Amsterdam ha introducido en el TUE un nuevo título VII que 
como regulación general horizontal establece unas «disposiciones sobre una coo­
peración reforzada» (arts. 43 a 45 TUE, ex K 15 a Kl 7), las cuales se completan de 
manera particular con normas específicas para el pilar comunitario ( art. 11 TCE, ex 
art. 5A), para los asuntos de interior y justicia (art. 40 TUE, ex K-12) y para el pro­
pio protocolo por el que se integra el acervo Schengen en el marco de la CE y de 
la UEI67_ 

Las condiciones o requisitos exigidos para la operatividad de la cooperación re­
forzada se concretan en las siguientes: a) «que pretenda impulsar los objetivos de la 
Unión, así como proteger y servir sus intereses», esto es, no podrá servir para im­
pulsar un retroceso en el proceso de integración con lo que se sale al paso del peli-

164 En este sentido vid. C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différenciation, flexibilité ... »), pp. 58-59. 
165 Para profundizar sobre estos y otros supuestos puede verse nuestro trabajo, loe. cit., pp. 214-217. 
166 lb., pp. 210-214. 
167 Protocolo n.º 2 anejo al TUE y al TCE. 
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gro destructor que algunos autores achacaban a esta nueva forma de integración; 
b) «respete los principios contenidos en los tratados y el marco insitucional único de 
la Unión», condición que resulta redundante considerando que se incluye en la pro­
pia definición anteriormente descrita 168

; e) su carácter excepcional, puesto que ha­
brá de utilizarse «sólo como último recurso cuando no se hayan podido alcanzar los 
objetivos de dichos tratados por medio de los procedimientos pertinentes estable­
cidos en los mismos», cuya inclusión resulta tan indiscutible como difícil su con­
creción particular; d) «implique al menos a una mayoría de Estados miembros», 
esto es, al menos ocho en el momento actual, lo que contribuye a que los avances en 
una integración más profunda en el seno del marco institucional sean respaldados 
por una amplia mayoría de Estados, si bien podría invitar a la par a procesos de 
cooperación más reducidos -piénsese por ejemplo en la propuesta Lamers-Schauble 
de núcleo duro con Alemania, Francia y el Benelux- al margen de lo previsto en 
los tratados 169

; e) «no afecte al acervo comunitario ni a las medidas adoptadas sobre 
la base de las demás disposiciones de dichos tratados», lo que parece tan obvio 
corno delicado; f) «no afecte a las competencias, derechos, obligaciones e intereses 
de los Estados miembros que no participen en ellas», que, como manifestación úl­
tima del principio de lealtad, es el reverso del correlativo deber de que «los Estados 
miembros que no participen en dicha cooperación no [impidan] su aplicación por 
parte de los Estados miembros que participen en ella» (art. 43.2 TUE K 15-2); 
g) «esté abierta a todos los Estados miembros y les permita participar en ella en 
cualquier momento, siempre que acaten la decisión de base y las decisiones tomadas 
en este contexto», condición que compatibiliza el combate de círculos cerrados de 
Estados y el mantenimiento del futuro acervo resultante de la cooperación refor­
zada 170• 

Como requisito añadido se habrán de cumplir siempre que se utilice el meca­
nismo de la cooperación reforzada con los criterios adicionales específicos previs­
tos en el artículo 11 TCE (ex art.5A) y en el artículo 40 TUE (ex art. Kl2), según 
los casos, y esté autorizada por el Consejo con arreglo a los procedimientos en ellos 
establecidos. A este respecto, parece que, en principio, la actuación sobre la base de 
la cooperación reforzada se materializará asimismo en alguno de los instrumentos 
jurídicos del artículo 189 TCE. 

Por último, la determinación del procedimiento de toma de decisiones se remite 
a las normas específicas del TCE (art. 11) y del TUE (art. 40). El artículo 44 
TUE (ex art. K 16), en una línea muy semejante a la prevista en el marco de la 
UEM, se limita a abrir las deliberaciones a todos los miembros del Consejo, in­
cluidos los que no participen en la cooperación reforzada en cuestión, si bien ob­
viamente limita a quienes participen en ella la adopción de acuerdos. De este 
modo la unanimidad quedará constituida únicamente por los miembros del Consejo 
concernidos por la cooperación y la mayoría cualificada entre ellos se definirá, por 
su parte, teniendo en cuenta lo previsto con carácter general en el artículo 205.2 
TCE (antiguo art. 148.2). Quiere ello decir que la Comisión, el PE y el TJCE adop­
tarán, llegado el caso, sus decisiones con su composición normal. A este respecto, 

168 Nótese, no obstante, que el artículo 43 TUE, ex art. K15, prevé que «los Estados miembros que dese­
en establecer entre sí una cooperación reforzada podrán hacer uso de las instituciones». Énfasis añadido. 

169 CDU-CSU Fraktion des Bundestages: «Überlegungen zur europaischen Politik. Vorschlage für eine 
Reform der Europaischen Union», CDU-Dokumentation 1/1995. 

17° Cfr. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La cooperación reforzada ... »), pp. 30-31. 
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no compartimos plenamente la crítica que vierte Ehlermann al considerar adecua­
da la composición usual en la Comisión y el TJCE, pero no así en el caso del PE. 
Difícilmente podría, a nuestro juicio, haberse previsto algo diferente. El Consejo 
está compuesto por representantes de los gobiernos estatales y encarna un eviden­
te elemento intergubemamental, por lo que resulta sencillo diferenciar entre Esta­
dos. El PE, empero, no está compuesto en sentido estricto por representantes de los 
Estados, sino que representa a los ciudadanos, a los pueblos y, como tales, al 
«todo europeo». Por otro lado, sus atribuciones en el procedimiento de toma de de­
cisiones 171 son tan escasas que haber recogido una modificación al estilo de la pre­
vista para el Consejo hubiera podido llevar consigo un efecto aún más diluyente de 
su función 172• 

Con independencia de los acuerdos que se adopten, el Consejo y la Comisión in­
formarán regularmente al Parlamento Europeo del desarrollo de la cooperación 
reforzada (art. 45 TUE, ex art. K.17). 

Respecto a la financiación de gastos no administrativos resultantes de la apli­
cación de los acuerdos adoptados al amparo de las normas de cooperación reforza­
da, salvo que el Consejo decida otra cosa por unanimidad, correrán a cargo de los 
Estados miembros participantes (art. 44.2 TUE, ex K16-2). 

2.2. La reglamentación especifica 

Prima facie llama la atención que respecto a la PESC, a diferencia de lo que se 
recogía en el propio documento final presentado por la presidencia neerlandesa, el 
tratado haya dejado caer en el último momento su regulación y se limite a prever 
una disposición especial de flexibilidad ( art. 11. 7 TUE, ex J. 7.4) que en modo al­
guno podrá ser considerada, a pesar de su propia formulación ( «una cooperación re­
forzada entre dos o varios Estados miembros en el plano bilateral, en el marco de la 
UEO y de la Alianza Atlántica») como una manifestación específica de la norma­
tiva general sobre cooperación reforzada del título VII TUE. Sí encontramos, por 
contra, una reglamentación específica en el TCE (no así en el TCECA y TCEEA) y 
en el tercer pilar. 

a) La reglamentación en el TCE (art. 11 TCE, ex art. 5A) 

De entrada, llama la atención que el legislador permita con carácter general la 
cooperación reforzada en el pilar comunitario, cuando parece, en principio, más pro­
pia de los otros dos pilares. Por su propia configuración conceptual el pilar comu­
nitario parece reclamar ser cubierto por el método de integración clásico a través de 
una serie de intervenciones de las instituciones comunitarias a partir de las atribu­
ciones competenciales previstas en los tratados. Difícilmente puede aceptarse que, 
exigiéndose que la acción de cooperación reforzada permanezca «dentro de los lí­
mites de las competencias atribuidas a la Comunidad», esto es competencias ex­
clusivas -expresamente excluidas-, compartidas o complementarias, pueda des­
plegar la cooperación reforzada sus efectos. 

171 Vid. infr, 2.2.9. 
172 C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différentiation, Flexibilité ... »), p. 69. 
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Más aún llama la atención que la concreción de ámbitos del TCE sobre los que 
puede operar la cooperación reforzada no se realice mediante la técnica del catálo­
go, sino a través de una delimitación negativa. De esta forma se determina, por un 
lado, los ámbitos que no podrán ser nunca objeto de cooperación reforzada. Entre 
ellos se incluyen, en primer lugar, las competencias exclusivas de la Comuni­
dad 173 , lo que resulta más que obvio considerando que en ellas existe una obligación 
comunitaria de actuar, con plenitud de medios y con exclusión de toda intervención 
de los Estados, máxime cuando el propio tratado prevé hasta la posibilidad de un re­
curso por omisión (art. 175 TCE) para los supuestos en que la Comunidad no in­
tervenga cuando esté llamada a hacerlo. En segundo lugar, tampoco podrán ser ob­
jeto de cooperación reforzada la ciudadanía de la Unión y las políticas, acciones o 
programas comunitarios, lo que cohonesta con el requisito de respeto del acervo co­
munitario. Y, por otro lado, establece como límites excesivamente vagos el que no 
establezca una discriminación entre nacionales de los Estados miembros ni consti­
tuya una restricción del comercio entre los Estados miembros o falseamiento de la 
competencia: ello resulta obvio si se desea preservar el mercado único como ba­
luarte principal de la integración comunitaria. 

El procedimiento de adopción de acuerdos se inicia, como es propio en el Tra­
tado de la CE, con la propuesta de la Comisión: los Estados que se propongan es­
tablecer una cooperación reforzada podrán dirigir una solicitud a la Comisión la cual 
podrá presentar una propuesta al Consejo; caso de no hacerlo habrá de informar a 
los Estados miembros concernidos acerca de los motivos de la negativa. Resulta 
cuestionable que, dada la redacción del precepto («podrá presentar una propuesta» 
e «informará acerca de los motivos») pueda resultar operativo un recurso de nulidad 
( art. 173 TCE) interpuesto por los Estados que no lograron hacer prosperar su soli­
citud. Más bien, parece que nos encontramos ante un criterio de oportunidad política 
con un amplio margen de discrecionalidad de la Comisión cuyos elementos reglados 
son extraordinariamente etéreos y permiten perfectamente atribuirle una «función­
llave» 174

• 

El Consejo, por su parte, es la institución competente para conceder la autori­
zación a los Estados miembros que quieran establecer entre sí una cooperación re­
forzada. La decisión la adoptará por mayoría cualificada salvo que un Estado 
miembro declare que, por motivos importantes y explícitos de política nacional, tie­
ne la intención de oponerse. En este caso el Consejo «puede» 175 pedir que el asun­
to sea adoptado por él mismo en composición de Jefes de Estado o Gobierno, en 
cuyo caso se decidirá por unanimidad 176

• Es decir, a la postre cada Estado tiene en 
la práctica un derecho de veto ante la creación de cooperaciones reforzadas que re­
cuerda en sus contornos al Compromiso de Luxemburgo 177 y, llegado el caso, po-

173 Para una delimitación concreta de las competencias exclusivas comunitarias, puede consultarse J. MAR­
TÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, op. cit. (El sistema de competencias ... ), pp. 153-158 y pp. 163-207. 

174 Así la califica C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différentiation, flexibilité ... »), p. 72. 
175 En esta línea cabe plantearse qué ocurriría si el Consejo, a pesar de la manifestación de un Estado de 

oponerse a una cooperación reforzada, no remite el asunto -la letra del Tratado dice «El Consejo[ ... ] podrá 
[ ... ]»-- al Consejo en su composición de Jefes de Estado o Gobierno y decide por mayoría cualificada. Podría 
llegar a plantearse la posiblidad de que ese Estado, con base en el artículo 173 TCE, demandase al Consejo en 
nulidad por violación del Tratado. 

176 Adviértase que no se trata del Consejo Europeo, como se ha afirmado por algunos, sino del Consejo 
como institución compuesta, en este caso, por los propios Jefes de Estado y de Gobierno. 

177 W. WESSELS, «Der Amsterdamer Vertrag - Durch Stückwerksreformen zu einer effizienteren, erwei­
terten und foderalen Union?», Integration, 1997, pp. 117-135, especialmente p. 129. 
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dría entorpecer la puesta en marcha de un mecanismo diseñado precisamente para 
favorecer la flexibilidad. Con razón se ha considerado por algunos autores que la 
puesta en marcha de la cooperación reforzada debería haber dependido únicamen­
te de los Estados que decidan utilizarla respetando los requisitos y el procedimien­
to previsto para evitar la tentativa de ejercer como «francotiradores» 178• 

Por otro lado, la participación del Parlamento Europeo, como tercer pivote en el 
procedimiento de toma de acuerdos comunitarios, ha quedado totalmente relegado 
a un muy segundo plano. Lejos de haberse acogido las propuestas encaminadas a 
exigir su dictamen conforme, se limita a la mera consulta, lo cual casa mal con la 
tendencia acogida por los tratados desde el Acta Única Europea de ir dotando a esta 
institución de las competencias legislativas propias de cualquier Parlamento que de­
see merecer tal calificativo. 

Por último, señalar que se prevé igualmente un mecanismo de incorporación fu­
tura de nuevos Estados a cooperaciones reforzadas ya existentes en el que el papel 
de la Comisión es elevado a decisorio (art. 5A-3 TCE). 

b) La cooperación reforzada en el tercer pilar 

El artículo 40 TUE (ex art. Kl2) prevé expresamente la posibilidad de utilizar el 
mecanismo de la cooperación reforzada en el seno del tercer pilar, .esto es, en los 
asuntos de cooperación policial y judicial en materia penal siempre que cumpla lo 
previsto en los artículos 43 a 45 TUE (ex arts. K15 a Kl 7), respete tanto las compe­
tencias de la CE como los objetivos del tercer pilar y su fin sea permitir a la Unión 
una evolución más rápida hacia un espacio de libertad, de seguridad y de justicia. 

El procedimiento de puesta en marcha de la cooperación reforzada en este pilar 
es muy semejante al previsto en el artículo 11 TCE para el primer pilar, si bien va­
ría algo la participación de la Comisión y del Parlamento Europeo. Mientras en la 
regulación de carácter general el Consejo decide «a propuesta de la Comisión y pre­
via consulta al Parlamento» (art. 11.2 TCE), en este pilar el Consejo decide «previa 
invitación a la Comisión a que presente su dictamen; la solicitud se remitirá también 
al Parlamento». Es decir, la Comisión en el pilar comunitario mantiene en la prác­
tica su monopolio de propuesta legislativa mientras que en el pilar extracomunitario 
tan sólo puede emitir un dictamen y el Parlamento, por su parte, se limita igual­
mente a emitir un dictamen no vinculante. La posibilidad de veto se mantiene sin 
variaciones 179• 

e) Supuestos de flexibilidad expresamente previstos en los tratados 

aa) Las cuestiones de visados, asilo, inmigración y otras políticas relacionadas 
con la libre circulación de personas (arts. 61 a 69 TCE, ex arts. 73I-73Q 
TCE) 

El Tratado de Amsterdam ha previsto-y es otro de sus activos-una comuni­
tarización parcial del actual tercer pilar al incluir en el TCE un nuevo título IV con-

178 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La cooperación reforzada ... »), p. 34. 
179 Para profundizar sobre esta cuestión, vid. V. CüNSTANTINESCO, loe. cit. («Les clauses de coopération 

renforcée ... »), pp. 763-764; C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différentiation, flexibilité ... »), pp. 83-85. 
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sagrado a las cuestiones de visados, asilo, inmigración y otras políticas encaminadas 
a establecer progresivamente un espacio de libertad, de seguridad y de justicia 
(arts. 61 a 69 TCE, ex arts. 731 a 73Q) 180

• Sin embargo -y es lo relevante a los 
efectos que nos ocupan-, el Tratado de Amsterdam incorpora dos protocolos, uno 
para el Reino Unido e Irlanda y otro para Dinamarca, que excluyen a estos tres Es­
tados del ámbito de aplicación de estas disposiciones y prevén un mecani.smo de in­
corporación que queda muy cercanamente emparentado con el de cooperación re­
forzada general (arts. 43 a 45 TUE, ex arts. K15 a Kl 7). En su virtud estos Estados 
no participarán en la adopción por el Consejo de las medidas previstas en el ref eri­
do título III bis TCE, de forma que la unanimidad o, llegado el caso tras el periodo 
de cinco años, la mayoría cualificada se computarán sin su participación. No obs­
tante, se prevén mecanismos de incorporación de estos Estados a las medidas adop­
tadas al amparo del citado título. Así, para el Reino Unido e Irlanda se considera que 
«podrán en cualquier momento, tras la adopción de una medida por parte del Con­
sejo en virtud del título IV del Tratado constitutivo de la CE, notificar al Consejo y 
a la Comisión su propósito y deseo de aceptar dicha medida[ ... ], [en cuyo caso] se 
aplicará mutatis mutandis el procedimiento previsto en el apartado 3 del artículo 5A 
TCE» (art. 4 del protocolo para el Reino Unido e Irlanda). Respecto a Dinamarca, 
«dentro de un período de seis meses a partir de que el Consejo haya decidido sobre 
una propuesta o iniciativa de desarrollar el acervo Schengen según lo dispuesto en el 
título III bis del Tratado constitutivo de la CE, Dinamarca decidirá si incorpora esta 
decisión a su legislación nacional» (art. 5.1 del protocolo para Dinamarca). Se trata, 
pues, de una incorporación al Derecho nacional que, en realidad, frente a los res­
tantes Estados miembros crea una obligación de Derecho Internacional 181

. 

Con todo, la vía de una plena incorporación al régimen general queda expedita. 
Irlanda y Dinamarca podrían en cualquier momento adoptar la decisión de no seguir 
acogiéndose a los protocolos señalados (art. 8 del protocolo para el Reino Unido e 
Irlanda y art. 7 del protocolo para Dinamarca). En el caso de Dinamarca, ésta sería 
en realidad la única vía de incorporación al título IV TCE, lo que a la vista del pre­
cedente británico en el Protocolo Social puede cobrar interés futuro. 

bb) El protocolo sobre Schengen 

El Tratado de Amsterdam incluye, igualmente, un protocolo anejo al TUE y al 
TCE por el que se integra el acervo Schengen en el marco de la Unión Europea me-

180 Los objetivos concretos son básicamente adoptar las medidas necesarias para asegurar la plena liber­
tad de circulación de las personas, entre las que habría que incluir particularmente las relativas a controles en 
las fronteras externas, reglas sobre visados (modelo uniforme, condiciones y procedimiento de expedición), 
listados de terceros países cuyos nacionales tengan la obligación de disponer de visado para cruzar una 
frontera exterior, normas para la concesión de la condición de asilado, medidas relativas a los refugiados y per­
sonas desplazadas, la cooperación administrativa y la cooperación judicial en materia civil, etc. Las decisio­
nes se adoptarán, durante un período de cinco años a partir de la entrada en vigor del tratado, por unanimidad 
a propuesta de la Comisión o invitación de un Estado miembro, previa consulta al Parlamento Europeo y, su­
perado dicho período, el Consejo adoptará por unanimidad una decisión con vistas a que todo o parte de lo 
previsto se decida conforme al procedimiento de codecisión. 

181 A juicio de EHLERMANN, esta situación probablemente sea consecuencia de la complejidad del sistema 
constitucional danés, vid. C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différentiation, Flexibilité ... »), p. 78. A nuestro en­
tender, más bien podría tratarse de un mero señuelo interno para subrayar ante su crítico electorado nacional 
el «hecho diferencial danés». 
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<liante el que los signatarios de los acuerdos de Schengen -hasta ahora fuera del 
marco de la CE y de la UE- «quedan autorizados a establecer entre sí una coope­
ración reforzada en el ámbito de aplicación de dichos acuerdos», que «se llevará a 
cabo en el marco institucional y jurídico de la UE y respetando las disposiciones 
pertinentes del TUE y del TCE» (art. 1 del protocolo) 182• 

ce) Otros supuestos 

El Tratado de Amsterdam recoge, por último, una serie de disposiciones parti­
culares que, en muy diferente grado, también quedan emparentadas con los meca­
nismos de flexibilidad. 

Es bien conocido, en primer lugar, que el segundo pilar no recoge disposiciones 
específicas en materia de cooperación reforzada, pese a que sí aparecían en todos 
los documentos preparatorios. Máxime cuando en el plano político en algunas can­
cillerías parece escucharse al unísono la pertinencia de la técnica de la cooperación 
reforzada en el marco de la política de defensa y muy particularmente en lo con­
cerniente a la política armamentística. Con todo, su artículo 23. 1 TUE (ex art. 
J13 .1) prevé un mecanismo de abstención positiva que flexibiliza la regla general de 
adoptar por unanimidad los acuerdos en materia de Política Exterior y de Seguridad 
Común. En estos supuestos de abstención el Estado correspondiente, siempre que el 
número de Estados que se abstengan no represente más de un tercio de los votos 
ponderados del artículo 205. 2 TCE (antiguo art.148.2), «podrá acompañar su abs­
tención de una declaración formal» y «no estará obligado a aplicar la decisión», de­
biendo, eso sí, admitir «que sea vinculante para la Unión». 

Otras disposiciones de interés que también introducen flexibilidad en el Tratado, 
amén de las previstas para las regiones periféricas (art. 299.2 TCE, antiguo art. 
227.2), podrían ser aquellas que permiten la posibilidad de que determinados Esta­
dos acepten la competencia del TJCE para pronunciarse con carácter prejudicial so­
bre la interpretación y validez de las medidas adoptadas en el seno del tercer pilar 
(art. 35.2 TUE, antiguo art. K7.2) o la misma posibilidad de adoptar convenios en 
asuntos de cooperación policial y judicial en materia penal que entrarán en vigor 
para los Estados que lo deseen siempre que hayan sido adoptados, al menos, por la 
mitad de ellos (art. K6.2 d TVE). 

Incluso la nueva redacción adoptada por el artículo 95 apdos. 3 a 9 TCE (anti­
guo art. lO0A 3 a 9) o los artículos 175.5 (antiguo art. 130S-5) y 176 TCE (antiguo 
art. 130T) en materia de medio ambiente terminarán por flexibilizar la integración 
comunitaria. 

3. Consecuencias y alcance 

La cuestión de la cooperación reforzada y sus mecanismos de flexibilidad cir­
cundantes está llamada a convertirse, por mor de la baja intensidad de las otras mo­
dificaciones introducidas por el Tratado de Amsterdam, en un tema estrella. Mas esa 
falta de rivalidad con otras modificaciones o su consideración como concepto en 
boga no debe ocultar el indudable destello que emite por sí misma. La heteroge-

182 Para profundizar sobre esta cuestión puede consultarse el trabajo de F. J. CARRERA HERNÁNDEZ, loe. cit. 
(«La cooperación policial y ... »), pp. 7-16; A. VALLE ÜÁLVEZ, loe. cit. («La refundación de ... »), pp. 60-62. 
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neidad de intereses estatales ante la inminente ampliación y las abismales diferen­
cias existentes entre los Estados miembros en su disponibilidad para profundizar en 
la integración convierte el statu quo en imposible 183 y hace aflorar los mecanismos 
de flexibilidad en el tratado como consecuencia inevitable de lo que, en otros sec­
tores de nuestro ordenamiento jurídico, se ha dado en denominar «la fuerza jurídi­
ca de lo fáctico». Permite, en suma, seguir avanzando en la integración bajo el mo­
delo del «paso a paso». Es más, a juicio de quien con mayor convicción y energía 
defendió en el plano político la inclusión de esta cláusula en el Tratado, Helmut 
Kohl, la cooperación reforzada no sólo es un «principio de acción que asegura la 
posibilidad de continuar el proceso de integración en una Europa ampliada con 20 
o más miembros», sino que logra que «comportamientos como los vividos en al­
guna ocasión, en los que el freno individual conlleva una paralización del todo, pue­
dan darse en el futuro tan sólo en ocasiones muy excepcionales» 184

• 

Con todo, una valoración jurídica de las normas que regulan la cooperación re­
forzada en el Tratado de Amsterdam obliga a plantear una serie de riesgos y de de­
ficiencias. En primer lugar, se echa de menos una obligación de los Estados acogi­
dos, en cada caso, a la cooperación reforzada a prestar ayuda y asistencia para 
favorecer su futura incorporación a aquellos Estados que no lo hagan en una pri­
mera fase 185 , lo que en la práctica podría favorecer en determinados ámbitos el es­
tablecimiento de una diferenciación creciente e insalvable entre Estados miem­
bros de primera y segunda categoría. Como escriben Areilza y Dastis, un pequeño 
círculo «estaría controlando una buena parte de la integración europea» y crearían 
«un acervo particular que se irá desarrollando y que se aplicará a todos aquellos que 
se unan con posterioridad, los cuales tendrán que aceptar unas normas en cuya ela­
boración no habrán participado» 186• Podría incluso incitar a establecer con los Es­
tados candidatos unas Actas de adhesión con «ofertas y descuentos» en la lista de 
obligaciones a asumir. 

En segundo lugar, el procedimiento, con independencia del papel central que se 
atribuye a la Comisión, queda excesivamente escorado hacia el elemento intergu­
bemamental encamado por los Estados y arrincona exageradamente al Parlamento 
Europeo. Además en su articulación -a juicio de Wessels el procedimiento es poco 
eficiente y complejo 187

- resulta cualquier cosa menos sencillo y transparente 
para el ciudadano. Aunque ciertamente, como apunta Constantinesco, sea reflejo ló­
gico de las precauciones adoptadas al regular un mecanismo novísimo cargado de 
riesgos 188• 

183 Cfr. la sugerente obra, Cum V0N FL0RENZ (ed.), Europa: der unmogliche Status qua, Nomos, Baden­
Baden, 1996. 

184 Bulletin des Presse- und Informationsamts der Bundesregierung, núm. 55, Bonn, 1 de julio de 1997, 
p. 633. 

185 Se trata de una obligación inherente al propio principio que el mismo TINDEMANS consideraba ya irre­
nunciable al considerar que los Estados que a la vista de motivos objetivamente valedores no deseen progresar 
junto a los que se acojan a tal decisión no por ello dejarán «de recibir de los otros Estados la ayuda y asistencia 
que sea posible darles, con el fin de que estén en condiciones de reunirse con los otros», L. TiNDEMANS, loe. cit., 
p. 599. La explicación, ajuicio de algún autor, podría encontrarse en la perspectiva futura que marca la adhe­
sión de nuevos Estados miembros, C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différentiation, flexibilité ... »), p. 73. 

186 J. M. AREILZA CARVAJAL/A. DASTIS QUECED0, «Flexibilidad Y cooperaciones reforzadas: ¿nuevos mé­
todos para una Europa nueva?, Revista de Derecho Comunitario Europeo 1/1997, pp. 9-28 (p. 21). 

187 W. WESSELS, loe. cit. («Der Amsterdamer Vertrag ... »), p. 129. Otros autores llegan a hablar de «in­
dignación jurídica ante la complejidad del entramado articulado por el Tratado de Amsterdam en esta mate­
ria», F. J. CARRERA HERNÁNDEZ, loe. cit. («La cooperación policial y ... »), p. 16. 

188 V. C0NSTANTINESC0, loe. cit. («Les clauses de coopération renforcée ... »), p. 754. 
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En tercer lugar, nos hubiera parecido terminológicamente más adecuado refe­
rirse, en realidad, a mecanismos de «integración reforzada» y no de «cooperación 
reforzada», especialmente al referirse al pilar comunitario. Cierto que, como re­
cuerda J. V. Louis, «le mot meme d'intégration est tabou pour certains États 
membres» 189 • 

En cuarto lugar, la utilización del mecanismo de la cooperación reforzada en el 
TCE, además de constituir una mayor novedad, importancia y potencialidad que en 
los otros pilares, trasluce la posibilidad de una verdadera «integración reforzada» 
entre aquellos Estados con mayor vocación integradora desprendiéndose del lastre 
que a veces suponen determinadas posiciones obstruccionistas. Mas, amén de los 
problemas jurídicos y presupuestarios latentes y de esconder un posible efecto di­
namitador del acervo comunitario que diluya el proceso de integración, resulta in­
cierto su ámbito de aplicación. Ciertamente podría resultar factible su operatividad 
en políticas como la de medio ambiente 190

, pero sería preocupante que cupiese en 
otras basadas en la solidaridad interregional. Igualmente incierto resulta saber si la 
«integración reforzada» en determinados ámbitos podría crear con el tiempo y por 
efecto de la jurisprudencia AETR una competencia exclusiva de la comunidad 
-para los Estados participantes- en el foro externo para la firma de acuerdos in­
ternacionales con Estados terceros 191

• 

Por último, conviene subrayar que pese a resultar, a nuestro juicio, evidente la 
justiciabilidad de este mecanismo por el TJCE (art. 40.4 TUE, ex art. K.12.4), en la 
práctica son tan amplios algunos de los márgenes de apreciación atribuidos que, en 
el fondo, podría acercarse la cuestión de su control jurisdiccional a la discusión doc­
trinal mantenida respecto al principio de subsidiariedad tras la entrada en vigor del 
Tratado de Maastricht. 

En definitiva, aun reconociendo lo prematuro de la valoración, la cooperación 
reforzada no será, ciertamente, el elixir milagroso que vaya a lograr el siempre bus­
cado equilibrio entre unidad y pluralidad. Si con ocasión de la regulación del prin­
cipio de subsidiariedad en el Tratado de Maastricht considerábamos que el tiempo 
diría si iba a ser el caballo de Troya que entrara en la fortaleza comunitaria o la pri­
mera piedra de un sólido edificio federal, a propósito de la cooperación reforzada 
bien podemos atribuirle igualmente la posibilidad de que se convierta en fermento 
de una integración cada vez más estrecha o en cuña de su dilución. 

Con todo habrá que valorar muy seriamente si acaso el modelo utilizado con éxi­
to por la Comunidad durante décadas no esté ya totalmente agotado y lo que real­
mente reclame sea una auténtica reforma en profundidad. En tal caso, a propósito de 
la valoración de la cooperación reforzada podría resultar del todo punto exagerado 
hablar de una «révolution copernicienne dans l'histoire de l'intégration européen­
ne» 192 y, pasado el tiempo, bien podría venir a colación el conocido «parto de los 
montes» del que ya escribiera Horacio: parturiunt montes, nascetur ridiculus mus 
(Arte Poética, XI). 

189 J. V. Lou1s, «Le traité d' Amsterdam, une occasion perdue?», Revue du Marché Unique Européen, 
1997, p. 5, especialmente p. 7. 

190 Vid. MOLLER-BRANDECK-BOCKET, «Flexible Integration: Eine Chance für die europaische Umwelt­
politik?», lntegration, 1997, pp. 292-304. 

191 En sentido positivo se pronuncia C. D. EHLERMANN, loe. cit. («Différentiation, Flexibilité ... »), p. 74. 
192 Así lo califica F. DOHOUSSE, citado en V. CONSTANTINESCO, loe. cit. («Les clauses de coopération ren­

forcée ... » ), p. 752. 
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Muy amplio ha sido el crisol de valoraciones que han merecido las modifica­
ciones realizadas por el Tratado de Amsterdam. Desde los tonos ocres que, pro­
bablemente, no sin razón, dominan en la doctrina más reputada y valoran el Tra­
tado como «una de las reformas más mediocres del casi medio siglo de integración 
europea» 193 hasta otros más coloristas que, quizá con un optimismo político tan 
obligado como inusitado, consideran el Tratado «bueno y serio», fruto del «ro­
tundo éxito» 194 de una CIG con «una excelente conclusión» 195, pasando por 
quienes hablan de un «pequeño gran paso» 196 • La respuesta por la que se opte al 
valorar el resultado del nuevo tratado podrá variar según sea el grado de optimis­
mo del lector y, sobre todo, según fuera la altura en que cada cual situó el listón de 
exigencias. Pero, a nuestro juicio, resulta evidente que si la reforma se planteaba 
como «necesariamente ambiciosa» 197 el lector del embarullado y complejo Tra­
tado de Amsterdam queda con un sabor agridulce, con una percepción de avance, 
pero mínimo. Con «una sensación de provisionalidad, de no haber cumplido los 
deberes que tenían encomendados» 198 • O si se prefiere de forma más gráfica, de 
haber «aprobado por los pelos» dejando las principales asignaturas para otra con­
vocatoria 199:- reponderación de voto, número de comisarios, etc. En modo alguno, 
los destellos iniciales del principio de cooperación reforzada, cuya artificiosa lu­
minosidad impide rascar aún más allá de su dorada corteza, compensan los ro­
tundos fracasos de la reforma institucional y de la creciente intergubemamentali­
zación. 

Aun así, la virtualidad práctica del Tratado de Amsterdam resulta difícil de pre­
decir. Recuérdese que el AUE se adoptó dentro de la mayor de las indiferencias y 
después afloraron sus potencialidades ocultas hasta convertirse en uno de los más 
decisivos pasos adelante en el proceso de integración. El TUE se firmó, por el con­
trario, con el convencimiento de encarnar un cambio radical y, salvo lo relativo a la 
UEM, no ha respondido como avance al desgaste político y de imagen que en al­
gunos Estados miembros sufrió el proceso de integración al abrigo de extendidas 
proclamas anti-Maastricht. 

Nadie podrá afirmar con seriedad que el Tratado de Amsterdam sea una sinfonía 
jurídica o un avance político sin precedentes, especialmente en el ámbito institu-

193 A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («Los retos de ... ), p. 16 in fine. Jean Victor Lorns, por su parte, al re­
dactar recientemente el editorial de una de las principales revistas especializadas en cuestiones europeas, se 
planteaba desde el propio título la pregunta de si el nuevo Tratado de Amsterdam ha resultado «una ocasión 
perdida». 

194 Las Conclusiones del Consejo Europeo de Amsterdam se abren subrayando el «pleno acuerdo» que 
permite afirmar que los trabajos de la CIG han sido «coronados con éxito». 

195 Estas valoraciones fueron realizadas respectivamente por Romano PRom y Tony BLAIR al término de 
la cumbre de Amsterdam. 

196 F. ALDECOA LUZARRAGA, loe. cit. ( «El Tratado de Amsterdam: un pequeño gran paso ... »). 
197 Así se manifestaba al inicio de la CIG el comisario responsable de la misma, vid. M. OREJA AGUIRRE, 

loe. cit. («La revisión del...»), p. 12. 
198 N. NAVARRO BATISTA, loe. cit. (El sistema institucional ... ), p. 17. En el mismo sentido M. SILVESTR0/J. 

FERNÁNDEZ-FERNÁNDEZ, «Le traité d' Amsterdam: une évaluation critique», Revue du Marché commun et de 
l' Union européenne, nº 413, diciembre 1997, pp. 662-664 (664). 

199 MARTÍN Y PÉREZ DE NANCLARES, «Aprobado por los pelos», Boletín Europeo de la Universidad de La 
Rioja, n.º 1, octubre 1997, pp. 2-3. 
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cional, donde no se cumple el objetivo de la CIG, cual era preparar el entramado 
institucional para la ampliación. Pero tampoco puede negarse a priori que entre sus 
tímidas reformas no se escondan hebras suficientes para tejer un paño de interés. 
Además de la incógnita de la «integración reforzada», en el plano institucional me­
jora notablemente la situación del PE, sale reforzada la figura del presidente de la 
Comisión, se producen mejoras técnicas de cierta entidad y trasluce un cierto con­
senso en mantener el equilibrio institucional. Es así que el compromiso de mínimos 
subyacente al Tratado de Amsterdam suministra las pedaladas justas para que el 
proceso de integración comunitaria no se detenga. Probablemente haya sido, como 
se ha afirmado a propósito de alguno de sus aspectos, «el pragmático punto de en­
cuentro entre lo deseable y lo posible» 200

. 

A nuestro juicio, el problema de fondo es más general: no hay un proyecto po­
lítico que establezca las metas de Europa después del euro en un momento en que la 
pendiente se inclina en algunos aspectos hacia una tendencia al reforzamiento de la 
intergubemamentalidad. Y es que, además, el modelo utilizado hasta ahora está ago­
tado 201 ; funcionó armónicamente para los seis Estados iniciales, empezó a chi­
rriar con los nueve y ya no funciona con los quince, lo que podría conducir a la pa­
rálisis si se ampliase la Unión sin muy serias reformas estructurales. Por mucho que 
se empeñen las delegaciones o la doctrina no existe una fórmula mágica capaz de 
escamotear las matemáticas i 02• En el momento actual, la regla de la unanimidad 
convierte los procesos de reforma de los tratados en unas interminables discusiones 
bizantinas cuyo resultado final de «mínimo común denominador» amenaza con di­
luir el proceso de integración comunitaria. Es ya lugar común en la doctrina afirmar 
que la unanimidad paraliza el proceso de toma de decisiones. Mas es también co­
mún observar cómo los Estados se resisten con tenacidad a perder el resorte del veto 
que les brinda la unanimidad. En palabras del comisario Marcelino Oreja, «el mé­
todo intergubemamental de revisión de los Tratados no se ajusta a nuestras necesi­
dades» por lo que es esencial para el proceso de integración futura «la configuración 
de un sistema de revisión constitucional no tributario de la unanimidad, sino del 
sentir general mayoritario, reservando la unanimidad solamente para las revisiones 
de los grandes principios y objetivos» 20.3• 

Diógenes tiene, pues, su candil. Sólo resta esperar que en la próxima reforma 
encuentre definitivamente entre la multitud del ágora el rostro del hombre que 
busca. Aunque si hasta ahora no lo ha encontrado bajo el sol del mediodía, difícil­
mente lo podrá hacer cuando caiga la noche y mengüe el sebo del candil. 

200 S. MARTÍNEZ LAGE, loe. cit. («El Tratado de Amsterdam ... »), p. 3 (referido en concreto a las modifi­
caciones en el ámbito de la CAJI). 

201 Cfr. A. MANGAS MARTÍN, loe. cit. («La reforma institucional...»), p. 39; D. SIMON, «Arnsterdam: les li­
mites d'une méthode», Europe 8-9/1997, 3. 

202 Así se pronuncia M. PETITE, loe. cit. («Le traité d'Arnsterdam ... »), p. 51. Las matemáticas las imponen 
lógicamente el mayor número de Estados y la inaplicabilidad de una fórmula (matemática) diseñada para seis 
Estados muy concretos. 

203 M. OREJA AGUIRRE, «La Unión Europea entre los pueblos y los Estados: una reflexión tras el final de 
la CIG de 1996», Boletín Europeo de la Universidad de La Rioja, 1998, núm. 2, suplemento, pp. 2-6 (p. 6). 




